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El derecho internacional, definido en función de sus sujetos, es el ordena- 
miento normativo jurídico que regula las relaciones entre los Estados y las 
organizaciones internacionales públicas. Tal como se explicará en el desarrollo 
del estudio, el derecho internacional se encuentra en un proceso de replantea- 
miento en diversos campos. Tal reestructuración se origina en una fase de su 
evolución en la que las figuras e instituciohes no están plenamente definidas, lo 
que, a la imprecisión actual se añaden los ajustes y los sacudirnientos que impo- 
nen las nuevas tendencias jurídicas. 

Así, en el espectro internacional se entrelaza complejamente el aumento 
numérico de Estados que no es un mero aumento cuantitativo, sino que repercute 
en el contenido de las normas internacionales. Esto es tanto más significativo 
cuanto que los miembros de la sociedad internacional obedecen a formaciones 
culturales, políticas y económicas distintas que se traducen en ópticas de inter- 
pretación diferentes y, en ocasiones, antagónicas. Influye también el desarrollo 
tecnológico que plantea- una problemática novedosa y la consecuente necesidad 
de elaborar regímenes jurídicos sin precedente. De otra parte, las cada vez más 
agudas y desesperantes carencias de una gran parte del género humano marcan 
rumbos específicos a la colaboración idternacional. 

Todo dentro de la dualidad de las soberanías tradicionales y de los intentos para 
conformar la conducta de los Estados a una idea de orden público universal. 

Es, pues. notablemente amplia la materia, dinámica en su evolución y sujeta a 
severos replanteamientos tanto en el plano del derecho positivo como en el de las 
proposiciones teóricas de análisis. En este sentido, una primera aproximación a 
la riqueza temática que brinda la materia iia sido el fin de la obra. En los casos en 
los que ha existido material disponible sobre laprácticamexicana, se han hecho los 
tratamientos respectivos. Cabe saialar que la labor doctrinaria de los internacio- 
nalista~ mexicanos es de primera magnitud y en algunos capítulos ha guiado el 
desarrollo de los puntos. Es convicción de los autores que el anáiisis completo y 
con una metodología adecuada del pensamiento internacional de México está 
todavía por hacerse. 

Dentro de los límites y la naturaleza del trabajo se tratan algunos de los 
apartados fundamentales de la materia. Al licenciado Alonso Gómez Robledo 
Verduzco correspondieron los capítulos de las fuentes del derecho internacional, 
el derecho de los tratados y la responsabilidad internacional. El maestro Ricardo 
Méndez-Silva desarrolló los capítulos relativos a los sujetos del Derecho Interna- 
cional, incluyéndose a la Organización de las Naciones Unidas y al Sistema Inter- 
americano, los órganos del Estado y un último capítulo que bajo el título del 
pacifismo incluye tres temas diversos. 
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DERECHO INTERNACIONAL PUBLICO 1 1  

f. TECNICAS DE ELABORACION DE LAS REGLAS 
DEL DERECHO INTERNACIONAL PUBLICO 

1. TECNICAS DE ELABORACION 

Por lo general, aunque pueda ser en ocasiona equívoco, se puede utilizar el 
témino de "fuentes" del derecho internacional público para indicar el proceso o 
métodos de creación de las reglas o normas de dicho derecho. 

Al iguai que t ~ d o  orden jurídico, el derecho internacional público va a de- 
terminar sus propias "fuentes" de donde se generan las reglas que constituyen 
ese mismo ordenamiento; en la actualidad el problema de saber cuáles  rían las 
fuentes que constituyen el derecho internacional público puede decirse que, por 
lo menos en la práctica, sigue quedando resuelto en su mayor parte por lo enume- 
ración que se encuentra, en el artículo 38 del Estatuto de la Corte Internacio- 
nal de Justicia, y que es casi una reproducción literal de la antigua disposición 
que figuraba en el ordenamiento de la anterior Corte Permanente de Justicia 
Internacional. 

Esta disposición en su primer párrafo menciona a las convenciones interna- 
cionales, la costumbre internacional, los principios generales de derecho y las 
dechiones judiciales y doctrinas de los publicistas, en el caso de éstas dos Últimas 
sólo como un medio auxiliar o subsidiario para la determinación de la norma 
jurídica. 

Al ser aceptado el artículo 38 por la totalidad de los miembros de la Organiza- 
ción de las Naciones Unidas, ya que todos ellos son ipso facto partes en el Esta- 
tuto, se puede decir que esta disp'osición representa la enunciación m& autorizada 
de las llamadas fuentes formales del derecho internacional público. 

Ahora bien no podría decirse que existe dentro de la disposición enunciada, 
una primacía del derecho convencional sobre el derecho consuetudinario estí,-ble- 
ciéndose un orden jerárquico; esta concepción estaría contraria d principio gene- 
ral de interpretación, según el cual una norma especial posterior abrogaría una 
norma general anterior, ya se trate de derecho convencional o de derecho con- 
suetudinario. * 

Por otra parte se debe considerar que este artículo enunciativo de las fuentes, 
no es una disposición de carácter limitativo, sino exclusivamente enunciativo, 
por lo que pueden surgir teóricamente otros métodos de elaboración de normas, 
como serían por ejemplo los actos unilateralea de los Estados, o bien las resolu- 
ciones de los organismos internacionales. El problema aquí estaría en saber si de 
alguna manera toda nueva "fuente" imaginable no se encontraría de alguna 
forma ya contemplada, así sea indirectamente, en la enumeración contenida en 
el artículo S 8  del citado Estatuto. 

' Guggcnheim. P., Traité de Droit Intemutiord Atblic, t .  1, Georg. Genbe, 1967. yp. 
112-1 13. Para un d s i s  de las fuentes ver lo excelente monografía de Pany C., 7ñe sources 
and evidentes of Intemational Law. Univenity Prcss, 1965, London, p. 122. 
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12 RICAAPDO MEKDEZ SILVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLEW V. 

2. LA COSTUMBRE INTERNACIONAL 

Las controversias sobre este procedimiento de creación jurídica, tienen sus 
raíces en la definición misma que adopta el Estatuto de la Corte, afirmando 
que ese tribunal puede aplicar la costumbre como: 'pmeba de una práctica gene- 
ralmente aceptada como derecho". 

Aquí, primeramente, parece como si se hubiere invertido el orden lógico de 
razonamiento, ya que es la práctica general aceptada como si fuera derecho, lo 
que constituye la prueba requerida de la existencia de una co.stumbre, y no a la 
inversa; es el examen de la práctica lo que podrá o no demostrar la existencia de 
una eventual costumbre internacional. 

La costumbre en las relaciones internacionales vendría a ser una serie de com- 
portamientos uniformes imputables a los Estados u otros sujetoa internacionales. 
Pero el hecho de que haya existido una práctica establecida durante un cierto 
espacio de tiempo es solamente un e!emento constitutivo de la norma jurídica 
consuetudinaria. El segundo elemento necesario para la configuración de la cos- 
tumbre, radica en el hecho de que el individuo a través de su acción u omisión 
debe tener la convicción de estar ejerciendo un derecho, o ejecutando una obliga- 
ción, o en otros términos la opinio juris siue necessitatis. 

En el mecanismo normal de la prueba de la costumbre, la coexistencia de los 
dos elementos es necesaria, y la jurisprudencia internacional siempre lo ha exigi- 
do en forma por demás clara y precisa. 

Así en el fallo de 1969 relativo al Caso de la Plataforma Continental en Mar 
del Norte la Corte señaló: 

. . .Los actos en cuestión no solamente deben suponer una práctica constante, sino que 
también deben tener tal carácter o renlizurc de tai forma, que demuestran la creencia de 
que dicha práctica se estima obligatoria en virtud de una noma jurídica que la prescri- 
be. . . Ni la frecuencia ni inciuso el carácter habitual de lor actor es bastante.2 

De lo que se trata al parecer como se ha seíialado es de inferir la opinw juris 
en forma indirecta del comportamiento de los Estados, para determinar si éste 
revela o no el ejercicio de un derecho o el cumplimiento de una supuesta obliga- 
ción jurídica. 

2.1. Campo de aplicación de la costumbre 

Para que un Estado quede vinculado jurídicamente por una norma consuetu- 
dinaria, no es necesario que directamente haya participado con su comportamien- 
to en ia elaboración y formación de la regla jurídica. 

Si se examina el derecho positivo, podrá constatarse que en la práctica no,se 

2 Plateau continental de la mer du Nord. An t t .  C.I.J. Recueil, 1969, p. 44, parr. 77. Lo 
mismo en el Caso rehtwo al Derecho de Asilo, la Cone afirmó: ". . .El gobierno de Colombii 
debe probar que la regla que invoca ha surgido con arreglo a un uso constante y uniforme, 
practicado por los Estados en cuestión, y que este uso traduce un derecho propio del Estado 
que otorga el asilo y un deber a cargo del Estado territorial". Affaire rolombo-pénrvirnne 
ehtive au droit d' mile. Awit  du 20 novembre 1950. C.1 J . ,  Recueil. 1950, p. 276, pan. 40. 
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DERECHO INTERNACIONAL PUBLICO 13 

encuentra consagrada la tesis de la costumbre concebida como si fuera un verda- 
dero acuerdo tácito entre los Estados, y menos a h  por lo que respecta a las 
llamadas costumbres de tipo general.3 

Así, el hedio de que las reglas consuetudinuias del derecho internacional del 
mar estuvieren constituidas principalmente por las potencias marítimas europeas 
en los sigios XVII y XVIII -hoy en día pues* en tela de juicio y parcialmente 
codificadas-, no fue obstáculo para que siempre f u m n  conaideradas como 
oponibles a todos los Estados, incluso a los Estados sin saiida al mar. 

De lo anterior se desprende, correlativamente, que no será necesario que un 
Estado haya aciptado expresamente una costumbre para que éste quede obligado 
por ella. Reciaamente uno de los aspectos más delicados del problema concierne 
actuaimente a los nuevos Estados, surgidos del proceso de descolonización. 

2.2. Los nuevos Estados y el problema de la costumbre 

La cuestión de saber hasta qué punto y bajo qué condiciones los nuevos Es- 
tados estarían obligados por normas consuetudinarias de derecho internacional 
clásico, en la elaboración de las cuales no participivon en forma alguna y por 
consiguiente tampoco expresaron ni siquiera implícitamente su consentimiento, 
es sin duda un problema, que no puede recibir una Única respuesta con una solu- 
ción categórica dentro del derecho internacional ~ontem~oráneo.4 

En un primer término se debe claramente precisar que una colectividad polí- 
tica, desde el momento en que adquiere el carácter o status de Estado como sujeto 
internacional, está aceptando por este mismo hecho, aunque sea de manera im- 
plícita, una serie de reglas internacionales ya existentes, sobre todo aquelias que 
se refieren a su personalidad y competencia, y que son reglas de evidente cu4cter 
consuetudinario. S i  embargo por otra parte hay que reconocer que la vigencia 
de una noma consuetudinaria puede ser mucho muy discutible d &ta sigue 
siendo apoyada sólo por unos cuantos miembros de la comunidad internacional, 
pues en estos casos la existencia efectiva de k regla es puesta en tela de juicio 
como sucedió con la relativa a la anchura del mar temtorial a partir de la Confe- 
rencia codificadora de La Haya de 1930. 

Este fenómeno puede apreciarse con una claridad mayor si pensamos en los 
cambios que han sufrido las reglas consuetudinuias referentes al trato a las p a -  
sonas y bien- de los extranjeros, ámbito en donde los países con una fuerte 
economía de mercado habían siempre exigido un tratamiento preferencial en 
comparación con el reservado a los connacionala. 

Así por ejemplo se puede que si en la actuaüdad los Estados que 
Ucvan a cabo medidan de nacionalización o de expropiación de bienes extranie- 
ros, no hui negado en forma absoluta y radical el principio mismo de otorgar 
una indemnización, esfo parece obedecer mucho más a razones de &o político, 

3 V a  pua una concepci6n fuertemente voluntpiirti de 1. costumbre a liikin C. I., M t  
IntmaationalPubüc. préhce, M. V i y ,  Ed. A. PCd08t, 1965, P d ,  pp. 76-89. 

4 Va; Faik, RA., "The new rtates and thc intematiod le& orda", R.C.A.D.I.. t. 11, 
a. 118, k Haye, 1966, pp. 7 y u. 
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14 RICARDO MENDEZ SILVA Y ALONSO OMEZ-ROBLEDO V. 

y no por el hecho de que tuvieran la convicción de estar actu~ndo de conformi- 
dad con una obligación jurídica.5 

En el caso de la nacionalización que realizó Chile en 1971 de grandes minas 
de cobre, una de las cuales pertenecía a la Braden Coper, filial ésta en un 100% de 
la compañía norteamericana Kennecott Copper, el gobierno chileno sin negar la 
existencia del principio de la indemnización, no quiso sin embargo otorgar com- 
pensación alguna, al sostener que en ese caso en particular se había hecho apli- 
cación del principio llamado de los "beneficios excesivos". 

En el fondo toda esta situación no revela sino la coexistencia de dos cuerpos 
de normas, características ésta que se encuentra comúnmente en el ámbito del 
"derecho internacional del desarrollo", y cuyo análisis en este punto permite 
constatar cuándo una costumbre puede ir dejando de producir efectos legales por 
estar precisamente en presencia de una nueva regla consuetudinaria en proceso 
de elaboración a la cual se contrapone. 

2.3. Rechazo de la costumbre 

Si bien hemos sostenido en principio, que para que un Estado quede obligado 
por una norma consuetudinaria, no es en rigor necesario que haya participado él 
mismo en el proceso de su elaboración. también es cierto que un Estado puede 
no quedar vinculado por una costumbre internacionai, en caso de que en forma 
"expresa e inequívoca" haya rechazado el verse obligado por dicha norma 
internacional. 

Este fenómeno tan importante como delicado, ha sido claramente sostenido 
por la jurispmdencia internacional. 

La C.I.J. en su fallo del 18 de diciembre de 1951 relativo al Caso de las Pes- 
querías anglo-nomegas, y al plantearse el problema de la oponibiiidad a Noruega 
de la regla de las diez millas adoptada por ciertos Estados respecto a sus bahías, 
La Corte sostuvo: "Dc cualquier modo la regla de las diez miiias aparece como no 
pudiendo ser aplicable (oponible) a Noruega, en virtud de que dicho Estado se ha 
opuesto siempre a toda tentativa de aplicarla a las costas nomega~".~ Aquí la 
complejidad del problema radica más que nada en saber en qué momento un 
Estado debe manifestar su rechazo de verse vinculado jurídicamente por una 
norma consuetudinaria, y sobre todo que sólo excepcionalmente puede fecharse 
con precisión la aparición de una costumbre internacional. 

En general se está de acuerdo en admitir que lógicamente un Estado no podria 
rechazar la aplicabiiidad de una costumbre general más en la primera etapa del 
proceso de su elab~ración,~ ya que de otra manera existiría la presunción de que 
el Estado ha consentido implícitamente en verse obligado por dicharegla jurídica. 

Ver JimCnez de Aréchaga, "Fundamentos del Deber de Compensar las Nacionalizacio- 
nea de Propieáadca Extranjeras", Anuario U ~ g u a y ó  de Derecho Intemacionnl, 1962. 

Affaire des pécheries. Arrst du 18 décembre 1951: C.I.J. RecueJ 1951, p. 1 3 1 , p h  So. 
7 Mac Gibbon, 1. C., "Customary Intemational LBw and Acquiescence", SS, BntLÍh Year 

Book of International Law, London, 1957, pp. 115-131. 
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DERECHO INTERNACIONAL PUBLICO 15 

2.4. La costumbre internacional de carácter local o especial 

La posibilidad de este tipo de costumbres vinculando únicamente un cierto 
grupo de Estados, o incluso nada más a dos, ha sido aceptado en la práctica in- 
ternacional, aun y cuando en forma expresa no se haga referencia a ellar en el 
Estatuto de la Corte. Por su propia naturaleza encontramos que en esta categoría 
de costumbres existe en su fundamento un mayor "consensualismo", en contraste 
con lo que sucede con la costumbre de tipo general o universal que se impone, 
en teoría, a todos los Estados sin su expreso consentimiento. Incluso el problema 
de la prueba se presenta en forma un tanto diversa; en tanto que en la costumbre 
general la carga de la prueba incumbe mayormente al Estado que pretende no 
estar vinculado por la regla en cuestión, en la costumbre local o regional la parte 
que invoca este tipo de regla debe probar que se ha constituido de tal manera que 
se ha convertido en obligatoria para la otra parte, como quedó ampliamente 
demostrado en el caso del derecho de asilo.8 

La costumbre de tipo local válida solamente entre los Estados en cuestión 
llega a ser derogatoria de una costumbre de carácter genhal que se le oponga; pero 
sin posibilidad de ser aplicable más que a aquellos Estados que han participado 
en forma efectiva en su elaboración. 

En el "Caso concerniente al Derecho de Paso por Territorio Indiano" entre 
Portugai y la India, la C.I.J. sostuvo enfáticamente que no existía ninguna razón 
para que no se generase una costumbre localúnicamente entre dos Estados: "La 
Corte no ve ninguna razón para que una práctica prolongada y continua entre 
dos Estados, práctica aceptado por ellos como rigiendo sus relaciones reciprocas, 
no pudiera estar a la base de derechos y obligaciones recíprocas entre esos dos 
Estados. "9 

Será entonces la participación efectiva del Estado en la elaboración de la 
norma una de las características esenciales de las llamadas costumbres especiales, 
y además será esa misma participación lo que permitirá el criterio para determinar 
el ámbito de aplicabilidad de este tipo de reglar consuetudharias. 

En conclusión, podemos decir que al ser considerada la costumbre como una 
verdadera técnica de elaboración espontánea de creación jurídica, Csta eguirh 
influyendo en forma fundamental en las nuevas estructuras internacionales, y 
sobre todo desde el momento en que este mCtodo no exige ya el transcurso de 

8 La Corte sostuvo que el gobierno de Colombia debía probar que lo regla que invocaba 
estaba conforme a un uso constante y uniforme, prvtiudo por los Eatados en cuestión, y 
que dicho uso traducía un daecho perteneciente al Estado que acordaba d d o  y una 
obligación imputable J Estado territodal. Affaire colornbo-phuvienne r e h e  a droit d'Prüc 
A&t du 20 novembre 1950: C.I.J. Recueil. 1950, p. 276, pátr. 40. En ni opinión disidente 
d juez A. Alwa rortuvo que lo institución del d o  diploddco hacía parte de .un derecho 
ktanatiod ktinouiiericono;contrariamen~ J falio de Ir Corte. Idem. pp. 296-302. 

9 Affaire du droit de possage sur tmit4ire indim (fond). A d t  du 12 w d  1960. CJ J., 
Recu* 1960, p. 39, pátr. So. En este caso lo Corte pui el elemento de k @¡o 
juds u basó en d hecho de que d trúirito de policía y fuerza armada no podía rrrlleine 
mir que con previa uitoriE.Qón, lo que equivalía a la negación misma del paso a título de 
dmdio. 
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16 RlCARDO MENDEZ SILVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLEMI V. 

un extenso y amplio período de tiempo como condición necesaria para su elabo- 
ración (C.1 J., Recueil, p. 43) ;  sin que esto quiera decir contrariamente a lo que 
pretenden algunos autores, que la jurisprudencia haya jamás reconocido la hipó- 
tesis de una formación "instantánea" de una costumbre. 

3. LOS PRINCIPIOS GENERALES DE DERECHO 

En derecho internacional se entiende por principios g e n d e s  de derecho, 
aquellos principios que son comunes a los sistemas jurídicos más desarrollados. 
Parece ser que la incorporación de este método de creación jurídica obedece 
sobre todo al hecho de que en la época de la elaboración del Estatuto de la anti- 
gua Corte Permanente de Justicia Internacional, parecía indispensable brindar al 
juez un instrumento adicional para que en presencia de un litigio, y al no haber 
tratado o costumbre aplicable al caso, no estuviese obligado a pronunciar un non 
liquet, debido al desarrollo todavía menos consistente del derecho internacional 
y posiblemente también como rechazo a una estricta concepción positivista.1° 

En teoría el juez debería estudiar en forma comparativa los diferentes sistemas 
jurídicos nacionales para extraer de ellos los principios que le son comunes; pero 
en la práctica parecería a que la C.I.J. realiza esta tarea en forma m& sencilla, 
conformándose con una coincidencia de opinión entre sus propios jueces. 

Si bien la validez de estos principios generales de derecho ha sido criticada 
fundamentalmente por la doctrina soviética, al afirmar que la profunda división 
ideológica de la sociedad internacional excluiría la existencia de dichos princi- 
pios, la mayoría de la doctrina ha demostrado que la división ideológica no es 
ningún obstáculo para que existan principios comunei de carácter técnico, o 
procedimental, como sería el principio de la independencia de los jueces, el prin- 
cipio de cosa juzgada, etcétera." 

La práctica de la C.I.J. muestra que la jurisdicción internacionai recurre a la 
transposición analógica de las instituciones de derecho intemo, en forma pruden- 
te y a título subsidiario. 

Así, en el fallo del 5 de febrero de 1970 relativo al Caso de la Barcelona 
Traction entre Bélgica y España, la C.I.J. va a declarar que deberá aplicar analógi- 
camente las reglas del derecho intemo referentes a las sociedades anónimas: "Es 
respecto de reglas generalmente aceptadas por los sistemas de derecho interno 
que reconocen a la sociedad anónima, cuyo capital está representado por accio- 

10 Kelsen, H., Pnnciples of Intemational Law, Revised and Edited by Robert W. Tucker, 
Ed. Holt, Rinehari and Witon, Inc. U.S.A. 1966 ( 2 2  ed.), pp. 539-540. En opinión de 
Kelrcn la introducción de esta fuente presupone necervinmmte 1i concepción según la cud 
existirían "lagunas" en el derecho internacional. 

11 Viraily, M. "Fuentes 'del Derecho Internacional" en Manual de Derecho Internacional 
Público, editado p o r k  Sorcnacn, traducción deDotaciÓn Camegie., E . U . ,  1973, Mdxico, 
pp. 172-176. Los principiar generale8 de derecho no deben acr confundido8 con Los princiz 
pios propia d derecho internacional, pues estos últimos no conitituym una fuente difcrcn- 
te, K infieren de los tratados o de la costumbre. Ejemplo, el pkipio de 1. igualdad e inde- 
pendencia de los Estados. 
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18 RlCARDO MENDEZ SlLVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

mación por daños, y que la Corte aceptó expresamente que la Carta de Naciones 
Unidas no le confería literalmente esa prerrogativa a la O r ~ Ó n . ~ S  

Por lo que toca a la "doctrina de los publicistas", podemos decir que al igual 
que las decisiones judiciales, las publicaciones acadé&icas pueden lle& a cóns- 
5tuir un elemento de prueba del derecho consuetudinario; pero también pueden 
llegar a desempeñar una cierta función en la formación de nuevas reglas intema- 
cionales; aunque indudablemente no juega ya el papel tan predominante que 
ejerció en la época del derecho internacional clásico. 

Con razón se puede &mar que en virtud del desarrollo porterior del D.I.P. 
tanto en su aspecto convencional como consuetudinario, la importancia de esta 
fuente disminuyó en grado considerable, hasta tal punto que la Corte Interna- 
cional de Justicia no ha llegado a citar jamás la doctrina de lor publicistas, y si 
lo ha hecho ha sido en el marco de las opiniones individudes o disidentes de sus 
jueces, o como una prueba adicional del derecho consuetudinario. La C.I.J. en 
su falio del 6 de abril de 1955 relativo al Caso Nottebohm entre Liechtenstein 
y Guatemala, citó las opiniones de los autores; pero sin individualizar ninguna 
en particular: "De acuerdo a la práctica de los Estados, a l u  decisiones judi- 
ciales y arbitrales, y a las opiniones doctrinarias, la n a c i o n a U  ;S un vínculo 
jurídico. . ."16 

En definitiva, como se ha señalado, la obra de carácter doctrind puede inter- 
pretar o comentar el sistema jurídico internacional; pero nunca llegar a generar 
un derecho positivo. 

5. LA PARTICIPACION DE LAS ORGANIZACIONES INTERNACIONALES 
EN LA ELABORACION DEL DERECHO INTERNACIONAL 

Las organizaciones internacionales contribuyen a la elaboración de las normas 
mternaciondes generales por medio de actos que si bien es cierto que surgen de 
órganos de la organización misma y por lo tanto imputables a d a ,  también es 
verdad que en última instancia son representativos de la poskión adoptada por 
los Estados miembros de dicha organización. 

De esta forma se puede por lo mismo válidamente que en reaiidad 
estamos m presencia de una nueva vía de manifestación del comentimiento de 
los Estados que, a reserva de lo que diremos más adelante, 11- a enriquecer el 
procedimiento de creación consuetudinaria.17 

Una primera aclaración que debemos tener presente es que d tomamos en 
cuenta que dichos actos de las organizaciones intemaciondes no son sino meros 

IS "Réparation des dommages subis au service des Nations U n k  A& Consultatif: C.f./. 
Recueil, 1949, p. 174. 

ió Affaire Nottebohm (deuxiime phase). A v i t  du 6 mM1 1955: C.IJ. R r c u d  1955. 
p. 23, pM. SO. 

17 Batid, Suzanne, "Ob~ervations sur une 'étape' dam le dtvebppcmer t ~ u i f ,  et 
ia codificación des principer du Droit InternationalS'en Recud  d'Ehidar & Droit Interna- 
t i o d  en hommage a Paul Cuggenheim, I.U.H.EA, Gcnévc, 1968. pp. 182-146. 
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elanesps. del procedimiento de creación jurídica por vía conauetu~nr t ,  ló@- 
ea&& 'aitoncer no debemos examinarlos en% mirmoc.m f o h a  ái&&,.dno;' - 

e; pCIi. condub que tn tanto que a to# '  og $P- M -6n 

I iu -1acionea* no eran sino LlmpBO W-iorpiw ~gr~&m 
á aamend.cionca sm ninguna f h m í d k r  ob-- -' , ";' 

rla' exPIiim m& cuidadaro daMlb dü-k pr&tie&-- i 

ndltde- he dairassWio que el grado de ob&ptOIoduP de t%€c ' d l ) O r ~ & ~  fio 
dopaide tanto del aapecto formal del instnunato mismo como avlo ii. 

dbn jurídica que puede llegar a adquirir. El profesor G. Abi-Saab, ha Mdrl.do 
que dicho efecta jurídico depende de cierto1 fYnaca vinculados entre si, como 
ron: 1.r circunrtanciaa que acompañan su adopdón, d d  contenido & ia rcsolu- 
~ ~ i i u - ~ ~ ~  previstas para el cmd*ár .ou ipüce6ik v i  .. . . . : :- . 

l,-I%r ub& partes* gimo que lea r e s o h i c i o i r u . g r ~ r d o p t ~ p . ~ . c ) a a ~ ~  
&rseaUe l& k.nrQh Ocnsrrrl de Naciones U*, ,ad:roa en b-o~tw 
qW aii Bhir#s)Jtsn dadores de derecho, pi#'pSrr ella re ~ . p p s . i a  
(P*<Y3& k -brr le confiriera a di- an podcP Elwiarkatw 
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20 RICARDO MENDEZ SlLVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLEDO V 

elaboración o, en su caro, a la consolidación de una norma consuetudinaria de 
derecho internacional. 

Sin embargo, no pueden darse reglas muy estrictas que permitan determinar el 
valor jurídico de las resoluciones de las organizaciones intemaciondes en general; 
cada resolución presenta facetas y problemas tan diversos los un- de los otros, 
que lo más que puede hacerse es dar lineamientos generales y proceder al análisis 
de cada resoiución en concreto, o si es posible dentro del marco de determinadas 
categorías. 

AJ~. si tomamor como ejemplo la Resolución 3, 281 adoptadapor la Asamblea 
General de Naciones Unidasm resulta muy difícil determmu, con precisión el 
valor jurídico de la misma. 

Dicha Resolución, votada el 12 de diciembre de 1974, y conocida como 
"Carta de Derechos y Deberes Económicos de los Estados", obtuvo ciertamente 
una "aplastante mayoría" (120 votos a favor, 6 en contra y 10 abstenciones); 
pero si nos damos cuenta que entre los Estados que no dieron su voto aprobato- 
rio se encueptran la mayoría de los paises (con economía de mercado) con los 
que se realiza lo esencial de los intercambios económicos mundiales, y por lo 
tanto los más aptos a brindar un efecto Úti l  a la Carta, entonces es evidente que 
dicha resolución se ve disminuida de una gran parte de su autoridad. 

Por último, no olvidemos que para que a pai tir de una resolución de una orga- 
nización internacional pueda ser posible la elaboración de una norma consuetu- 
dinaria, se requiere necesariamente que con posterioridad se constate una práctica 
general y uniforme por parte de los Estados, y es precisamente este elemento el 
que generalmente parecería estar ausente en la mayoría de lu resoluciones 
internacionales. 

6. RECURSO A LA EQUIDAD 

En todo orden jurídico la función que puede desempeñar el juez en la "elabo- 
ración" de las reglas de derecho, crea problemas muy delicados no sólo en el 
plano de la técnica jurídica, sino m todos los ámbitos de la vida política. Si 
durante los siglos XVI y XVII el derecho natural pudo ser fuente del derecho 
internacional, resulta en extremo dudoso que la equidad pueda m considerada 
hoy en día como fuente de este ordenamiento jurídico, entendiendo por dicho 
término una supuesta aplicación de los principios de justicia; pero m lo que 
este concepto tiene de derecho natural. 

El Estatuto de la Corte Internacional de Justicia confiere a 6 t a  la prerroga- 
tiva de fallar una controversia ex aequo et bono, si las parta ~~~~ente así 
lo hubierm convenido. 

En estos casos, la equidad prevalecerá sobre toda otra regla de derecho intcr- 
nacional, y el juez quedará libre de tener que ajustarse al derecho positivo vigente. 

El internacionalista Paul Guggenheim señala que de a c u d o  con la opinión 

Resolución 3, 281 (XXIX), 12 dic., 1974. 2315.. Seuón plenuk, Doc. Of. (AIO046). 
T m b i h  loa Doc. AIC.21 SR, pp. 1587-1651. 
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DERECHO INTERNACION&L PIJBUOO. 2 1 

,naqy+@a, a t a  facultad que se,confiie a 1q.Corte nq comsp@e-aliu fuacio- 
,pq deun órgano permanente e interc~tatal.~~ . e . --  . . 

,$o$otios .-os que esta observoción,,(~. totpisrcntq c o G 4  m , a  1. w, dg b @ación de la "equidad" está la-* q~ + derecha flvg.yiguqc 
PO sería yn derecho justo (por decirlo de a @ p  forma),, y cn cuyo c y o  tm- 
.&&que modificar, complementar o atenu~.)a'plicobiIi&d dei +re&, Ié;rto 
co&tuye un peligro extremo pues no habrá una regu@iad juríc&crr;sn $psduce 
un factor de incertidumbre al ser el sentimiento de justicia una noción impreg- 
nada de gran subjetividad. 

La C m e  Iplernaciottal de Justicia jatn42W;sido autor&&, d,igii;cil que su 
antecesora, para faílar un caso ex aequo et bono; sin embargo otros tribunales 
han aplicado en ciertas ocasiones este principio. Así, en el arbitraje rehtivo al 
Caso Pinson entre México y Francia, la Comhión sostuvo lo siguiente: "bado 
que el Derecho internacional no ha elaborado reglas precisas sobre-h condiciones 
ih 6 cuales deben ser &ahogadas las prueba ddante 'del tribud.'. :U equi- 
il&d dotpds de t d o  debe aquí encontrar su I*. .' .'*a - ' , .. 

En%l Cam C la Plataforma Continentd &M& di1 Nme, &LF;A. y 
Miiaiiiarfa y R.F.A. y Países Bajos,?. la nocibii.dc huidad pareemfa indd\ic& 
en los considerandos del fallo de la Corte. , " .. :' : . , 

43s en h primera fase del proceso ante la C.Q. ciundo la nocióii de c@id*d es 
intmdk&i¿a por la R.F.A., haciéndola hábilm%e p f a r  coma un -Ei@o m e -  
rnl de derecho, para no enfrtntarse al obatáciiiui rcñliido,kn el ~statuto.(ri&tfo 
20. det artículo 38) en que se requiere el c o ~ t i m i m t o  de las pvtn p:aiWpoder 

T .  WBa tx aequo et bono. 
La Ceric en los considerandos de la sentada dd 20 ck novict.~ubn' &El69 

sostuve: "Cudquiera que sea el razonamienitir'jurídieo dd- jtiet, süs dcciii(1iii.i 
deben por definición ser justas, luego m ettiv--tido rer'equifrtitru"i y:mais 
addante én sw fallo afüma: "La delimiucián' dibt operarse por vía Clt'rcuirdo 
de coirE0nnid.d con principios de equidad y 'khiendo en cuentP itxU 1th cir- 
p i t ~ i i s  pertiirnita. . ."% 

, . I , .  

Como ha sido justamente señalado la ex+& del texto de elte fdIo % &- 
ción a las consideraciones referentes a la equidad, se mela c o m ~  u? juqp int& 
&ctrird de una esteriiidad absoluta.25 Todo 10:~ue h&o la Corte 'he envi&:a las 

. . 
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22 RICARDO MENDEZ SILVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLEDO V 

partes a entablar negociaciones en vías de lograr un acuerdo y recomendándoles 
que se guiaran por consideraciones de equidad. No hay por quC creer que un juez 
está recurriendo real y efectivamente a la equidad c .mo mdtodo de elaboración 
jurídica solamente porque en un caso describa a una regla como justa o equitativa. 

En realidad, si se quiere, la C.1.J. en este fallo procedió a determinar el con- 
tenido de la regla de derecho; pero nunca pretendió aplicar la equidad como 
fuente autónoma del derecho. 

11. LOS SUJETOS DEL DERECHO INTERNACIONAL 

Introducción 

Originalmente fue el Estado el único sujeto del derecho internacional. Con el 
desarrollo de la cooperación interestatal surgieron y proliferaron a lo largo del 
siglo XIX los tratados multilaterales y se dieron las concreciones institucionales, 
primero en organizaciones privadas y, durante la última cuarta parte del siglo pa- 
sado, en organizaciones intergubernamentales. 

El surgimiento de las organizaciones pcblicas planteó la caiidad de sujeto in- 
ternacional de estas instituciones novedosas. ciertamente no correspondían al 
molde estatal: contar con un territorio, una población y un poder soberano, 
los elementos constitutivos del Estado; pero, por otra parte, primero, desde un 
punto de vista pragmático, era imposible dividir en proporciones exactas el 
monto de derechos y obligaciones de cada Estado en un sistema institucional y, 
desde la óptica jurídica, era negar el fenómeno de la persona moral, trasladado 
en esta oportunidad al plano internacional. 

Por mucho tiempo la opinión dominante de la doctrina soviética fue sostener 
que los únicos sujetos del ordenamiento intemacional eran los Estados, en virtud 
de que las organizaciones internacionales estaban compuestas en primera y en 
última instancia por Estados. Tal corriente teórica ha sido ya superada incluso 
en la propia Unión Soviética.26 

La intensificación de la cooperación mundial y la multiplicación de las organi- 
zaciones internacionales consolidaron la operatividad de las instituciones. Jurídi- 
camente, la Corte Internacional de Justicia, a través de la Opinión Consultiva de 
1949 sobre el caso del Conde Bernadotte, resolvió la discusión remiscente, apun- 
talando la personalidad funcional de las organizaciones internacionales. 

De esta suerte, los su,jetos del derecho internacional han sido los Estados y las 
organizaciones internacionales públicas. 

Sin embargo, al lado de estos sujetos han irrumpido nuevor entes que reclaman 
calidad subjetiva, confiriéndoseles un ámbito por lo menos relativo de persona- 
lidad internacional. El caso más antiguo es el del Vaticano que sin ser técnica- 
mente un Estado ostenta el carácter de sujeto que se manifiesta en la celebración 

Korovin Y.A., Derecho Internacional Público, Crijaivo, México, 1963, pp. 93 y SS. 
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de tratados y de concordatos, en el ejercicio del derecho de legación y en su 
mcmbrecía en aigunos organismos int-aciq es. , . . .  
E. loa Yt(lgos tiempos la extensión del r& @e promci6..ik&iod 

k 'pe"oq h&-, el derecho de la dcsco&$zaci6p, el c~mplejg Qj@o.,& k 
econqmía trasnacional, han proyectado al -duo, a los puebl& + + I r  c&e- 
sas hacia el o r w  jurídico internacional con ,$p reclymo jlii cateqoría qbjetka. 
En iit,e arden de ideas podrlamoa pluitcamq que exietcn s u j c + ~ ~  e in- 
m&tos que participan en los piocesoi de ,f-óp n.oqnatiy~ y, sujctq hdi- 
rectos'o mediatos que son receptores y bcq,@.i.i@oidp d e t e ~ ~ a p c p d o s  
jwidicos. tu@ates y que les conceden ,par-tidp&Ón, & S internacional. 
&be k aclaración que en este Último eupuutp ia cdjckd de los* 9 indi- 
recta, pediqa y, por lo mismo, relativa, y &,es un+ tepdenUppo accp& en 
plmitqd. . . . ,  - 

Con todo, la endencia ,es manifiesta y a&pza tal magni tud-q~~ puia-s 
a u e s  han diagnosticado la mutación del .&pchs.,bknracionol cn un orden 
juriqco amgiiado. en lo subjetivo con ob&;&rreqondenciu. en lo iqwriai. 
Los m& wñal@& son Wilfred Jenkr con s u . ~ ~ c t p c i á n ~ h l  "dekcbo co& de 
C humddad", Jersup con su visión dcl :'f&rrchp qariqacicq@:', . Wdfan(lfang 
Frir:.*.cori ia "nueva estructura del der.tq49 @emacioaal". @;Mé*o rqs- 
tkw esta pptisa Modesto Sean Vazquez en su iibro de tepto E&dereche. intez- 
nacional ptib1ico.n . .  
, Los iuietos del derecho internacional en e{wqunq estudio,.parq finC, esPo- 

Mtivos, son tratados qn el capítulo primero, re@ivo #-Estado, W n d o r e  algu: 
nos puntu#zaciones en lo concerniente a 8us &mcnto~ c~nstitutiwp y o ptros 
asuntos .de íntc$s;en el segundo capítulo v i  t r h  de mvera gencr;il. Y c@unta 
4 indiddu.0, los pueblos y las empresas. El tercer capiwlo versa sobp # m i -  
z$ciono intcrnqcionales; ante la imposibilidad dc-qgoty el riquíaimo,mptsrirl, s~ 
cPka cp + Organización de las Nacionea Uni*. y qn el sistema intqamericerno. ~. .. . 

población, el territorio y la soberanía. 
- . .  I 

- &2? M Vb&, Modorto, Derecho ~ntemacionotPUCHce. M. Ponda, M&, 
ed.). . . I. 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                                                                           
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1981. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=3847



24 RICARDO MENDEZ SILVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

2. LA POBLACION 

Tradicionalmente el elemento humano de un Estado se ha encbntrado some- 
tido de manera exclusiva al derecho interno y ha carecido de personalidad jurídica 
propia en el plano internacional. En la esfera doméstica el pueblo ha sido deposi- 
tario de la soberanía;pero, en lo internacional ha carecido de calidad subjetiva. a 
pasar de que se encuentren menciones en instrumentos de primera importancia 
como la Carta de la ONU cuyo preámbulo se inicia con la f m e  "Nosotros los 
pueblos de las Naciones Unidas. . ." Deberán entenderse Csta y otras menciones 
con un valor lírico, sin ninguna pretensión técnica. 

Con todo, las mutaciones del derecho internacional, los sacudirnientos sísmi- 
cos que han sufrido su estructura y su contenido, hacen dable sostener que, por lo 
menos con carácter relativo, se concede ahoralacategoríade sujeto en un ámbito 
normativo particular, tanto a los pueblos como al individuo aisladamente conai- 
derado. Esta novedosa situación será objeto de estudio mdi adelante. 

2.1. Al pueblo se le ha reconocido el derecho a la autodeteminación, mismo 
que puede ser entendido de diversas maneras. La m& extendida corresponde al 
derecho de una entidad estatal a darse en todos los aspectos internos la forma 
de organización que decida. El artículo 16 de la Carta de la OEA contiene este 
enunciado vital regulador de las relaciones interestatales: "Coda Estado tiene el 
derecho a desenvolver libre y espontáneamente su vida cultural, política y 
económica. . ." 

AdviCrtau, sin embargo, que esta acepción de lanoción de la autoderminación 
se dirige al fenómeno Estado más que al elemento pueblo que es el que nos inte- 
resa en el presente inciso. México, desde fechas tempranas de su existencia polí- 
tica, practicó un fiel apoyo a la doctrina de la autodemmación de los Estados y 
al principio correlativo de la no intervención. La posición del presidente Guada- 
lupe Victoria, al abrir el primer período de sesiones del 20. Congreso Constitu- 
cional, el lo. de enero de 1827, ante los problemas de convulsión política que 
vivía Colombia, sefialó: "El Gobierno Mexicano, consecuente a sus principios no 
intervendrá directa ni indirectamente en este acontecimiento, y se limitará a 
mantener y conservar intactas sus amigables relaciones con nuestra aliada la 
República de Colombia."% 

En carne propia y de manera dramática México se vio obligado a defender su 
forma republicana de gobierno, a rechazar una intervención extranjera y darle 
validez histórica al principio de la autodeterminación, concebido como la facul- 
tad del Estado para ordenar su vida de acuerdo con su propio albedrío nacional. 
Peculiar resonancia adquieren las palabras de Benito Judrez al inicio de la inter- 
vención francesa y que definen el prop6sito de autonomía del Estado Mexicano: 
". . .El Gobierno d e  que las naciones tienen que lucha huta ulvarse o sucum- 
bir cuando se intenta ponerlas fuera de la ley común, y arrancarles el derecho de 
existir por sí mismas. y de regirse por voluntad propia."Zg 

28 Un siglo de relaciones de México a tnavés de los mensajes pnsidcncidas. prólogo de 
G e w o  EattPd.r Archivo Histórico Diplomático Mexicano, Ed. Po& Mtxico. 1970, p. 12. 

Idem. p. 97. 
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N u w e n t e  c m  motivo de los conflicttn ifkterSr.eionoler quc re aucituon 
la. RcvoWQ Mexicana, uno de e- la wqmción wiIteamc&ma de 

Ve- en 1914, se hizo necesario reiterar Ir duaard mexic8a8de autonoda. 
ki a@ qcwi&i.k correspondió a Venwtiano CpypyU. hacme portrroo de lar 
t«ü,&-ioder. Su exposición en el infonaa d.(;onsre~, el Lo. de aptiembn 

191 8, ha &ica conocida como Doctrina .ó;lsrrnzt., y postula l.jgurrlld.de los 
-os, la @&lid de los nacionales y extsri@a, y snfatiza,d,principk, de #a 
no &temención. La cita textual, ligada con d principio de la du-ón  
reza la siguiente manera: ". . .nipeiui pa&.&be intmenir tn uheusi; forma y 
por n- motivo en los asuntos inte- de. otro. Todos~dsbai roacta# 
arilctpffiaite y sin excepcionw, al principio &errJ de no intcrvcaci6a".j0 

. -22. Ya prticularizándoac el d i a i a  en .(il pridMo como deaiento ramatitu- 
t&o .del E&Q, el principio de la autodasi&6n ha .tenido dos poinciprlea 
iqterpre&acioncr. Primeramente concedido a favor de k~ ;grupos n;iciari9ks 
dentro de un ~ s t . d o  cqnrtituido, y, en se* témino, reamaido a ka pua* 
blos coloniales o a loa que se encuentran rolaetidos a una ocupación extranjera. 

.,En lo que toca a los grupos nacionales, 11 derecho intekiacionrl no ha ncono- 
ddo el derecha de accesión. El principio de lh iutodeterminacibn, refetido a los 
gtupos  es se difundió al final de la P b e r a  Guerra Mundial,-y ru'valor, 
&n+lmente político,, pretendió fundar 1. i;-gpnización tediorul de *pa. 
NQ &a e&tido el rec6pocimiento intemaciopd a un grupo nacional para ~ p - a r -  
se del '~stado al que pertenece y erigirse en .bnuevr  entidad. ,Loa m ~ ~ t o s  
de secesión se dan en un plano histórico y no jurídico. Si la separación triunfa y 
sc~'eenmlida uii nueve Estado. entrará. a lau8himicanorinativi htwnacional; de 
&a sume, d dmcho internacional tendrf \in vacío y una poiifdófi nktabentc 
ekpeetante. Ejempla recientes de la práedka i l u k  con clsiiiisid meridiana 
e& problema. ~ h f m  fracasó en su intento ikparatiata de NigaiP y permanece 
dmtro de lu f r o n t m  del Estado. ContrrVirmenfe, ?aRistán'Ocddenul,'con el 
apoyo de h India, rompió las ataduras in'idrucibi#les y a@¿-com;d'el nu&o 

;. .. ' 
Fltido de BangWeali. 

a Lijos de permitir 1a desintegración de uh Estado, el derechb i i i t e i o n a l  
pbtcgc'la intqiidad territorial y la unidad nacio* de los E'ltila68 ft puebfos. 
&teprincipio ac desdobla en un aspecto i d e o  y e i ~  otro extahd. En lo domés- 
tPEo $nvalcce frente a las fuerzas centrífugas 9 en Ió externo &tege a + entidad 
&ttl de ázrq~ca foráneos. Q artículo 20. de la Carta de la OE? proclama que 
d territorio de un Estado es inviolable. AsiaVisno el pka fo  3 de la R¿aoluci¿n 
2Wf '(XX). üc 1965, adoptada por la Asambka.G&eial de la (.U, dehominada 
lWdinMbilidad de Ta Intervención en los m t o 4  Internos de 16a'EBtadba y pro- 
tección de tii independencia y soberanía, est$bi&i6 que "El uso de & +La para 
p)Stwr a los e e b l o s  de su identidad niicionahon~takir~e utia ut'oiación de jus de- 
&hos maiiaea&les y del principio de no int&venci&a. " El viuufondo hiitórico 
condicionante de este enunciado fue la Gu& de Vietnam y qaito'sdvaguardar 
el derecho a la identidad nacional frente a injacnciaa extemas. ' 
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26 RICARDO MENDEZ SILVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

Es entonces un proceso histórico, con independencia de la justicia o injusticia, 
que enmarca a un movimiento de secesión, el que deterrninri ia viabilidad de 
un grupo nacional para convertirse en Estado. El aparato jurídico internacio- 
nal que protege a los grupos nacionales es de'un contenido diferente, ubicado 
en el régimen de las minorías nacionaies, y se caracteriza por la afirmación 
de ciertos derechos como el de usar su lengua, mantener su religión, la igual- 
dad con respecto a los otros grupos nacionales, la participación en el auto- 
gobierno, etcétera. 

Con todo, conviene apuntar que una tendencia doctrinaria ha defendido el 
derecho a la secesión de los grupos nacionales en casos de injusticia extrema. 
En este orden de ideas puede leerse lo que señala la célebre Resolución 2625 
(XXV) de 1970 de la Asamblea General de la ONU, denominada Declaración 
sobre los Principios de Derecho Internacional referentes a lar Relaciones de 
Amistad y a la Cooperación entre los Estados de Acuerdo con la Carta de las Nacio- 
nes Unidas, aprobada con motivo del veinticinco aniversario de la organización. 

Ninguna de las disposiciones de los párrafos precedentes se entenderá en el sentido 
de que autorUa o fomenta cualquier acción encaminada a quebrantar o menoscabar. 
total o parcialmente, lo in tegdad territorial, o la unidad política de Estados soberanos 
e independientes.que se conduzcan de conformidad con el principio de la igualdad de 
derechos y de la libre determinación de los pueblos antes descritos y estén por tanto 
dotados de un gobierno que represente a la totalidad del pueblo perteneciente al tem'- 
tono, sin distinción por motivos de raza, credo o color. 

Una lectura detenida del enunciado anterior ofrece condusiones interesantes: 
tiene prioridad el principio de la integridad temtorial y no podrá ser afectada 
en el caso de que los Estados cumplan con el principio de h autodeterminación 
y el gobiemo sea representativo de la totalidad de la población y sin que se 
realicen prácticas discriminatorias. A contrario sensu significa este enunciado que 
cuando no se cumpla con el principio de la autodeterminación o el gobierno 
no sea representativo de la totalidad del pueblo y se violen lor derechos huma- 
nos, la integridad territorial tendrá un rango secundario y se .dmitirá la sece- 
sión.31 No obstante, no es posible sostener que este enunciado haya cristalizado 
en una norma jurídica. La posición es más bien de "lege ferenda" y debemos ate- 
nernos al señalamiento de que el derecho internacional no reconoce en su 
formación actual el derecho a la secesión. De todas maneras reviste gran interés 
tener presente la tendencia que encarna la Resolución antes analizada. 

En estos momentos la aceptación, aún condicionada del derecho de secesión, 
implicaría salidas peligrosas y podría operar como detonante de situaciones 
críticas que viven diversos países donde la unidad nacional se encuentra sujeta 
a tensiones de efecto impredecible: Canadá, Bélgica, España, el Reino Unido 
de la Gran Bretaña, por no mencionar la abultada lista de países africanos donde 
el señalamiento artificial de fronteras que impuso el colonialismo ha producido 
oposiciones tribales insalvables. 

31 Gomez Robledo, Antonio, El 1)erecho a la Autodeterminación. Conferencia susten- 
tada en la ciudad de Querétaro el 22 de abril de 1980. 
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&a as& dnnriiolclr, la reparación .de 'i'a -& 18~&1teí como ik'gurrik.postuior 

&de de& .&lo XIX y: que fui iobjczo de dehunda par mtnaeror 
mexicanos de todas las comentes polítQll' de Ir dp~car f&. F~'anchccr de 
A&&, guw Ojmipit), en ek "Progrruna,dt*fticii*~.*tertihciaaPI*' de3821 que 
-6 para d gobieko de iturbide d v W í P ~  YoihcHlh& t d t a r i r l  dc( %&he 
del aora y ~ e c o r n e n ~  para la política dwWZaeión dc TewrQkdpeción de 
irkndero que. per at Worioddad y cd3kiamo .junlríltn-~&atifkkiFic mejor 
can el ~uoblo mexicano.Q i Curioridauka hllóiicasl : A  

:--En. c o m e  CMI lo que fue m . t e a  de Ir. inkgrMr$ wMtoriii1, 
México actuó con grandeza de miras ante la voluntad de,Ckta-~ttr~oaab&ea de 
constituirse en repúblicas independientes. No obstante la confusión tontradic- 
tpno, de lar ,#ruii3cias4respccto a optar por &&a dc la indcpmdcI1CiL. y Cr pro- 
pósito inicial dd emperador Agustín , I ,  baimantsnex a Coatro.mária..dentro 
del Jmperio, Wxicano, y a pesar de habaspodido imponsi por ia..i6wrza el 
dominio en la región, México, a la caída de4ttubidt. dcjd a Caitr~~lll&icrr:rn 
libertad de optar por la independencia. Y lo mismo fue válido para Chiapas que 
.&cid?6 ru vincukcióacon Méxic0.J;) - ,  h .  3.. : : , , .  . . . . 

. 23 Por lo que reqecta al derecho de 1. I~olbnización,  su mhbr cxpre- 
u9n K .haya m - L Dedaración sobre C-n de ladependencia ,t Ib'Paíscs 
y Pueblas ColoMples, 1514 (XV), .de Pfood~mó la iicgdiúkd deY:tolonia- 
lkma e inició cd pmdeso instituciond &Aa6 de h organizad& para farzar la 
liquidación de los imperios coloniales. Antes ié h%h combatido d tx&wi&srno 
f&+aipente, a.través de los movimientos rw~ucioiiPrios & liboraciónrp+zro, con 
la qwe ,v -un .verdadero parteaguas normatPno,m Pa la ttaaur de hcha y 

&nta con un elemento jurídico para c ~ e n t a r  y apoyas d a  inrugmcia 
anticokxtiai. En Última mstancia han datpbr pueblos los prapios.artífices de 
su -; pero han contado can CIrnpatdo.de un apar& jurídico que, 
sin adolecer 'de trabd 'políticas, ha si&~velk~ltP¡mpubor &e 1 &olbrihciÓn. 
.,.En a t e  orden de .planteamientos, d nq;* 1)9- c o n c e d d  valor b í d i c o  

4&cipio dc aptodeterminación re fe ra*  los grupa ipacional~s, sí adquiere 
dgcnci~ p leq  eq lo que toca al dereshe,& k s  pueblos -es, a ,-mpcr 
los v~nculos .del coloniaje y a c o i u t i w i r ~ ~  E@dos indep«yEicnt*'Es tan 
rica la d inwcp jurídica que ha generado a t a  vertiente, que sq hqqtqrgado 

'.. * .  . , 8 2 1  , 
~ ' ~ z c i ú a k ,  Juan Francisco. Un programa de Pelitica Intemacioncil, Archivo Hitó"co 

Diplomático Mexicano, Ed. Porrúa, 197 1,  México. 
a Yúguclc, &d& Clemente, Bosqueja Htit&iW& ia Agregación a MxiEii d e  Chkpat 

y Soconusco. Archivo Histórico Diplomirico &&&no. EPI. Hhkko, *F. VCue 
t&nbi&i t i i  Airarión de Centroamérica a M6xicu. h p i i l c f á n  de Rafa&Heiiadom Valle, 
Archivo Histórico Diplomático Mexicano, t 1, ii p.gF,:Ed. Pb.rrbn. % K O ) ~ ~ Y ;  .. . ' 
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reconocimiento internacional a los movimientos de l i i d n  nacional, se 
le ha reconocido a los pueblos coloniales el derecho a la violencia para acabar 
con el colonialismo y a recibir ayuda moral y material de t a m o s  Estados en su 
contienda liiertaria. 

México, como país colonial que fue durante tres siglos, es obvio que sea 
anticolonialista decidido. Su aparición histórica como Estado independiente 
se condiciona por una guerra de once años y por intentos poatcriores de recon- 
quista que sólo se abandonan en 1836 con el reconocimiento de España a la in- 
dependencia política del nuevo Estado. 

Este tranafondo de dependencias, y otras expcrienciaa hnt6ricaa de sobra 
conocidas, han hecho que la deciaión política fundamentd ante el exterior sea 
la de salvaguardar y h a r  la autonomía. En el primer tratado multilateral de 
cooperación en d que se embarcó México, el Tratado de Unión. Liga y Confede- 
ración Perpetua de 1826, en el que participaron también Colombia, Perú y 
Centroamérica (sólo ratificado por Colombia) se apunta como objetivo funda- 
mental del pacto en el artículo 11: 

“Sostener en común, defensiva y ofensivamente, si fuera n e c d o ,  la sobera- 
nía e independencia de todaa y cada una de lar Potencias Confedmdaa de Amé- 
rica contra toda dominación extranjera, y asegurarse dede  ahora para siempre, 
los goces de una paz inaltetable."J4 

Dentro del capítulo de la descolonización sobresale la posición de México 
respecto a Belice. Al margen de la compleja controversia, de kr complicaciones 
políticas que w entrecruzan y de los derechos históricos que se puedan hacer 
valer, se ha sostenido el derecho de la autodeterminación &l territorio. Luia 
Padilla Nervo, en la Aaamblea General XIII (1958). sostuvo, con la reMlva de 
los derechos históricos mexicanos: 

reconocemos el principio de que los intereses de los habitnntes de los tem'tonos no au- 
tónomos se hallan por encima de todo y de que en el desawollo del C o b i m o  propio 
deberrí tomarse en cuenta sus aspiraciones políticas, libre y outCnticamente expresa- 
das.. . Estoy seguro en esto de interpretar el hondo sentir del pueblo mexicano, que 
México no dejaría de tomar en cuenta, cuando fuese oportuno, una solución del caso 
de Relice que se fundara en la libertad e independencia del pueblo beücnio. 35 

Estas palabraa se pronunciaron dos años antes de que se adoptara la Resolu- 
ción 1514 (XV) de 1960 y es consecuente con la línea percunora anticolonia- 
lista que el propio embajador Padilla Nervo, en su calidad de prcaidente de la 
Asamblea General Número VI, señaló en el discurso pronunciado con motivo 
de su elección. 

Todavía se escuchan voces nacionalistas que claman por la vigencia de los 

3 El Congreso de Panamá y Algunos otros Proyectos de UniJn Hispano-Amerikana, 
Archivo Histórico Diplomítico Mexicano, Ed. Ponúa, MCxico, 1971, p. 55. 
3 Padilli Nervo, Luis, Discursos y Declaraciones Sobre PolíticaIntemaciond, 1948-1 958, 

Secretaría de Relaciones Exteriorcs. México, 1958. pp. 272 y 273. 
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&di& tmitariaies ,de MCxico sobre , p*io:  de vbta la iorriente 
histórica y 1. tendencia jurídica ndciltik época: la doccoioniza- 
ción. Por fortuna, y de manera acertada, México ha apoyado k posición de la 
iiidqentimcia En lai Resoluciones v d ~ ,  en 1. Aaambka ~aid de las 
N5ci4nia U&& en 1975 y 1976, nueatm;$da u abstuvo. A' parti,r & 1977 
&&o ,ha votado a favor de la indcpendqyia. de Belice,.,cq~endoendo cpn el 
movimiknto contrario de que Guatemala ha ido perdiendo los vptos de loa pocos 
paica que 1. apoyaban en su reclamo tcrritorll.3 

ac t iw  anticolonialiata de Wxico. en 1s IX CoPfegeipd. Iatema- 
c h d  AaryRoPiu de 1948 de la cuai,.awg&m loa + m m o t ~ i  muum del 
siqt-a m-o. Uno de los diedíbd) pnm priqcipdor qqi guiaron 
ia pstiapPQbn de México en la c é i w  Caofitcncia fuc "6l. s+trmg coloniai 
re-le . incompatible . con el concepto dc la lilfPrtad e* América " . .. 

~ h i c o  tiene una eltenaión tcrritoriai d i  &00,000 de kilb&ma .dos 
ion un apqcio ~ í t i m o  juriadiccion~ de w'geülqqer y mediq derwmetroa 
cuadrados. SU *en f r o n t h o  esti4 d e f i  cQn loa Qtadoa Unid- a p v ¿ s  
& llor Tratqdos de Guadaiupe-Hidaigcv 4,':' 848, i r b n i c d  dep~miaodo 
T b M o :  de P&. Amietad y Límiter; por el$: $ ~ e d h  de l@i)l *tea y 
a q $ o  Ffqitivo cnge la RepÚblica Mexjcq y loa IStador U / M  qe Avrtricp, 
y ot rp  .cuerdos 'que h q  dado aolu@bn a .pmbkmaa partic* rd@nadoa 

j&&opea del Río Bravo como lq;(20nvaFción para la mlu&n del 
pmbl&& del hunizal,dc 1963. Con Guatyqg la dmrcacióp frootcrizl tu* 
1U';ri. .& 1882. Rcapecto a 'Belice se celebró 16 . nvq.iÓn de 189% con.el .Reino 
t i i o  de la Gran Bretaña, complementh&& uí 1. fiinomía 'pBLfica del 
paía y definibidose el ámbito espacial en el ve u. jercen 19s competaociaa / ,  -. del 
Esido mexicano. 

&hti se .Melaptó m el capítulo ante&,' el principio fEn@ma@ que 
a l  territorio es el de la integridad;&$ -o, prin&+i que i)-- 

mefe u cormhiona con otros principios comb el &.b i g d d d  de los Eltdor, 
1. no intemnQbn, la autodeterminación de lp el n 0 . m  de ia bqza,  
etdtaa. El dardio de la descoloni~sci6n ,?.que e hizo t p m h  di3i6n, ha 
hecho' e- el 'principio de la integridad fe;ritoii.l a lai cdo$m W a ~ u  
r&h@oner k haihblea General, que e$ibatíaa <a inten't& de Sudifrica er Ii &iÓn de Naciones Unida -f+ de l hdepen@da de 'Nami- 
b(* io li& dr ihado :  la i.ntegridad.tad91pl de ,01041. p & un w- 
t o b  mkt ido a ocupación extranjera es hvio 61é. 

' 

. ~~ 1. guerra fue un recuno legitiuy? divew conaccuen+ denyada 
de tiiaon: amptadaa como legaies. Al q)p&ar el'*ai, de e ó n  
dJ um de t fue+ y' de la ame-? m $.F?aciones intq&órUla(, . u . han 
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replanteado de manera substancial y transcedentai alguna pouiiones. Por 
ejemplo el artículo 20 de la Carta de la OEA reza: 

El tem'torio de un Estado es inviolable; no puede ser objeto de ocupación militar ni de 
otras medidas de fuerza tomadas por otro Estado. directa o directamente, cualquiera 
que fuere el motivo, aun de manera temporal. No se reconocerán hs adquisiciones tem'- 
toriales ó las ventajas especiales que se obtengan por la fuerza o por cuaiquier otro 
medio de coacción. 

Este Último enunciado marcó un giro importante en el derecho mtmacional 
que después fue seguido por otros instrumentos. La Resolución 242 del Consejo 
de Seguridad, adoptada a raíz de la tercera guerra árabe-israelí de 1967, recono- 
ció la inadrniaibilidad de la adquisición de territorios por la fueka. 

La integridad temtorial se encuentra salvaguardada a través de diversos 
pronunciamientos. De particular importancia resulta la consignada en la Decla- 
ración 2625 (XXV) de 1970 que es uno de los instrumentos principales para 
reconocer e interpretar la situación presente de la materia. Señala este documen- 
to que los Estados tienen el deber de abstenerse de recurrir a la amenaza o al 
uso de la f u m a  para violar las fronteras internacionales existentes de otros 
Estados o como medio de resolver controversias internacionales, incluso las 
controversias territoriales y los problemas relativos a las fronteras de los Estados. 
Más explícitamente, y en la misma línea tutelar, se apunta que el territorio de 
un Estado no será objeto de adquisición por otro Estado, derivado de la amenaza 
o el uao de la fuerza ni se reconocerá como legal ninguna adquisición temtorial 
qu provenga de la amenaza o el uso de la fuerza. El vigor que encima esta ten- 
dencia explica el motivo de preocupación que despiertan los aaentamientos 
israelíes en territorios árabes ocupados, censurados, inclusive, por los Estados 
Unidos. 

El principio de la integridad territorial es para México uno de los pilares de 
su visión sobre el derecho internacional. La composición del territorio mexicano 
se encuentra enunciada en los artículos 4248 y en el régimen del Mar Territorial, 
de la Plataforma Continental y de la Zona Económica Exclusiva en el artículo 
27 de la Constitución Política. 

Cualquier cesión territorial, toda vez que implicaría una refoma a la carta 
magna, quedaría bajo los supuestos del régimen de reformar a la Constitución 
que exige el trámite concurrente de un voto de dos terceras partes en el Congreso 
de la Unión de los individuos presentes y la aprobación de las reforma* o adicio- 
nes por la mayoría de las legislaturas de los Estados. El ingreso de un nuevo 
estado a '1 unión federal, queda dentro de la competencia del Congreso de la 
Unión. 

Otra dispodción relacionada con la integridad del temtorio se refiere a la 
necesidad de que el Senado autorice al ejecutivo federal para permitir el paso 
de tropas extranjeras por el territorio nacional y la estación de escuadras de 
otras potencias, por más de un mes, en aguas mexicana. 

La práctica internacional en relación al temtorio es diversa. El arbitraje sobre 
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DERECHO INTERNACIONAL PVBUCO . 3 1 

lu.Idor~Ciipparton o de h Pasión de 191.11 Sbüaüo en contrr'dc mcafm país, 
dio lugar a la pérdida de las Islas y a una reforma canirtituch#Mt:púhif&a m 
1934 *a esddtlas exprerammte del te~+m~i9 d.cianai. De *&a '*e, el 
f J b  ditd .inaitido m .1911 a favor d e ~ ~ c o : r o b n  Ir diaputrdef CM1Unl;tai 
con los Estado# Unidos, sirlo se pudo cu- ian h d ~ ~ g o c k h m &  cüpr<Haultidis 
qrac aulmimmb m 1963, y ÚRicamonte c u d e  neestro país sfcpt¿ "eder la 
psján &ammhh Ida dt Córdoba. . . i  . .. ' .  t ,. 

,EA eLmosl)ento p w n t e  existe como b s b  prOettrha tm&&@.'-phdionte 
¿e soladono: 11 de M c e ,  que, como ic hli &&o, ia posicibi~ iaexicairit' ~ k n -  
cricntn 'dcfhrida en beneficio de la independ¿m& del remtorío. -.' . . . 

. .  

1 r . 8 '  

, EL-r e h m o  que da configuración a i  frtado.a al de la mkailia que re 
dado&.cn trrr faabades prhcipales: La meir ante el extdnor, t1 
ckrmiaioplao ea Lo interno y ei somet imjo de JBs )t c m  dentro 
del mt.li0. I'I . ' i ., L 

.&l. Ya. - ha +o, ai derecho a hhd-cir el 
n d  4w para México u lo decisión fundoner8trl da. au política extarkt. Con 
t&~, d. Estsdo y MI poder soberano se ewu&m cp nuertroadír -do 
por divenos factorcs. Sublte el amw- .erOfrl emsw pmpig~ &creaes 
y wqpetencju domtaticaa, negando iqjcrendr .cl: la .coaauoi&rd bt##doaal, 
lo qw ryrpamlc tod;lvia P los condicionad- & un tipcwk 
mtu?yCiaapl,.qpnte de elementos c e o t r a & ~  rbeciiuos. , .?:- . . 

Pci;o.por otro parte, existen f u q  -.intStaacian&qaliue b.d.a.ua 
ceqtuph? di.tuito a la soberanía y la m e t e r  a nugriril e x i w , - . C U c l n  dlfc- 
-8 $hpentos que apuntan en esta b c W b  . ,.. . . . , 

E) NecirskMcp. rnundiale,~ que obligan al  ;mñrdaipbn@ de aecha! roacer- 
tdu y do de cooperación m& tstrecw: el himbre, la w&&mRcn~>- 
gnificr, lor ~cptamientos humanoa, la, d-, Ir segruiild- e c a ,  
k prohibición y Wtacióa da lar pruebm nrwJaut,, que f v d a  Wcridirción 
& m &kq~- de sobanníss Pislular hacia &wwuoWeién de # &gimen de 
&.e rniuurml qw contenga a loa poüCIU.uail.Mnla; !, -; . :. . - .  

0h.w. m de emprender proyrcrn,det intrryración c a d m b . c n  
W M m  fama pare afrontar los desafío1 modauar del d#rrrtPflo, . 

. o). La Irrpoiicibn de $~~i í t icn  y soluciono por medelos de-dasdrmh -o- 
&a@aüm qae .aenta~can un &e&o &;.im&rh&mas, rcgóa lo avramYn . . 
d~E&.cb-Baneo Mirndirl, el GATT, y que ei&-hpí+óic9 vuhshrb dcaiaionts 
wb&mm de loa Estados para dirigir su des-o de acuerdo con las iatcraca 
9 m$dd&eadelor&e~ copitalistris. t - , . . .  

W d c ~  ;imsan, en este crpectre de lrarraa y..tadendr. ancoogMu; 
Sigue apq& a k mberaníe cstatai ~ t m d & d & ~ r  l a t o l ~  arQ de que de 
vigente como fuerza política defensiva para opowne a h s ' t e n d h  aaociantes 
scytivu. Algunas manifcataciones de esta pcwición, sin mibglo, deberían 
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32 RlCARW MENDEZ SILVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

revisarse, por ejemplo, la no ratificación de los dos Pactaa sobre Derechos Hurna- 
nos de las~aciones Unidas. 

Sin embargo, su vocación de cooperación en el plano m u l t i k t d  ha encontra- 
do logros señalados como el de reestructurar al sistema m u n a  de cooperación 
económica por medio de un nuevo orden económico internacional. 

4.2 Por otra parte, la afirmación de la autoridad interna y el sometimiento 
de las cosas y personas a las competencias domésticas, han sido facultades para- 
lelas al significado externo de la soberanía. El principio de la igualdad entre 
nacionalea y extranjeros, y el sometimiento a los tribunales nkionales son 
ejemplos de sobra conocidos sobre este tema. Lo evidencia la Cláusula Calvo 
reconocida en el artículo 27 constitucional y la Doctrina Carranza de 19 18. 

Particular importancia ha tenido para México, en este orden de ideas el 
derecho de explotar sus recursos naturales. Nuestro país, con el artículo 27 
constitucional fue precursor del principio de I soberanía permanente de los 
pueblos sobre sus recursos naturales. Con la nacionalización del petróleo en 
1938 que hizo efectivo el régimen constitucional y se abrieron lu avenidas para 
la reforma del capítulo de la propiedad privada m el derecho internacional, 
apuntalando la vigencia de algunos principios vertebrales: a) la primacía del 
interés social sobre los intereses de los inversionistas; b) La aplicación del dere- 
cho interno y la competencia de los tribunales domésticos m c m  de controver- 
sia con l a  empresas; c) La improcedencia de la indemnización pronta, adecuada 
y efectiva defendida por el derecho anglosajón. 

~n 1952 la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó la Resolución 
626 (VII) que fue la primera sobre la materia. El segundo párrafo de la miama se 
debió a una propuesta de México, resultante de su experiencia histórica: la reco- 
mendación a todos los Estados miembros para que se abstuvieran de adoptar 
medidas directas o indirectas con el fin de impedir que cualquier Estado ejerciera 
su soberanía sobre sus recursos ~aturales. Asimismo, un párrafo que se inscribe 
en esta línea es el propuesto y aceptado en la Resolución 2158 (XXI) de 1966 
que, categóricamente, ante algunas vacilaciones de la Resolución 1803 (XVII) 
de 1962, enfatiza: "Confirma que la explotación de loa r e m o s  naturales de 
cada país se sujetad siempre a l& leyes y reglamentos nacionales." 

La Carta de Derechos y Deberes Económicos de los Estados de 1974 adoptó 
el principio con el mismo contenido siendo uno de lar textor culminantes de 
esta controwrtida evolución. El principio de la sobermla permanente de los 
pueblos sobre sus recursos naturales es uno de los munciador dominantes del 
nuevo derecho internacional y, su trascendencia estriba en que las riquezas 
naturales, que son la base de la independencia económica y dd desarrollo indus- 
trial, se ubican bajo la soberanía del Estado, sin co r t aph ,  ni limitaciones 
foráneas. 

Así. se oponen dialécticamente una visi& tradicional de la soberanía en área 
semibks y &evos métodos y caminos de cooperación que dabordan al ámbito 
soberano de loa Estados en función de una idea de bien común universal. 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                                                                           
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1981. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=3847



DERECHO INTERNACION* FUBCI. 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                                                                           
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1981. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=3847



34 RICARDO hlEKDEZ SILVA Y ALOKSO GOhlEL-ROBLm V. 

nacional, confiCndole representatividad a los movimientos de liberación nacio- 
nal, como el caso de la OLP, a quien la Asamblea General en 1974 le otorgó la 
calidad de observador, da testimonio de estos actor, de reconocimiento colectivo, 
en donde, por las características sui generis de estor grupos, se entremezclan 
efectos declarativos y constitutivos del reconocimiento. 

El reconocimiento puede ser expreso, cuando exista una deciaración, o tácito, 
cuando a travds de las relaciones y contactos se deduzca que existe el propósito 
de emitir el acto de reconocimiento. Tal diferencia produce aigunos problemas 
toda vez que en el mundo presente. las relaciones intensas que se establecen po- 
drían dar lugar a un reconocimiento tácito. Por ejemplo las relaciones entre los 
Estados Unidos y la República Popular de China atravesaron por diversas fases 
a partir de la "política del ping-pong" de 1971 que incluyó visitas oficiales del 
más alto rango. Sin embargo, sólo en 1979 se hicieron expresos d reconocimien- 
to y la normalización de relaciones Washington-Pekin. 

El reconocimiento es discrecional y fundamentalmente político. Se emite a 
menudo en razón de los intereses del Estado. Más que por ad i r i s  legales precio- 
sistas. El reconocimiento a Panamá cuando se separó de Colombia en noviembre 
de 1903 fue dado en seis días por los Estados Unidos en función del interés de 
construir la vía interoceánica que fue en realidad la razón que forzó la inde- 
pendencia del país ístmico. El reconocimiento al gobierno de lP República Popu- 
lar de China por los propios Estados Unidos tardó treinta años. 

Siendo político el reconocimiento se ha utilizado como un medio de presión 
contra los gobiernos que buscan legitimarse ante la opinión pública mundial y 
luchan por afianzarse en lo interno. 

La imposición de condiciones es antigua y Mdxico tiene un inventario amplio 
de experiencias. No Únicamente durante la revolución de 1910, sino desde varias 
dCcadas antes el reconocimiento se ligó a condiciones extenur. El discutido tra- 
tado McLane-Ocampo surgió de las negociaciones entre el gobierno de Juárez y 
el norteamericano en momentos en que la lucha con la facción conservadora m- 
cabezada por Miguel Miramón se apoyaba internacionalmente en España. La 
posición norteamcriana que se presentó originalmente y que' fue rechazada, de- 
mandaba una nueva cesión temtorial. 

Esta experiencia de asociar el reconocimiento con actor & intervención es la 
que fundammtalapodción de México con respecto a la Doctrina E&ada, formu- 
lada m 1930 por el Secretario de Relaciones Exteriores, Genuo Estrada y que 
en su parte medular establece: 

México no re pronuncia en el sentido de otorgar reconocimiento, porque considera que 
ésta es una práctica dirigente que, robre hair la soberanía de otru naciones, coloca a 6- 
en el caso de que tus asuntos interiores puedan ser califios, en cdquier sentido, 
por otror gobiernos, quiener de hecho asumen una actitud crítica J decidir, favorable- 
mente o desfavorablemente, robre la capacidad le& de regímenea extnnjeror. En con- 
secuencia, el Gobierno de MCxico u limita a mantener o retirar, W o  lo crea proce- 
dente, a sus Wntes diplomáticor y a continuar aceptando. cuando tunbién lo considere 
procedente, alor &r agenter~diplomiticor q& kr &am tengan -- 
di- en México, rin caüfiur, ni precipitadamente, ni a pootaiori, el derecho que 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                                                                           
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1981. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=3847



DERECHO INTERNAWAL PUBLiCq . . . 35 

TCcnicamente ia Doctrina no representa ninguna innovacióá rshfficativa en 
virtud de que el mantenimiento o la mp- & ha reiacioana dipbmáticas 
íii e t o ' w i d  del ~ ~ t a d o .  SU vdbr,'rhi &b~gg ,  en'*&= 
d &oijociidieato condíc~onado o el recon&mta que re d t r  como .im'icto 
de intqvenubn en loa asuntos domérticor & los Estados. En -te aentfdoh la- 
tki' ae péxtcam'pr 10- la aceptaci6n de Ei, t)octrini EstrPdr'ha &, e p ü a  y 
fipddfrk. &'&be entenderse la ~ec&ra¿í&, de la IX ~&f&il  lá&o- 

h&cana sobre el Derecho &e ~e@& que'hre prdpu4 etighimente 
1 : ' - .. 

por M&CO +.que estibledi6: 
, ., . 

\ .  

: C3be rshko que México presentó onts.iil ComM Especid. de ~~~ 
Unidas rabw 1- Rindpioi de Dmcho In-Tsferentrr dias ibkiosm 
& Amiatad y a la Cooperación entre loa E-, una propuesta robre el princi- 
pio de la no i n ~ e n c i ó n  que caracterizaba como intavmción: '*a -der 
4 ' r - e e a t o  de gol$ernos o el mántd&&nto",$e *&kL dip69agjitiw, 

cita, K encuentra implfcitarnente contenido'& la ~&olucibn 21gl -(xx) sobre 
no intervenah y en la 2625 (XXV). 

lbS6*ico ciftit4bfin apegdndooc a la Doe-. -8, ~ a a o  ririrli&ara 
V&qua,r cm momento8 uxenala # h a y x r g i d e a t s a ~ m n a ~ Z c ~ D a c -  
trb" Díu Ordu en la que re portrl.bo ipdMbx&d ah.nmbW8 m m 
rakdama diplomáticas con lor paírer latinamericanos, al margen & los cam- 

. . 37 sera ViIqu&, Moberto, op. cit. p. 99. 
_ *  . . 
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6. CONFEDERACION Y FEDERACION 

6.1 Confederación 

La confederación es una unión de Estados fundamentalmente para fines de-. 
fensivos, manteniendo, cada uno de sus miembros, la calidad de sujeto inter- 
nacional. 

MCxico suscribió junto con las Repúblicas de Colombia, Centro-América y 
PeN, el Tratado de Unión, Liga y Confederación Perpetua celebrado en Panamá 
en 1826 a instancias de Simón Bolívar. El carácter defensivo de la Confederación 
se aprecia en el articulo 11 donde se señala que las partes contratantes: "se obli- 
gan y comprometen a defenderse mutuamente en todo ataque que ponga en 
peligro su existencia política, y a emplear contra los enemigos de la Independen- 
cia de todas o algunas de ellas, todo su influjo, recursos y fuerzan marítimas y 
terrestres. . . "= E1 pacto, sin embargo, lejos de ser una mera a h z a  militar, 
estableció un sistema de cooperación pacífica entre los miembros que se hacía 
extensivo para las potencis extrazonales. 

Desafortunadamente sólo Colombia ratificó el Pacto. A pesar de la impor- 
tancia que se le concedía, México nunca lo llegó a ratificar. E1 praidente Guada- 
lupe Victoria,s refiriéndose al Congreso de Panamá apuntó Iíricuneate: 

Afmzar la independencia ganada por los más heróicor esfuerzos, ettrcchu de un modo 
sólido y permanente ha relacionei de la gran familia americana; proclunar las intencio- 
nes amistosas y pacíficas de los nuevos Estados Cstaa son las bases; y NI resultados. la 
creación del derecho público, del derecho magnánimo de ha Américas. 

Unos años más tarde, ya perdido el territorio de Texas y ante el vivo expan- 
sionismo norteamericano, el general Bustamantc (seguramente con el respaldo 
ideológico de Lucas Alamán), ante el Congreso, decía: 

El Cobiirno considera como una fatalidad que se hubiera Ibudeardo d proyecto de 
reunir una Asamblea de Plmipotenciarios de las Repúbliaa del Continente Americano 
para arreglar el derecho internacional de éstas y adquirir por N Unión la fuerza que 
pudiera faitarles aislando el poder y los recursos de cada una de ellas.@ 

A través de la voz de los presidentes de México se aprecia el proceso de madu- 
rez del país, forjado en la adversidad. La confederación nunca tnrcendió la fron- 
tera de la utopía y no es posible saber si su vigencia jurídica y s i  la voluntad 
política de darle efectividad hubieran propiciado un desenlace histórico diferente. 

38 Archivo Histórico Diplomático Mexicano, El Congreso de P a n a d  y Algunos otros 
Royectos de Unión Hispano-Americana, op. cit., p. 55. 

39 Idem. pp. 14 y 15. 
Idem. p. 45. 
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6.2 El Espie FedProl + t  .. . . ,.: , , , 

.3' t .  . < !  .. . 
- i .&fe&n&n es una unión de Estados quecxsi d W d  ard.njiatairoianil un 

mb M$~o& dmcho intemhcional, ka.cqUdm ~ t i ~ ~ s u ~  
W ;ia ~rccióa en loa -tos intmwionrleo;rkxirraakxirraah cxccp&m~>dl h W 
&,BirpÍbli~ SecMüíter Soviéticar, ia de -SJP*'y 11dala R e p W h B d a r P t  de 
AipngeaiP., . ' !.. 9 

, *  . ..,. 

. *,,% d-prtpey- w o  iar rwúblicw que fonqir in conmma cqnrpqteOcUr 
iirteiqP(r;i*&a. J extremp de que BielomYiCy Ucmh son ~ . r c P r n d o ~  
de las Naciones Unidas. Esta situación de autonomía acentua&m,b w - 8  

&qq~~$onr> @I hecbo que Charks , RnugiCOi de& .a la URESsomo.u~e for- 
oqPuon pui pe&.  Se .explica esta sitYoCMp fOUJias W e . e L  dp- po- 
litkqpar l i ~  ~ i a c i o ~ s  entre laa poten* v e w d o r u c n ~  Cucrr;s 
Wn$i4, para reconocerle a la Unión So#$@& *btr .el apoya 4q ', wtppomia wup" & ia, Repiiblyas, ,tres votos en la mi4q G'w.- .la iafiuencia . . 

numdrica se inclinaba pesadapente a fgwor ,&&io~w gcidurtal, , . 
El proyecto & Convención sobre el Derecho de los Tratados que dio a luz la 

Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas en 1966 preveía 1 

la poaibili&"'ds~que lk entidades f e d m a  &kb&w tn& Curldo el de- 
recho interno del Estado así lo reconociera. ti Convención de Vima de 1969 no 
incluyó ninguna disposición parecida. Sib ejnbergo, pue* sostenerse que las atri- 
bucioner internacionales excepcionales de I.r entidades fedmtivaa deben estar 

primero por el derecho intcrn&4~ cpie k:d6 de 
b' ekti3HMri k federación r e b u i t e ,  rtY? d ktjtria 601 de#chs i 6 i ~ .  
.-U¿ aiow&undra en. que la pu@a entre ' t r 'comhtt  cenbrilbtrt y,li hiera- 

lista originó durante el siglo pasado una coafrontación en México qm oi\uiff6 
i&dbgiaailrmM. con la. Constitución Fc&@@h 1-7 y u 'kp#ttui&bíWwica- 
iBrnid.~apr;lr:Chema de las Tres ~hr@(l$!M3kl%g8)i-y uin bM&dcfinlttvo 
&la:~cpUdirl f-tc a la irrterveiicih f r M a , ~ s  tomado el -4b8eruf en 
W.(Ebiarfitudb M i t i n  de 191 7 coma Ia f- de o~gatdzri6n i ~ w ~ u ! d e l  
pik; . s.. ' . . , 5 4 . . ,. 
''cdnarr ior.qw sostienen que el modelo fS&&h¿~uni~ mera copia 86tlBitmh 

~ 9 l t ~ ~  noiteaklerieano, es p o W  wcrrsuit eda.lh,.b6ñt& fedmd-fkte en 
buena medi& motivada por los regionaiismm imperanter en &pcrlsque'l)ibdfkn 
tkdrdhmarse .tn movimientos s r n s i ~ ~ ~  no.+ .coneedk.rin d @ m a  de 
rhtimo&fa intcinri relativa. ' . , , s .  . - , .  . .., 
UCaWeh, ai MCxica, IPI entidades de p ~ i n t ~ ~ : ~ . ~ E i i h y  t m m  

&&& h'li.jwirpmdnida m e x i c ~ a  que &fodf#bba! Cbn nwOka áhrh.ecli61i 
t- -tata por las Estodb Un- Q7GrhkC~:del W & a d d & ~ ~ p c -  
HkW&ib'de P648, tm grupo de diputadus, ¿Me for qrft @ p a b r n 8 W  Doblad 
do y Poncho Arriaga, solicitaron a la S u m a  Corte de Justicia que lu legisla- 
turaa de lor Estados determinaran la nulidd del derecho del C o q m o  sobre la 

& t6r territorios de Texas, ~hiew'#@hk&'y:ia~ ePiñloniifi.'-Ef 4 de 
j& &l-o , d o  de '1 ( ~ 8 ,  la SuprC.u C.tf c*rb ~ k ' ~ ~ ¿ n ;  
&do. &re otras argumentaciones, que huli hay mk incqn~t&&uente 
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38 RICARDO MENDEZ SlLVA Y ALOKSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

establecido m la Constitución, que la absoluta exclusión de los Estados en todo 
lo concerniente a las relaciones exteriores.'" 

La Constitución de 191 7 contiene un régimen federai para el manejo de los 
asuntos exteriores y, de manera expresa, les prohibe a l u  entidades celebrar 
alianzas, tratados, o coaliciones con otros Estados. Asimismo a t h  impedidas 
para emitir títulos de deuda pública pagaderos en moneda extranjera o fuera del 
territorio nacional, contratar directa o indirectamente préstamos con gobiernos 
de otras naciones o contraer obligaciones en favor de sociedades o particulares 
extranjeros, cuando hayan de expedine títulos o bonos al portador o transmi- 
sibles por endoso. 

Junto a estas prohibiciones absolutas aparecen otras sujetas al consenti- 
miento del Congreso: tener tropas permanentes o buques de guerra y hacer la 
guerra a alguna potencia extranjera, con la salvedad de los casos de invasión y 
de peligro tan inminente que no se admita demora, lo que equide  al supuesto de 
la legítima defensa. Por contra los poderes de la unión tienen la obligación 
de proteger a los estados contra toda invasión o violencia exterior. 

B. EL PUEBLO, EL INDIVIDUO Y LAS EMPRESAS 

1. EL PUEBLO 

Tal como se asentó anteriormente, el pueblo en lo interno u el depositario 
de la soberanía; pero, en el plano internacional, ha sido uno de los elementos 
constitutivos del Estado, sin que ostente aisladamente la caii8ad de sujeto 
internacional. 

Nuevos desarrollos jurídicos obligan a replantear esta concepción. Efectiva- 
mente, con el desarrollo del derecho de la descolonización que arranca de la ya 
citada Resolución 1514 (XV) de 1960 y, también, del principio de la soberanía 
permanente de los pueblos sobre sus recursos naturales, expresado principal- 
mente en la Resolución 1803 (XVII) de 1962, se ha conferido un conjunto 
de derechos a los pueblos e inclusive, se les ha otorgado representatividad inter- 
nacional a los grupos dirigentes, pudiendo contraer obligaciones y generar una 
dinámica jurídica 

Verdad es que el pueblo no encaja en el molde de un sujeto tradicional. 
Empero, la posibilidad de detentar derechos y obligaciones dentro del marco 
relativo de lar vertientes jurídicas mencionadas arriba, permite considerar que 
los sujetos admiten una clasificación de sujetos directos, siendo aquellos que 
pueden crear las nomas jurídicas, y sujetos indirectos que ron loa que no están 
en capacidad de participar en los procesos de creación de las normas jurídicas 

41 Caniilo Flaer, Antonio, "Comentarios a la Exposición de don Antonio Martina 
B k  sobre lu Funciona del Congreso en la vida internacional de México", en la Constitu- 
ción y &S Relaciones Erteriorcs ¿e México, Secretaría de Relaciones Exteriores,.México. 
1978, pp. S 1  y 32. 
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DERECHO INTERNAuONALPWBLICO. 39 

intem&mdw, pero que, de cualquier m8lrar;.unndo 1. ttnnbbgfak&tnh- 
\M centro de imputación normativa. . . . -  

A partir &e 1960 ha sido rica la cxparierrOh en cR iuconotinkiont6 iutenncid 
n9 a ~Iós~moviiidcntos de liberación nacienrl* Iw.p&bs doxMe4 y de los 
que se encuentran wmetidos a dominoción aalurprr . . 
. .Múxioo h ddo un defensor del derhho R) 1- .ptlebios a o b t m e r l  la8epen- 

den& poíitks y d d  derecho de loa puebiór.l;.+rwr su p l e n r ~ ~ f a  sobre ' 
lb; teaimm natruaicrs. Comtandia de ello qatdá'd t&izar ei d & i o  de autode- 
taihinnci6n de loi pueblos coloniales: y el pdndpia de *la sobmAía cetaidkto 
coho~la ;po#rtad de sbmeta a la autoridrtli8kl Bhtado a lir;psoi~ot y cour 
d h  de su tarlterio. F , . 

. .. 
., , <. 

2. EL INDlVIWO 
,.. Z '  

.Loa F a i d o r  y las organizaciones intan#bnnirles mía siardr,:icompoéodor 
por nuevos elementos subjetivos en el, &m&o inrniuciod d coino =-ha 
apntdo con l a  pueblos. En rdoción can d Mmdw hc cobr;r<s.si@x arekien- 
te 1. porjción qus pugna por que se le recoaebawkter de ~ . e n c l  lnbito 
intankdod . . A, , 

IUN verti- doctrinMa importante, reprpscmtada par autora coms León 
Duguit y George Scelle, ha sostenido desde koce tiempo que sólo el individuo . 
&- #8 mjeto .de derecho y por condccucntia tkl~drrecho iatemloanai. Sin 
ernbmge, en -ia prictiua el acceso directo invidno a instanchs &cmaeio- 
da $&m proteger nir derechos y defmdabss anta un Estado, que -ve 
puede, am el; suyo es de fecha reciente. acantm en la .bspedmwia m k  
avanzada: la Convención Europea sobro lot , w ~ c h o #  del Iismbn, s 
ia.Corile Europ#, y en ciertos mecanirmor stipakutmcialec quc Brn crtrbkrddo 
loa. dor Pactar *re Derechos Humanos de :k &.cioner U-: aú '-o Ir 
CaavcucLboi Inticramericana. de Derechos H u l l r w .  1) tendu~ch me m z a  
p ~ r  la ídapcih  de,regímenes c o l w e m i a n a l m , ~ s t a b  a travé$&aoarenti- 
irrwntm & Ior E-rtador y que, obviamcnte,.rrpceen de 0biigatoiied.d parr lo8 
Estados que no se han comprometido vduntuiamcnt& . . 

fkabo Bc Ir tendencia de. proteger a la g m m ~  humoilp ;hur -do 
sigdiutivos en las concepciones jddio~.ttwücionolw, E3 ar#a&o 2, 

pOa.fo 7, de la Cut? de la ONU prohibe @.h. ocgdzxión h t m m k  +a loa 
asunta, que ipn de ia ebtricta competencia ¿k b s  ihtsda. No.sDl-te,, 
bqjo d. tutelar dc .la Dec la rdn  U- de loa Derecbar H u l l p ~ ~ o r ,  
del -10 & dicmribre de 1948, la Asamblea. ,GaiuJ ha adopta& numerosa 
rea~Ioiopes eeadcnando a gobiernos infra~basps, sin q\rc haya vriido 1. crccp- 
cióa ck b . j ~ n . d o m é s t i c a  que han  porto LI,Repiibli~~ &idaf&ana y. 
Chile, por citar los ejemplos más frecuentes. . ., S 

México ha sido un abierto defensor del régimen de los derechos humanos 
ep .la vena @tpacion$. Es del mayor in* $cs@c.t que ante las ncg~cia- 
&s.& .DuinBPrton Qaks de 1944, en dQlSrEc s9 adeiantaroo lu -.puro 
establecer una organización mundial para la pb*ltuah, México prop\wi que l a  
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40 RICARDO MENDEZ S. Y ALONSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

derechos humanos se precisaran en una Declaración convencionalmente aceptada 
por los Estados y que se organizara un sistema intemacional dertinado a lograr 
que dicho documento obtuviera aplicación práctica. Germán Fanándee del 
Castillo enfatiza que México fue el iniciador del movimiento para redactar una 
Carta o Declaración sobre los Derechos Humanos.42 

La posición mexicana original para las Naciones Unidas sufrió algunos cam- 
bios y se apartó de la obligatoriedad del régimen intemacional y de la protección 
directa al individuo por mecanismos que eran consubstanciales asu  propuesta de 
adoptar una Carta sobre Derechos Humanos. En los primuos 6 0 s  de vida 
de la ONU México se manifestó partidario de que se estableciaa un régimen en 
el que funcionara una Comisión especial encargada limitativameate de estudiar, 
investigar y hacer recomendaciones sobre derechos humanos para lograr el 
progreso de las legislaciones y actividades nacionales sobre la materia. El sostén 
argumental del cambio de actitud se encontró en el principio de la no interven- 
ción que reserva al Estado el manejo y conducción de los asuntos internos en 
consonancia con sus potestades soberanas. 

Ello explicará por qué México fue un signatario entusiasta de la Declaración 
de 1948 que no tiene fuena vinculante y por qué México, al momento de redac- 
tarse este trabajo, no ha ratificado los dos Pactos sobre Derechos Humanos 
ni la Convención Interamericana que sí imponen un régimen convencional obli- 
gatorio. 

La posición de México sobre este Último punto se ha fincado en el principio 
de la no intervención ya mencionado y en la aseveración de que el régimen inter- 
nacional de derechos humanos se encuentra contenido en la Constitución Política, 
con lo que adquiere vigencia práctica el régimen mundial y no hace necesaria la 
ratificación de los intrumentos internacionales. 

Una razón no oficial que con toda seguridad influye en la negativa mexicana 
para ratificar los Pactos es que ciertos derechos internacionllmmte reconocidos 
e internamente garantizados por la Constitución, no es podbk hacerlos efecti- 
vos por problemas socioeconómicos. Tales serían el dmcho al trabajo, a la 
educación, a la vivienda, y otras garantía individuales que en el ámbito preven- 
tivo y penal son objeto de violaciones, nada esporádicas. 

A pesar de todo ello es conveniente que se replantee la posicibn mexicana. 
El principio de la no intervención ha perdido fuena como argumento al permi- 
tirse como una excepción virtual al artículo 2, p h a f o  7, de Ir Cuta, la compe- 
tencia tutelar de la Asamblea General en derechos humanor. Igualmente, la 
violación a los derechos hwnanos en distintos puntos del giobo alcanza ex- 
tremos tan violentos que es imprescindible fortalecer al rdgirnen m u n a .  Debe 
tenerse presente que algunos países que no se distinguen precisamente por 
su apago a los derechos del hombre ya han ratificado los Pretoa y la Conven- 
ción Interamericana. 

42 Femández del Castiiio, Germán, "La DeckrPciÓn Amakm8 de Derechor y Deberer 
del Hombre", en México en la IX Conferencia In tmac iodAm6r ica4  SecrctuÍa de Rela- 
ciones Exteriores, México, 1948, p. 137. 
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Dtdc w óptica realista no es poUbk.pc(yup que Méxiw+accgtc L protec- 
c46;a dhct*,jptemaciooIi para el indivi* pero r i  u m- CQ h 

do Itrotifi~acióa de los irntnimatlá~~tanipdonder, , 3: -. 
.Ea m,. J indiyiduo ha gaando tcaq~o m. foneo c o p s l b r : ~  ,pqa 4 

~QQU$ÓP jurídica e killtituuonal. de w: & ~ I M .  El.panona~.&.l  m t 6  
pennittía concluir que es un sujeto relatiw toda vez qug Ryjeto 
u.limitr, por lo pronto, id ámbito de -8 d ~ h o * . b u n a n w  y b h m m t o  pan 

~ & ~ ~ o ~ t p b v í a  reducido de Estodor. . ,U . .. a - . . .  . _ 
<?'." . , ' 3 '. , 

S. LAS W W S A S  . . .  

jaro w nmrQ k que cite úItimo puede wdWdmcw:liaaNwrtisiaoc~ 
W h ~~ y & lo actividad. . ..< . .. . . , 

MWw a m ó  =te el Gmp 4. l u ~ ~ ~ m i i r l o r r t r  pelm-wylo 
~ , U s i g r , ~ ~ ~  dc-.cirnidiPr lo probk4ok. &Jurmprvr-. 

poiición re aoatuvo la conveniencia de que re elaborara un Código de Conducta 
que reguiara lo actividad de lar empreroc traariwcionrl«. 

Un piio después, m agosto de 1974, tuvo lugar en la Ciudad & WPihington 
una d ó n  Intergubeni~mental de los paísea miembros de lo OEA, m& ~ u ~ a n a  
y Bnhuni., para iniciar el proceso de regiamcatoción de lar empirur bMmaci0- 
nrler m el ámbito interamericano. México prrdrb, por voz del praictrnte de la 
dekgación, doctot Roberto Mantilla Molina, que no en podbk reconocerle a 
la empraaa derechos internacionales que eicglvdll a la soberuiia esrrtrl. Este 
procero, inickdo bajo el espíritu del nuevo diáiogo que aurpidó el ~ a e t a r i o  
de Eat8do norteunericano Henry Kissinger, .bortó pronto, quedado iaconclu- 
rrr la iaborea del p p o .  
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42 RICARDO MENDEZ SILVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

La Carta de Derechos y Deberes Económicos de loa Estados & 1974, promo- 
vida por el presidente de México, Luis Echeverría, también se pronunció por 
someter a las empresas a la sober:nía del Estado y, en materia de nacionalización 
y expropiación, se pronunció por la aplicación de las leyes intenur de los Esta- 
dos y la determinación de la indcr..iización de conformidad con los Iheamientos 
legislativos domésticos. 

En el año de 1974 se creó dentro del ECOSOC la Comisión de Empresas 
Transnacionales que ha estado encargada de la redacción d t  un Código de Con- 
ducta y en la que México ha jugado un papel sobresaliente en la fijación técnica 
de las posiciones de los países en desarrollo. El Código no se ha concluido y 
subsisten los antagonismos en algunos puntos. Se ha dejado para el final la 
determinación del valor jurídico del documento que los países desarrollados 
quieren sea declarativo y los de menor desarrollo, obligatorio. 

El Código en su estado actual contiene algunos enunciados como el de que los 
gobiernos deberán tratar a las empresas de acuerdo con sus leyes nacionales; pero 
atendiendo a las normas de derecho internacional que se hubicren suscrito. Se ha 
establecido igualmente la equipación de trato entre los nacionalm y las empresas 
transnacionales, admitiéndose, inclusive, disposiciones de excepción contra las 
empresas. Contrariamente, los países industriales continúan wsteniendo la 
aplicación de la norma pacta sunt servando para las concesiones y contratos. lo 
que implica la obligatoriedad internacional de las mismas. 

Algunos puntos merecen clarificame. Si bien es rotunda la afhnación de que 
las empresas se deben someter a la potestad soberana del Estado, en la practica 
proliferan los acuerdos particulares para darles un trato especial a los empresas, 
sustrayéndolas de la competencia interna. El peso económico de los mismas y 
el fenómeno de la transnacionalización afectan gradualmente a los ordenamien- 
tos jurídicos internos. Sosteniendo la conveniencia de no concederles a las em- 
presas transnacionales calidad de sujetos, es imposible concluir en definitiva si 
ésta será la solución final. El régimen de los Fondos Marinos y Oceánicos todavía 
m negociación en la 111 Confermar ha contemplado un sistema paralelo en la 
concesión de licencias para la explotación del lecho del mar que admite el 
concurso de las empresas privadas en la explotación de un espacio que se ha 
proclamado patrimonio común de la humanidad. 
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DERECHO INTERNAQCHU PLnllCO .. 43 

M& ingrcsÓ a la Sociedad de las Na-, ei l9fJ2 dondi ~ m ~ e l ) i ó ~ u n ,  
prpel tr&&daite en los casos importantes de li época, Puticulpnnente'fol de 
Etiopia y Espiña. La participación clara y v e d  en la Sociedad de lar Naciones 
u significó en un valioso acervo de experiendu, uí como m 61 qjcr&io de la 
vocación intedonaiista del país, evidente también en su acth pdeipbión 
en d sistema intcramericano. 
b& ref¿renck a los antecedentes dircctd'de bd ~ k i o n e r  Uiiidaa, Mkxico 

8-ó' h ~ ~ l u c i ó n  XXXV, adoptada'&i'$h 111 fietuii¿ijd d i  C O ~ Q ~  de los 
nn~iai,&b de kehciona Exteriores de laa k e w c &  M c & ,  qy e4rm6-su' 
a&b, a br phcipios contenidos en la -;del 'Attf9tic0, d&rdr.? &iuvelt  
y Quiichül. y $&e coituvo los lineamientos tlfdógich que aa&p+m los 6.ba- 
j 4  y hep&on,m para reconstruir al mun* de' 1~ +guerra. d o ,  + 
Yei , ,  c@c . .  M¿xico 'declaró la guerra a Almi*, Italia y Japón. $, odkfl a la .. '.. 
rSedurcrbn. de Washington del lo. de enero d i  1M2. 

De particular interés resulta la posicibn q ~ e  adoptó frente a las reuniones 
de Dumbuton Oab celebradan entre Estados Ikiidos, la URSS, el R+o Unido de 
la Gran BretoñP y China. México envió el 5 de reptiembre de l ~ ~ n ~ ~ ~ e c t o  
de conrtitución del organismo internacional m el que sobresalían algunu idean 
dbctdca: al irrpeto i la democrMI, d. rorsa(D recíproco de la. b t d o a ,  la 
iguddd ,jurídica de hn Estados, Ia sohiQ6.9ptcífba ¿e laa mmtmvQljl, d 
mptw a h s  daechar humanos, la adopción & uari karh do CtQCChos y iilibcrer 
de 36t :Etud~~,td~~econBEimiento de la ClrisnilrColvo, etcétera. . *  q 

' MCjdco pPticfpb y fue país anfitrión de I &nfercn¿h~ de' C!h~p3~t~pcc de- 
1945 ;~mhr i&.de  los Problemas de la Gu& y de la Paz, &,la que #armo- 
nizaron l n  &nocpciones de las repúbiicat a>inhituai para la dónferencia Mun- 
¿S. Sbn dnkphhnite conociilas las poticlodedriib;re S1 regiodimi6 qoC &ron  
dambrrrdlu chh&a reunión y que se plasmsaailla¡ el hpitulo MB róW A;nter-' 
dos RqllidnJcr de h Carta de las Nacionea U&. 

~ c & ¿  MMco a la Conferencia de San F*ciaco' que ?e ixtendih dd  25 de 

ibqll 26 junio de 1945. ~ d e m L  de 'k ppuci+na anta-  m&onac!as 
dekd ió  en d &o de lG Conferencias algunq puntos originaitc a) l i  inCi&¿n, 
en laX<.art., he la obligación para'los Estados dC &co~oración d l  dercchb Ata- 
nado& a los derechos nacionales de los Estados miembros; b) adopción de una 

& Derechos y Deberes InternocirJcs del Hombre y. de 
~ i n t m r i o n a l  especializado que se encargara de asegurar mtailplC 
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44 RICARDO MENDEZ SILVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

miento; c) Fortalecer el papel de la Asamblea General en el rnratenimiento ae la 
paz y la seguridad int~rnacionales.~3 

México fue uno de los 51 países signatarios originales de la Carta. En el Dia- 
rio Oficinal del 17 de octubre de 1945 se publicó la aprobación del Senado a la 
Carta de la ONU. El Único artículo del Decreto reza: "Se aprueban In Carta de 
las Naciones Unidas, el Estatuto de la Corte Internacional de  Justicia y los 
Acuerdos Provisionales concertados por los Gobiernos participuntes en la Con- 
ferencia de las Naciones Unidas Sobre &ganuaciÓn Internacional . . ." El 
depósito del instrumento de ratificación en la Secretaria tuvo lugar el 7 de 
noviembre dd  mismo año, a escasas dos semanas de la entrada en vigor de la 
Carta. 

B. LOS ORGANOS 

La Organización tiene seis órganos principaies con un amplio y complejo 
tejido de Órganos subsibiarios. Los seis órganos principales k n  el Consejo de 
Seguridad, la Asamblea General, la Secretaría, el Consejo Ec~nómico y Social, 
el Consejo de Administración Fiduciaria y la Corte ~nternacional de Justicia. 
Tiene su asiento en la sede de la organización, o sea, en la'Ciudad de Nueva 
York, salvo en el caso de la Corte Internacional de Justicia que tiene su sede en 
el Palacio de la Paz de la Haya. Los demás Órganos se encuentran facultados para 
celebrar sesiones extra-sede como aconteció en la reunión del Consejo de Seguri- 
dad de 19 73 en Panamá. 

B. 1. El Consejo de Seguridad 

Es el órgano que tiene encargada la función primordial de mantener la paz y 
la seguridad internacionales. Se encuentra integrado, a partir de ía reforma del 
artículo 23 que entr6 en vigor el 3 1 de agosto de 1965, por 15 miembros, cinco 
de ellos permanentes: los Estados Unidos, la Unión Soviética, Francia, El Reino 
Unido de la Gran Bretaña y China (a partir de 19 71 la representación recae en el 
gobierno de la República Popular de China), y diez elegidos pata un período de 
2 años, designados con un criterio de equitativa distribución geográfica. 

El procedimiento de votación del Consejo de Seguridad es chve para entender 
la actividad de las Naciones Unidas en el campo del mantenimiento de la paz 
y la seguridad internacionales. Los asuntos de orden formd requieren una 
votación de nueve miembros cualesquiera del Consejo. Las demás cuestiones 
exigen el mismo número de votos; pero incluyéndose el voto afiiativo de los 
cinco miembros permanentes. De esta suerte las cinco potencias tienen dos 
privilegios evidentes: el pertenecer al Consejo de Seguridad mientras no se 

43 Caat.ilc&. Jorge, México ante las Naciones Unidas, Fondo de Cultura Económica, 
MCxico. 1956. 
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d o m e  ,el ktícuio' 23 que lea concede Q .@&ter dic pennanoi~tcs: W tnier 
wektc qut una r d o h a  a la Carta de l;M%&cionei Dnidai de-&.ti.&tif'ica- 
kí6n de dos @eran gartes de los miembro'', ~cluy¿ndosc la .&kficaq$n d= los 
&a miem- presentes. NO resulta i W c 0 . h  Qu'e 10s spiqntyoa -en- 
tdr occpgen &'proceso de reformas que lo+ ki, carácter de psrai~gcptq., . : 

E* acpnclo , término tienen concedido . el &ecb  de ye#q:q\le 1 q  f.Culta 
m.. detena .b,actividrrd del Consejo ~ a .  el . ~ t ~ ~ a t o  de.h m. h *ón 

 par^ 1. c d t u c i ó n  do uaa~org&m&í~-i\imii.l coa- en un 
Ir nsotlidrd de E o ~ a  a Ir OeRcxal* e .iridu$ive rilpeditar 

al Coeljo de. Ifsyrid.d a la acción de aquClk p M  Mar-& d a i ~ ~ t o  
de 1. función de paz y su monopolio en favor h'hs dir)ob potmieftr. 

Sin embargo, la fórmula de votación que re aceptó en la Reunión de Ydta, 
nufcIarc10 dr.i94B, a t e s  de qtte se iniciara &Cotifacen~ia de San Fm&scb, se 
impum, entre otras razones, par una coar#Qhei6n Mnkentd dc'wd&&io. El 
ba#hiiiaiiento de h oqjanización piwa m a n k  la paz ai(contra de una dt las 
-cidi hubiera, implicado su des tn tan .  u; por ib r n e r i e s , ~ ~ ' g a w  
&ttriom A pdwi K prefirió que se pahü&wa'lr aceión -de 1aiioigmliQCIón a 
udagrli r:aar cenfrontacibn con &m r u p w c b C  La que-"riuacr iic&pcd 
ea qdd rauado w gohrbrk en dos Moqu#'uitagbiiica, conam&rMiPBñtih 
muadtrl rlc: hrtGlWCs gw cornpromcteh a,tlO &S p&t(Iiieias d&4na&b%n la 
rmyoría de lor .&tos. De ahi la raquidwiYcci6ntdc la ON@ en el &&mi- 

&e 1. pa. +e no ha podido brindar-sdiiciand-3decuadhi a Irt gtoWWa- 
& de umtlh@6 locdes y que hapropiCiacb7P.rmgallicntd dt leic i n . i i a i  
dr. segWúad ca.Isstioa-mmo la OTAN y dl'?acto de Vanovh, uf,6bma Iaa 
nagbcbiEianes p&cion& d margen de lb Nr(Jbnes U-. ' ' ' ' ' ' 
. - .WC*ico; ai vetar a favor de la compoBdh áf ~oatcjo de &gtWW en 1949, 
jultilña6 r\i pbricibn en' el pfincipio de las 'W@~iiti&kío pOpo&aMdri a 
lu clrprcidada individuales". Esto es, conceda un grado mayor'&'atrPbiieia&s 
a- qttitmeeuaa6iir.aa rcrponaabiiidad m& codYgatbic en el de 
h,puciISiti,iuo Oada M e s  ni su htewcd& dcl.20 dejunio bC 4 M t n i  ii 
PakmcCbmiSáa de la Gonfercnde de San h c i s c ~ ,  lo soetuv~, W l l o  
que cl pahdph )urídico de comladón. eiíw h t d t &  y ~ ~ t ~ a b a  
Lsdm d pmicbie irLico de la i g u W  de duah& de b&n los .~ciam.e 

-dd f94& No IC completaban todavía-P# td ~~~ Q I G I Y M  r&w'd¿- 
da; h se pm&6 de un~tlamahiiedt~ ~'1Ó~n~tsnirbroil 
fue adoptado por el órgano deliberativo. Se tranrriien los principrtzrpuftor del 
peyactib merlaapc* 'J . : 

.' , .. i :, i . 1 ' ... , 
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46 RICARDO MENDEZ SILVA Y AIBNSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

Considerundo que (hc mencwnaaias) potencias que uumkron. rn h Segundo 
Conferencia de Moscú. h responsabilidad de preparar y concluir los &atados de paz, 
no han logrado después de tres años de esfierzos realizar plenamente su más alta mirión 
estructurando una paz justa y durable. Considerando que el desacuerdo entre dichas 
p o t e n h  en materias de vital importancia para toda las Naciones Unidcis es. en h hora 
actuaI. pmo todos los pueblos de h tierra h causa de más hondo preocupación . . . 
Resueiue. PRIMERO. Expresar su confinza en que hr Grande$ Potencias Aliahs nor- 
ma& su política en el espíritu de ia declaración que suscribieron en Crimea, en h cud 
reafharon su fé m &S p.inn'pios de h Dechraeión de &S N&wn Unidas, y su deter 
minación de eshucturclr. m cohborm0n con otras naciones amantor de h paz, un ordm 
mundiai bqo h ¿gido del Dmcho. consogMdo a h paz, h sapvUd, h libertad y el 
bknestar general de toda h humanidad 

A treinta y cinco años de vida de la organización neoyorquina vale todavía 
el llamado mexicano a las cinco potencias permanentes. 

MCxico fue. al inicio de vida de la organización miembro elegido del Consejo 
de Seguridad. La experiencia resultante enseñó que como miembro no perma- 
nente es difícil influir de manera determinante en loa anuntor mundiales, y que 
la adopción de pouciones dentro del Cornejo suele t r a d u k  cn animadversión 
de los países afectados. De ahí que México hubiera adoptado por décadas una 
actitud de ruava respecto a la participación en el Cowjo. &ti postura cambió 
m 1979 cuando fue elegido nuevamente Miembro del Coiwjo de Seguridad 
con lo que se dio fin a las reñidas y trabadas votaciones de k Aaemblea General 
para dedgna a un país latinoamericano. Como se recordará 1. disputa re centra- 
ba entre la elección de Cuba y Colombia, y sólo la h t e r v d n  compromisoria 
de México ai aceptar su candidatura para el Consejo pudo lurjar la diferencia. 
Otra comidaación en la decisión mexicana de participar en el Consejo es que a 
travka de la multilateralidad se ensaya una d d a  a la arfiupntc biiatedidad con 
los Eatados Unidor. 

Según se apuntaba al principio de este inciro, el Coercjo de Seguridad tiene 
encomendad. "La responsabilidad primordial de mantener k paz y la seguridad 
intrmaciodes". Los miembros de la organización delegaron erta función m el 
Consejo y reconocen que actúa a nombre de ellos al derempeaU NI funciones. 

Paralelamente a 1 a ~  funciones en el marco del mantenimiento. de la Paz, el 
Consejo de Seguridad tiene un conjunto de atribucionu nl.rionrrdu con la vida 
interna de la mgdz8ciÓn y que ponen de relieve su rango jerárquico superior. 
En la admisión de nuevos miembros o en caso de expulsión; para el nombra- 
miento de recretario general, se precira la recomendación previa del Consejo de 
Seguridad con el voto favorable o por lo menos la abstención & los cinco miem- 
bros pamcuienta. 

Son fundamentalmente dos las categoría8 de competencia que tiene el Come- 
jo para el mantenimiento de la paz: a) El+arreglo pacífico & controvenias, y 
b) La acción en caso de amenazan a la paz, quebrantamientos de la paz o actos 
de agredón. 

Para el primer mbro de competencia8 el Consejo puede hutu a lar parter a 
solventar una diferencia a través de los métodos t d c i o ~  de solución de 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                                                                           
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1981. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=3847



DERECHO I N T E R N A ~ A L  P%JBLXO 47 

&mtrovcrsfrr.qut enumera el articulo 93 MTl'Clita: mgodación,hlociti#adón, 
; ndhch, wncilioei¿n, arbitraje,'me@o m, r e w o  a orpnima o rcua- 

, , 

,dtn r$ianrlk u otros medios'pacificos 'de 
El rguiido mbm de competencias, o semil.' kei6n en crw>r & mirmru a fa 

p m ,  qucbrtiitamiento+ de la paz o acto8 63- ylndán admite' eii& tipo* de 
atribuciones principales : . .; 

a) Hwer recomendaciones 
b) La adopci6n de medidas provisionuíes que pueden revertir gran importan- 

cj9.M Ea efecto, la frase aparentemente inoeua me& pr&MIas ha &o 
base le@ de importantes decisiones y acdoaKI como el atablaamiento por el 
Owutjo de Tropas de Emergencia para z(*aY conf%ctitnr, &n niu fs~iSlón de 
ihkrposkión y dgihda.  Ejemplo iaa tmph h e  al Cong6.'és d i d o  que 
MExito, amparado en el '@apio de no i d h m c i *  u.ha ncgdo' a w c i p u  

'&'Id& condngcnter militares que se iun fkOMo. Todavía en 1 9 ' 7 7 ' ' ~  motivo 
&'la 'bfgdza&n de una fuaza especiai p&a d Líbdnb, y ante una &it&rad¿n 
ddf dnbajuh mexicano en Naciones Un*; que'aridcip6' 8 c e e n t o  
mriricrrd(, a contn'bw con tropas, el @& irtific6 Ia'poricfán .hii&iooril de 
umnttn&e d m-, cobijado por el pda- de la no intQVC1ICL6n. 

c) La adopción de medidas que no imp* el uso de 1. h r b  y Pie  pue- 
dffi b n p c a c k  la interrupción total o p d d  de d o i l ~ ~  cconáaiilaa y 
de lu tomMicacionet farovianar, marítidp, A, por*, tetegnllicj, 
m-, y otros medios de c o d c b a b n ,  asi como la r\ipourr díc rrlido- 
ncr dipl6maticu.~ No está por demás la ridvrtencia de quk & facttb&'piaede 
apcw &o &do exiite una amenaza a la *, a n ~ ~ e ~ ~ t o  a la 'paz o 
m acto de @n. La violrción de una norali de dkkecho iatamkibd qtie no 
rigiifAqu) uno 8mauea o una ruptura de l& p#z 'ho CI SUñZhnte phk'qae ea- 
sn .prUeih e#e precepto. Así fue explici3do eívato & ibrseniclbnili Wxko & 

d Consejo da Seguridad sobre la propuesta 'Mauaa icma qxte ¿fmmWa h 
apheiám de rrnchm contra irán por' la rdkndh ikgd de fa d$lieiairticos 
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48 RICARDO MENDEZ S. Y ALONSO COMEZ-ROBLEDO V. 

madas puestas a disposición del Consejo. La creación del Estado Mayor y el esta- 
blecimiento de fuerzas permanentes no han desbordado el imbito formal del 
precepto en virtud de las agudas y enconadas diferencias que se han presentado 
entre los miembros permanentes. La fuerza cre;ba para el Congo, al amparo del 
artículo 40, es tan sólo una muestra de las diferencias generadas robre la inter- 
pretación de la base legal y la ejecución de las órdenes. 

B. 2. La Asamblea General 

A diferencia del Consejo de Seguridad, cuya función se encuentra centrada 
en el mantenimiento de la paz y la seguridad intemacionaies, la Asamblea Gene- 
ral puede discutir cualesquier asuntos o cuestiones dentro de los límites de la 
Carta o que se refieran a los poderes y funciones de d q u i c r a  de los órganos 
de la institución. De esta suerte, el salón azul dorado de la Asamblea ha sido 
escenario de asuntos de la más diversa índole. Desde la importante decisión 
de la representación de China en 197 1, la calidad de observador que se le reco- 
noció a la OLP en 19 74, hasta, recientemente, en 19 7 7, la propuesta de Grenada 
para que se inicie-el estudio oficial de los OVNIS. 

Igualmente se distingue la Asamblea General en el hecho de que está com- 
puesta por todos los miembros de la organización, existiendo igualdad en los 
derechos de participación, sin limitaciones por el tamaño o la importancia 
política de los países. 

La Asamblea cubre una función deliberativa y a ello rerponde ia facultad 
enunciada en el artículo 10 de la Carta de "discutir cualesquier wuntos o cues- 
tiones". Sin embargo, de acuerdo con el texto de la Carta, puede adoptar deci- 
siones que revistan obligatoriedad para los Estados miembros en cuestiones fi- 
nancieras internas, la suspensión de derechos por mora en lar contribuciones, la 
elección de miembros para otros órganos, el establecimiuito de órganos subsi- 
diarios, etcétera. 

Por su naturaleza de órgano deliberativo, las resoluciones surgidas de la Asam- 
blea tienen vdor formal de recomendación, carentes de obiigatoricdad jurídica. 
Con todo, lar resoluciones han llegado a cobrar una importancia notable como 
fuente de derecho. Políticamente, porque encarnan el sentir de la comunidad 
mundial y marcan una determinada línea a la cooperación internacional. Dede 
la perspectiva jurídica, porque la adopción de una resolución que posteriormente 
es objeto de pronunciamientos repetidos llega por vía ~ O I I n i e t U d ~  a consoli- 
darse como norma jurídica. Asimismo, la adopción por consenso de una resolu- 
ción, sin votos en contra, o con un mínimo de votos negativos, puede dar lugar 
a lo que la doctrina ha denominado "costumbre instantánea" o "costumbre 
salvaje". Regímenes jurídicos internacionales de primera magnitud se han impul- 
sado y concretado dentro de la Asamblea: el derecho del espacio exterior, el 
derecho de la descolonización, el derecho de los fondos marinos y oceánicos, 
etcétera. 

El valor jurídico de los actos de las organizacioner intemrcioiules ha sido 
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whidi.do y .sostenido por Jorge Castañeda cn- arlwjor ftiMtunmmtrkr.m Lr 
p o h h  de Monro García RoMed en 1a"AiuSIBSea h a a l  de'l969, coh motivo 
del &bate sobre la Definición de la ~ ~ r e d b d ,  p-tó un cñ#zi6dm&&&, 
nflriandoae a k Resolución sobre no int&ci¿n de 1965: '"por'& 'iiúmen, 
& E d o 8  qrit la votó, la extensión y.pmihndid#l de ni txmanido~~ -e- 
cidmente' robcer de oposición, reflegi h a  c d c &  'jurfdfCa d w k l  
raroqtibk de considerarla como un ver- pRa;cipio de M c h d  Interna: 

ai m&& & &sanne. sobre la roberruiío paPaUia#6 & 1 0 S p u e ~ b s ~  N8 

recursos naturaies, no intervención, dcrc&&'hmanor, daeckai.y debuts eco- 
nómicor de lo8 Estados, etcétera. 

La Ahmblea General, se repite, pue& ciirlquiq' que incluya 
dentro de su ngenda. No obstante, exbte +nte ' m b o r ~ &  de Ir a\iana 
c& gypccto al contejo de Seguridad. Estor.cypiica en lo r ~ o . a s L i r  kulta-  
d a  &ncunwit& en laa que una ncomendadbn previa del C-ja sr indirpcn- 
sable para la rolución de algunos asunto8 (admisión de nuevo8 miembros, elec- 
ción del secretario general, etcétera); pero de mpnm e # p c f % % a : ~ ~ ~ r n t a  
en el campo del mantenimiento de la paz. 

d . .  

La' AsamMea General no puede haccr'rcc&n&dacione8, aqq1)e sí,clhxtir 
sobre aquellos asuntos de los que se estC ocupando el coscCjq de -gqidad. 
Asimismo, se ertablece que toda cuestión que requiera accidn sed referida por 
la Aumbka Oaierd al Consejo de Seguridadt~C&~tlratm~~te, il. Auabht Ge- 
ri.irl ao ha hecho uso de ia facultad concedYL por Di Carta p 6 W  y - . ~ N i - ~  
dasr inámmea aauíles y capedes del Coii~jotde t D a y i d i d .  
Yr re ha nmtcionado el hecho de que urrr;ds.tu poriaona & # h k n  & W- 

xico cuando m +labor6 la Carta de San F d o  b prsdteiarMs f d a  a 
k.Aambka Gencrai con facultades carcitivu pam al -tb- de la paz 
y con h,ad@n de un modelo ahtxa PreiluLdlrbkiarcpOc,ut6pko ds carcasderle 
n u r g o ~ s u p e r i o r e n r e l a c i ó n c a n e l ~ j o - d e S e g u i i d i d .  . $  

.La -tea neuráigicos del mantenirniente& la pPi, y - el ikema iai#hudo- 
4 y j&o de la orgdmción, han pr-o anfrentuniesfar pdideor Y 
d d r  jpFfBlCqs no de1 todo ortodoxos. -do 108 Es;rudar ,Uh ajacim 
infiuenck numcrica en la Asamblea se trató de d a r  la dimiiibn y mlu- 

m Cutiikd., Jorge, "k Creación del Derecho Wcmm5ad por lu .UaMu". 
Para fnt&ehu& V. XI, no. 42, oct-dic., E970, LLako, "N- I h B b  y -o la- 
tanrdoail" Foro Intemaciond, v. 1, no. 2, octdk., 1960. Mtxico. 

50 G.reia Robla, Alfonso, op. c i t .  p. 43. . . .  . 
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50 RICARDO MUDEZ SlLVA Y ALOKSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

su voto contra el ingreso de Vietnam a laa Naciones Unidor y k votación de con- 
dena contra la URSS en 1980 por la invasión a Afganistán dcrpuCr del veto so- 
viético en el Consejo de Seguridad. 

La evolución jurídica es de interts apasionante. En 1947 rc creó la Comisión 
Interina o Pequeña Asamblea con la encomienda de funcionar entre las sesiones 
ordinarias de la Asamblea General que tienen lugar una vez al año. La Comisión 
fue acremente censurada por los países del bloque s o c f i t a  que veían en este 
órgano una extensión de la actividad de la Asamblea General, misma que necesa- 
riamente debería ertar limitada en el tiempo para no conh-apcurr el Consejo de 
Seguridad. Don Luis Padilla Nervo fue presidente del Comité Interino en 1948. 
Por demás está decir que la posición mexicana fue favorable al Comité. Cedá- 
mosle la palabra al ilustre diplomático mexicano: 

Estoy convencido de que este primer experimento justifica plenamente la decisión de la 
Asamblea General de crear el Comité Interino; y de continuarse Cste. podría, con el 
transcurso de los d o s  y con la participación activa de todos los Miembror de las Nacio- 
nes  unida^. demormar que constituye la más importante medida para la aplicación del 
espíritu de la Carta. 

Será un símbolo (el Comité) de la unidad y de la vigilancia creciente de las Naciones 
Unidm, continuamente ocupada en elaborar y coiwrvar relaciona amistosas entre 
todas lu naciones del mundo.51 

Las célebres Resoluciones Unión Pro Paz, adoptadas por la Awunblea General 
el S de noviembre de 1950, rc insertan tambiCn en la tendencia de ampliar las 
facultades de la Asamblea General ante la p a r W  del Contejo de Seguridad. 
Como se recordará, preveían una reunión de.1a Asamblea Genenl u el derecho 
de veto detenía la acción del Consejo para el mantenimiento da b paz, y crearon 
una Comisión de Medidaa Colectivas y una Comisibn de Observación de la Paz. 
Lo mismo que el Comiid Interino, las Resolucioner Unión Pro Paz fueron cues- 
tionadas severamente en cuanto a su legalidad por el bloque aochhta. La pori- 
cibn mexicana, dominoda entonces por la preocupación del estancamiento del 
Consejo de Seguridad y por el endeble equilibrio mundial fue favorable a las 
Resoluciones Unión Pro Paz. Oigamos nuevamente a don Luis P.dilla Navo: 

. . .Al lado del sistema de KgUndad colectiva de la Cut.. u ha deunoliado un liatema 
subs id io  que podní funcionar tanto bqjo la autoridad del Conrejo de Segundad -el 
cual carece todavía de elementos para llevar una acción coercitiva- como bqjo la auton- 
dad de ia AiPmbiea General, ~pletoriarncnte. si el Consejo & kguidad no estí en apti- 
tud de tomar decisiones. 

Y continuaba algunos párrafos adelante: 

Necesitamos admitir, a a t e  propóuto, que han sido los hechor loa que hrn precipitado 

51 Padiffla Nervo, Luis, op. cit., pp. 8 y 1s. 
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La dilyid+n de lar co 
b l g ' - ~ e n @  tuvo lugar c 
Ai&&a G,cncrd ó raíz de ia 
N t o .  L. ~aih +piC,tica es 
k+me)lte' para poistituir una 
11,qárlafo 2, de la Carta, es expl 
6 41 map&&nto de la paz y la w 
ric*n tpi reten& al Consejo de 
&q+k&eqti, 6 URSS cq&deró inc 

. . .  
B.3. La Secretarfa 

. . !  . - . .  . !. - , i ! ;  , 

,. Jiwkartrrl ,  r caapow de un wcretrio m y,¿d pmanilqaersgubn 
1.rpaluciór.aü.rsaetPio general u n a m b a Q p o r k ~ ~ w e -  

- L.. 
..; a 1 1 3  :U r .  , i+: . 

Q PLdill. N m o ,  Lub, op. cit.. p. 77. . , . , -. .., . 
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52 RICARDO MENDEZ SILVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

comendación del Consejo de seguridad y es el funcionario .dmmirtrntivo de más 
alto rango en h organización. Funge como secretario general en l u  sesiones de la 
Asamblea General, del Consejo de Seguridad, del Consejo Económico y Social y 
del Consejo de Administración Fiduciaria. 

La Carta no establece el período para el que será elegido el secretario. Una de 
las primeras resoluciones de la Asamblea General, la 12 (l) ,  acordó fijar el perío- 
do por un tCrmino de cinco años, susceptible de reelección. No existe tampoco 
en la Carta un sistema para la destitución del secretariogeneral. En 1953 renunció 
el primer secretario Trygve Lie por las presiones de los Estados Unidos y la 
Unión SoviCtica, que se sintieron afectadas por las posiciones del funciona- 
rio respecto a la guerra de Corea y a la representación de China. Lie exclamó 
entonces que el puesto de secretario general era el m& imposible del mun- 
do. Por su parte, Nikita Kruschov, en 1960, pidió la destitución de Dag Ham- 
marskjold por el discutido manejo de las tropas de las Naciones Unidas en el 
Congo. De ahí salió la famosa propuesta de la Troika para substituir al secretaria- 
do, que tiene carácter unipersonal, por un Órgano tripartita que tuviera un repre- 
sentante del bloque occidental, otro del bloque socidista y un tercero del movi- 
miento no alineado. La muerte de Hammarskjold en un accidente aCreo en 1961 
detuvo a la propuesta soviética. 

Estos incidentes revelan la necesidad de una meticulosa y difícil imparcialidad 
del secretario general en los asuntos mundiales. Jurídicamente el rCgimen de im- 
parcialidad está garantizado en la Carta, al señalar que ni el secretario general ni 
el personal de la Secretaría solicitarán o recibirán instrucciones de ningún go- 
bierno o autoridad ajena a la organización. Asimismo, los miembros de las Na- 
ciones Unidas están obligados a respetar el carácter exclusivamente internacional 
y a no influir m las funciones del secretario ni del personal. Remata este régimen 
un sistema de privilegios e inmunidades que .se confiere a la organización y a los 
funcionarios internacionales. El régimen de imparcialidad explica por quC, hasta 
la fecha, los secretarios generales hayan provenido de países comiderados tradi- 
cionalmente como neutrales: Suecia, Noruega, Birmania y Austria. 

La elección del secretario es decidida por votación de la Aaamblea General, 
previa recomendación del Consejo de Seguridad; eilo prempone el acuerdo polí- 
tico de los cinco miembros permanentes, y explica las designaciones a favor de 
ciudadanos de países neutrales, según se asentaba en el p h a i o  anterior. En este 
orden de ideas, sin ser un requisito formal, la Unión SoviCtica, por ejemplo, no 
vota a favor de una persona cuyo país tenga celebrados amados militares con 
los Estados Unidos. Este dato es de interCs porque en estar condiciones y en cir- 
cunstancias normales, la URSS no votaría a favor de un ciudadano mexicano 
para secretario general porque el país tiene suscrito el Tratado Interamericano de 
Asistencia Recíproca. 

El demás personal se designa de conformidad con los criterios de calificación 
técnica y de equitativa diitribución geográfica. Es de lamentar que en la práctica 
se dé preferencia al segundo criterio, en detrimento del de h &icrción peno- 
nal, con lo que los cuadros administrativos de la organización llegan a padecer 
deficiencias. 
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qw sucedió u que se quiso dejar a la prPctici;V tadudw a ii penaiiPtlad de loa 
mtlrio), d & m ~ ~ i i o  y alcance de su f u d b .  L a ~ ~ l a i d s b  i-e nota- 
blepiente ea el cumphnhto de las atxibuci&. D d e  Ir Socii&Yd de 1111 Nado- 
n+m y.  la priaim etapa de la 01T pudo 4prsdinverto. Sic. Eric hmñ\aad, ai 
h t e  de la +en, cumplió una labor m-#- admi&tridvr; .En cm-  
bio, Si Albert Thommas, como director &% OIT, jugó un prpel &-mayor 
puticipPición pdítica como negociador.' En.-- Unidas Ir tmka Lk fue 
mL .adminttnriva y, contrariamente, loa añobuk h m d k r r k p I d . x  dirtiqpkon 
por U- activa intervención política. .*  I 

Eq la Carta & iaa Naciona Unidor, iu'@&n~ciooar poii.twri; de1,ioactario 
g(:nrrrrl, ~papccs. de dos clases: por vía de dcLcprPóa y par vía &mah *. 

.&as . a t r i b ~ o a «  por vía de delegación re gciicntmm expreuhcntegnvirtas 
en el artículo 98 de la Carta: "dermpeña&~&más. ~I#:~OICI que Is cnco- 
mienden" lo, o t r a  órganos. Las atribuciana ,p:opiPr en niate* políticano apa- 
re* en,& texto de la Carta. Impl íc i tamm,~~pr  a n d o  de u&,intcrprctrcibn 
folzada y 'elktica, re quieren encontrar en el,(ñtícuio 99: ':El SicpetyiO G O R d  
parh.á #amq Ir atención del Consejo de Se* hacia cuaiquiq +wn&,qus en 
su op'hión pueda poner en peligro el mantc+nimtio .de la m . y  Ir 
i n ~ i o n a i c s " .  Se dice 
f&lUdb direct~f para 
Pii di$ la ba& p& Iii atribuciones 

En 'm&riP económica no existe 
d o  &*d. No obstante U 
ayuda económica a favor de pueblos como Pakistin afectados por ¡&&os 
nihider. Uegb'a propenér, a fin de que e x h a  b& kgai, qut 'E nfh.*ra la 
&+a Poñ el 'dbjdto de que el secretario tuvim%cbltad pata ernprefider a& tipo 

. ._ - .  . . 
de ,accioiiis. 

Trygve Lu expresó que el puesto de r&o gcni!& m d'ihh iffipo&b1e 
dtl mundo. U niant. a p e w  de las agudaP &clon+m-'¿pe le sienificrr<w ciertos 
cORflicta como d de Vietnam, manifestó 'cd%no d nir iiltha'-o( que 
el tiqp de KmtPno general: "ea el trabry'obipt6irí<Co rn&c'ddo; hfnarnte  y 
atfiritilante que existe m la Tierra. En ciertsr k&era.et afortunadó el,#etarib 
general porque u le permite considerar' lor plebhiai de li p& y la' guerra, los 
plaMslii& del -te y del futuro de ia humiilgii3id:"m 

.&l l 

- .  b ,% . . 

É.4.41 Consejo & Administración Fiduciaria . + 

' 

La Sociednd de laa Naciones introdujo la kstitucb$ , & ~ l t c m a  
de, kdrni&wa¿%n para los territorios s e g r e d a  o h poten& $*- en ia . <: 

.. < . . 
i 3  aun Ricmk, -El s = m u i o  d. ' -  & u-fi+ 

Uddr . Boktin &l Centro de Relaciones fntmiUJpIdss, mc'i . . 

y ~oci&t de h UN-, no. lb, 1972, México. 
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54 RICARDO MENDEZ SILVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

Rimkra Guerra Mundiai. Entre la alternativa de someta a aor territorios a un 
régimen colonial o concederles la independencia, se ideó el &tema intermedio de 
los mandatos, por el cual los territorios eran administradoi por una potencia 
mandataria dentro de un régimen internacional de supervisión. Una gran canti- 
dad de territorios. ahora independientes, quedaron colocadoo bajo este sistema 
que, curiosamente, no estableció conductos o mecanismos para que accedieran 
a la independencia: Siria, Líbano, Irak, Palestina. Togo, Camaún, Nueva Guinea, 
el Sudoeste Africano, que se ubicaron en una categorización de mandatos A, B, 
y C, de acuerdo con su nivel de desarrolio. 

Al concluir la vida de la Sociedad de las Naciones d e s a p d b  el sistema de 
mandatos y fue substituido por el régimen de a d m i n i s t ~ ó n  fiduciaria o 
de tutela en la Organización de las Naciones Unidas. 

El Consejo de Administración Fiduciaria se encuentra integrado por los Esta- 
dos administradores, por los miembros permanentes del Consejo de Seguridad 
que no sean administradores, y por un número de Estados elejjdos por la Asam- 
blea General harta igualar el número de Estados administradores. 

Implica el rigimen, lo mismo que el de mandatos, un sistema internacional de 
administración que encomienda a una potencia el manejo de un territorio deter- 
minado bajo la vigilancia del Consejo de Administracibn Fiduciaria, uno de los 
seis órganos principales de la organización, y con el concurso de la Asamblea 
General y el Consejo de Seguridad. 

A diferencia de lo que ocumó durante la Sociedad de las Naciones, dentro 
del régimen de tutela de las Naciones Unidas todos los territorios han alcanzado 
la independencia y se han constituido como Estados. El régimen de administra- 
ción fiduciaria, en su momento, fue apuntalado vigorosamente por el movimien- 
to de la descolonización. 

Sólo subsisten actualmente las Islas del Pacífico bajo la responsabilidad de 
los Estados Unidos dentro del régimen de administración fiduciaria estratégica 
que contemplan los artículos 82 y 83 de la Carta y que se caracteriza por moda- 
l i d a d ~ ~  especiales, distintas al régimen de la tutela ordinaria. 

El problema más antiguo de la ONU se encuentra ligado al régimen de manda- 
tos que operó en la Sociedad de las Naciones y al régimen de tutela que lo substi- 
tuyó en la actual organización mundial. Se trata del caso del temtorio del Sud- 
oeste Africano, ahora conocido como Namibia, que se encontraba en calidad de 
mandato "C" bajo la responsabilidad de la Unión Sudafricana. 

El nuevo sistema de tutela preveía que se colocarían bqjo este régimen a los 
antiguos territorios bajo mandato. Sin embargo, la potencia mandataria se negó 
a colocar al Sudoeste africano bajo el sistema de Naciones Unidas. La posición 
Sudafricana fue fortaiecida por una opinión consultiva de la Corte Internacional 
de Justicia que concluyó en 1950 que no existía la obligación jurídica de colocar 
11 territorio del Sudoeste Africano bajo el régimen nuevo de administración fidu- 
ciaria. En 1966, la Corte Internacional de Justicia, pecando de un exceso legalis- 
tá, consiaeró que Etiopía y Libcria carecian de jus standi para reclamar que el 
mandato fuera substituido por el régimen de administración fiduciaria de Nacio- 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                                                                           
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1981. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=3847



n u  unidas. ~ o i  ello, lo que fue un giro i*&ciq+ ~ t o  ~i'&mM;a +e- 
rai *odio ¿l Copejo de Seguridad tomaronc en:&' m t o .  

En 1966 la-kaniblea General declaró qu%ba por terminadg o1 rn+t&.de 
Sudáfrica y colocó al temtorio del Sudoestg. Africaiy bajo la - 

directa di las Nacionei Unidas. También c l ~ ~ ~ j q  q@ S e s U r i e p a m  
1969 hi'adop'* resoIuciones llamando a %@íca a reti- .&l wt& 

/ I  

co3ocido actu'ilmente como Namibh 
No cabe &da que uno de los ejempios d e n &  de 1~ faip,& -ti- 

vi&d del.?iatema'de Naciones Unidaa para S*? a $n E ~ Q ~ o  iq@ctw ai dere- 
ch6 iwdcional se encuentra en este cm!; *ibis,, el iuitiqu~ m*, del 
&docite  frican no, continúa siendo deten~ac&~~egrlqi.itc por a pru 
de iaa numerosas condenas de Naciones UN&. 

B.5. El Consejo Económico y Social 
, - 

: U $bqrcjo &&mico y Social fue una n g w  M t r o  de la ertnictut~egd 
*..de lu Naciaaea Unidas en virtud de .que..* exisbiói en la slrpQPoncir buti- 
t + d  de k Sociedad de las Naciones. .P . , ~. 

La C q a  ,&, i i ~  Naciones Unidas en su pr;ililmbulo m a d k t a  esai~i irao da 
lo* sustentos ,ideol6gicos de ia institución + prontova el pr-m y 
e&& el nivel de vida; también habla de emp-ramccuiirapo pyapromawr.el 
pr&qo qcanMaico y social de todos 108 pucbk. Y ea ekpkafo $I dJ miculo 
p M q o  que quncia los propósitos y principigk eetPMcc~ "r*sa&ur kr cw#c*a- 
ci& i n t e w i d  en b solución de g r o b l e ~ i n t m e c i o ) ~ d m  ¿e c d c ~  cco- 
nómico sockd, cultural ó humanitario. . . " ,:' , 

. &a ~00penWó11 .económica dentro del muyia.,dc ha PJpQo- Unidu ,tiene 
rango de idea fuerza. El órgano encargado de*ogrniw esta caogq.clbp y de 
caqüqrla, ,ep 'd., Consejo Económico y So+&, que otigiarimea& .rq c~~lpum. 
de 18 miembros, después, en 1965, de 25 mjembro~y, a partir de WfS, dq-54. 
El liunynto cuantitativo de miembros en la -ón ha ~ i i j o , ~ e f e c t o  
a&iblq m el ~ o n k j o  Económico S o d .  &a+. m l b m a  rog ekgidoa .por la . 

W b k a  General para su periodo de t rq  años, ,. , 

,. MéQo *y6 el eaquema de organitacwn@ katcri+ q~nómicp prqunrto ' 
en Confcreqia de San .Francisco ; pero entre* gorriones 0-8 -. 
nhguna de cdf t e r  'económico. Contraatq e. Iticrihua6n con lor, wtiwuertuqwe 
k v b a  la 1X Conferencia Interamericana de,& qrie h q i ó  la OEA En,íquePa 
opop~jdwi  hjCxico s o a y o  la convenienc~,de &qar un- crphsuio, aobrc 
COapp#:i¿n Económica al Pacto Conatituti-. ; , , 

La hbqr ~I$S deatacada del Conaqio se +l. ~~~~~~dq.,Ga@- 
ri0;ys' " ~ ; f i o n ~ e a  como la Com~ión Eco*ica parp. Ewqpq, lo. &&ión 
 coii id da, gul .Asia y el Extremo OFieo- h. C+@iÓn E .mr 
~f&a,.la '~omui6n Econbmici para Asia * t a l  y la csmw&n~CQ4Ph 
para.América Lmtina. Y complementa la labor que a t i d  a lor.pH- 
&,hn *n#; .iy Comisiones Orgánica y ' P P ~ Ó p d e C .  wi c&o:ioa 
auxihes. 
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56 RICARDO MENDEZ SlLVA Y ALOKSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

Otra de las notas distintivas del Consejo es la facultad para celebrar acuerdos 
de vinculación con los organismos especializados. De esta manera, la cooperación 
económica y social dentro del sistema de las Naciones Unidas aibre un amplio 
y complejo tejido institucional. 

México forma parte de la Comisión Económica para AmCrica Latina y es 
miembro de todas las organizaciones especializadas. Además, la participación en 
las diversas Comisiones del Consejo ha sido activa y destacada. Ha sido miembro, 
por ejemplo, de las Comisiones Funcionales de Asuntos Económicos, Asuntos 
Sociales y de Coordinación. Ha sido miembro del Comité de Desarrollo Indus- 
trial establecido como Comisión permanente y, dentro de las Comisiones Orgá- 
nicas y órganos auxiliares, ha sido miembro de la Comisión de Estupefacientes 
y de la Comisión de la Condición Jurídica de la Mujer. 

B. 6. La Corte Internacional de Justicia 

La Corte Internacional de Justicia consta de 15 jueces elegidos por el Consejo 
de Seguridad y la Asamblea General, para un período de nueve aiíos. Para cada 
controversia l a  partes que no tengan un juez de su nacionalidad pueden desig- 
nar un juez ad hoc. La idea de imparcialidad estricta que prevalece en los siste- 
mas judiciales internos donde un juez está obligado a excususe o puede ser 
recusado cuando existen elementos que afecten su imparcialidad, de alguna 
manera se rompe con el derecho de las partes m un litigio ante la Corte de 
nombrar un juez. Sin embargo, en la práctica esta figura del juez ad hoc hapermi- 
tido confianza a las partes de que sus puntos de vista'se escuchen y ha propi- 
ciado el cumplimiento de las sentencias, salvo la actitud de Albania contra la 
sentencia de la Corte en el caso del Canal de Corfú. 

Los jueces son designados atendiendo a su calificación personal de interna- 
cionalista~ destacados y conforme al criterio de que representen a los principales 
sistemas jurídicos del mundo. Tres mexicanos han sido miembros del tribunal: 
Isidro Fabela, Roberto Córdoba y Luis Padilla Nervo. 

Debe hacerse notar que mientras los demás Órganos han experimentado cambios 
cuantitativos en su composición, la Corte ha continuado con 15 miembros, 
estando siempre como jueces, nacionales de los cinco miembros permanentes 
del Consejo de legalidad. En alguna medida esta situación ha influido para que 
los criterios de la Corte en sentencias y opiniones consultivas hayan sido en oca- 
siones de corte conservador y tradicionalista, lo que ha despertado una cierta 
reticencia por parte de los paises del Tercer Mundo para someterse a su jurisdic- 
ción. Una de las manifestaciones de esta tendencia ha sido considerar los asuntos 
formales de admisión de la demanda, sin entrar al fondo del caso. La decisión de 
1966 sobre el Sudoeste Africano, el caso de las pmebas nucleares de Francia que 
llevaron hasta el Órgano judicial Nueva Zelanda y Australia en 1973, y en alguna 
medida, el caso de la Barcelona Traction and Light Power Company fallado en 
19 70, ilustran esta práctica formalista. 

Con todo, la Corte, ha sido una de las instituciona que en mayor medida 
han colaborado al esclarecimiento de las normas jurídicas internacionales y segu- 
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DERECHO INTER,NACW)rjAL PUBWCO 57 

m e n t e  a RL dCIPTroIlo, Por ello es válido,#irmar que la jutiipNQlirei. como 
fuente del daecho internacianal adquiere ,m .pumk época mayor reicvulcia. 
Bastan algunos ejemplos: el criterio para la msdición del mar territorial adoptado 
en el caso de las peaquerías -10-noruegsr. que urojá el &c+a & awiidón 
dC línea de h e  recta; la libertad de navcgad$n en Lar estrechos iatenyqOmlq 
q ú n  se enfatizó en el Caro del Canal de M; el principio de la wI.cibn autén- 
tisr, reconocer la nacionaiidad de.una poeiona, manejado en el c y p  Notte- 
bohn y que después fue adoptado para el m&t,ro de 19 bu- en ,el,art&ulo 5 
de la ~ w l l c i ó n  de Ginebra sobre el Alta m .de 1958; el nc- del 
dere* a la independencia política en el caZiprdc1 Territorio del SJuta Ocxiden-. 
4, etcétera. 

La j&dic"ón de Ir Corte en un asunto m& Eitodor está sujeta al &senti- 
miento de iaa partes. Esta peculiaridad rcwla toda I. limit.ei6ri dd derecho 
mtcmacio&l y subraya el sistema de cooperación fincado en la eoberpoú de lps 
E g w s .  La competencia contenciosa que se &.entre Estodos s#op~& iniciar- 
se cuan* existe comentimiento de ías p m .  El cgnrenti-,pi)cde &ru 
para cada caro concreto o a travCs de la acqptMÓp de la C h w a  Frcco\trtiva 
de Juris&xiÓn Obligatoria. por la que loa -06 ncoaacen como ebligs,toria 
la j-ción de la Corte. ~demáa, se sujqta normalmente r re- da lo 
competencia doméstica, o sea, no se c o n f w  c o m p c ~ a  d tribunal. interna- 
cional para asuntos que se encuentren denire de la jurirdiccib $pt.snm, io que $ 

introduce una alta dosis de subjetividad. obviamente, la recipaoddad por otcor 
E+Qa es condición para la operatividad id la Qbda M¿%@ rutaibió en 
1947. la. CldunilP Facultativa de Julirdiccibn Ob&$ork con 1* re#m -de. ¡os 

J ~ t o  a la competencia contenciosa de 1aaQxte &te la competen& coawl- 
.ti,- que tiare dos características: la primo1 ea *e los dcaQapcs no t h e n  

de ~qlutidod. En ~ g u n d o  lugar se encuenw-diata .no a los hrt.dor* diPo a h 
wcitud de opiniones por la Asamblea C m  y ,el clnwjo.& Sqspridrd y, 
tamMCn, previa aprobación de la Asamblea General. a loa otnrr .+anos,de la 
organización y para organismos especializadq.. , . 

aportaciones a través de opiniones &sultiw ban i p a i  que 
ha.. sentencias, un valor considerable. La apUPióP, pbre el Cuo: BCDprdotte 
(1:?49), que entre otros puntos, ciarifiió I. - . ~ d r d ~ . d e  lujetot de lu organiza-. 
cíon« intenucionaies en el ordenamiento jyí+e.o iptrmPuonJ; la opiillóa mbrc 
el caw Wcrton Gutor de las Naciones Unidaf' $e 1962 aportb dosu inwprc- 
taciones wbre l u  competencias del Consejo dt Seguridad y de la Asamblea Cc- 
neral en el campo del mantenimiento de la .paz. 

. . 

S- V h n ,  Modeao, Síntesis del Deme* I n t q n u h 4  Iwtlnito dr ikrccho 
&b, UNAM. MCxko, p. 84. 
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RICARDO MENDEZ SILVA Y ALONSO COMEZ-ROBLEDO V 

2. EL SISTEMA INTERAMERICANO. LA ORGANIZACION DE LOS 
ESTADOS AMERICANOS 

México obedece a una dualidad de fuerzas en su vida societaria. Internamente 
lo mueve un acentuado nacionalismo; internacionalmente lo condiciona una 
vocación universal de solidaridad y cooperación. Ambas constantes se sintetizan 
en una actitud pacifista, en un respeto irrestricto hacia los demás Estados y en la 
participqción constructiva de regímenes internacionales. 

La cooperación en el continente americano se remonta al origen mismo del 
Estado mexicano. Anteriormente fue mencionada la participación de México en 
el Congreso de Panamá y la importancia que se le concedía al mismo. Guadalupe 
Victoria felicitó en 1826 "al continente americano por la aproximación de un 
suceso que recordará la historia como el de mayor trascendencia que acaso podrá 
o c u w  en el siglo d i e c i n u e ~ e . ~ ~  

En el año de 1840 México fomuló una invitación a las repúblicas ibero-ameri- 
canas para realizar una asamblea de plenipotenciarios para arreglar el derecho 
internacional de la región y fortalecerse a través de la unión.56 

Toda la primera etapa de intentos de cooperación se da entre países hispano- 
americanos y se caracteriza por el desencanto y la frustación & los resultados. 
Se inscriben en esta línea de expectativas irrealizadas los congresos de Lima de 
(1847-1848) ,  de Santiago de Chile (1856j ,  de Washington de (1856)  y de Li- 
ma (1864-1865).s7 

La concreción de los intentos sólo tendría lugar cuando se involucró el in- 
ter& de los Estados Unidos al salir, en la última cuarta parte del aiglo XlX, de su 
letargo aislacionista y buscar fórmulas y mecanismos para hacer efectiva a la 
polivalente Doctrina Monroe. En efecto, el señor Blaine, secretario de Estado 
norteamericano, percatado de la creciente penetración económica de los países 
europeos en la América Latina, propuso la celebración de una reunión para in- 
tensificar la cooperación económica de los países del continente.58 La 1 Confe- 
rencia Panamericana, celebrada en Washington en 1889 y 1890 y que inauguró 
el movimiento del panamericanismo, concebido como un sistema de conferen- 
cias, creó una Oficina Comercial de las Repúblicas Americanas que se encontró 
bajo el control precisamente del Departamento de Estado norteamericano. 

Tres estadios históricos dividen la marcha de la cooperación interamericana. 
La primera, los fallidos intentos del universo latinoamericano. En segundo tér- 
mino la cooperación a través del sistema de conferencias a partir de 1899 hasta 
1948. Y la tercera fase con el nacimiento de la OEA en este Último año. 

La evolución en las fases Iiistóricas apuntadas ha sido rica e interesante. 4 

55 Archivo Histórico Diplomático Mexicano, Un Siglo dr Relaciones Internacionules de 
México. Ed. Pomia, México, 1970, p. 9. 

56 Idem., p. XV. 
Scara Vázquez, op. cit., p. 173. 

58 Thomas, A.V.W. y Thomas Sr. A J., La Organización de Los Estados Americanos, 
Biblioteca Uteha de Historia, México, 1968:~ .  15 
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60 RICARDO MEKDEZ SILVA Y ALOKSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

la Solución Pacífica de Controversias (1948) y el Tratado ínteramcrican.> de 
Asistencia Recíproca (1 94 7). 59 

Originalmente la estructura orgánica estuvo compuesta de: a) La Confe- 
rencia Interamericana; b) La Reunión de Consulta de Ministror de Relaciones 
Exteriores; c) El Consejo; d) Las Conferencias Especializadas; e) Los Organismos 
Especializados. 

El 2 7 de febrero de 1970 entró en vigor el Protocolo de Buenos Aires, adop- 
tado en  1967, que intíodujo reformas a líi Carta Constitutiva original de 1948. 
Entre ellas aparecen modificaciones a la estructura orgánica que, como ha seña- 
lado el mrtcstro César Sepúlveda, tuvieron por fin adecuame a la composición 
orgánica de las Naciones Unidas, abandonando la rica y d i o s a  tradición propia 
del interamericanismo. Los nuevos órganos son ahora: a) La Aaamblea General; 
b) La Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriorcr; c) Los Conse- 
jos; d )  El Comité Jurídico Interamericano; e) La Comisión lnteramcricana de 
Derechos Humanos; f)  La Secretaría General; g) Las Conferencias Especializadas; 
h) Los Organismos Especializados. 

c) La creación de un derecho internacional regional y la contribución al desa- 
rrollo del derecho internacional general. El período de cooperación interameri- 
cana que se acerca ya a los 100 años en sus diversas fases ha sido extraordinaria- 
mente rico en contribuciones al derecho internacional, en algunos casos, superior 
al conjunto normativo general. El actual artículo 18 de la Carta de la OEA prohí- 
be la intervención directa o indirecta por cualquier motivo, en los asuntos inter- 
nos o externos de cualquier otro. Se comprende m el enuncido la prohibición 
de usar la fuerza y cualquier otra forma de injerencia o de tendencia atentatoria de 
la personalidad del Estado, de los elementos políticos, económicos y cultura- 
les que lo constituyen. Tal disposición, lo mismo que las contenidas en el capí- 
tulo de Derechos y Deberes de los Estados encuentran su nutnente en los do- 
cumentos aprobados en la Conferencia de Montevideo de 1933. Menciones 
semejantes no existen en la Carta de la ONU. Sólo desarrollos posteriores llegaron 
a la definición de principios semejantes, y,  ello, sobre la base de  la experiencia 
interamericana. Igual aseveración es válida para el derecho de asilo que se ha 
ido conformando para la cooperación jurídica regional. 

Debe enfatizarse lo suficiente que la preocupación por el derecho intema- 
cional está latente desde las primeras reuniones. La Segunda Conferencia Pana- 
mericana de 1902 arrojó un Tratado de Arbitraje Obligatorio, un Pacto sobre 
extradición y patentes y marcas, así como la afirmación de  Ir Cláusula Calvo. 
La Tercera Conferencia de Río de Janeiro de 1906 dio precirión a la Doctrina 
Drago. Particular relevancia en la historia del movimiento ron las Conferencias 
de 1928 y 1933. La primera de la Habana aportó siete Convenciones que cum- 
plieron una importante función codificadora sobre los siguienta temas: condi- 
ción de extranjeros, agentes diplomáticos, agentes consulam, tratados, asilo, 
neutralidad marítima y deberes de los estados de guerras civiles. La segunda, de 

59 Los mencionados tratados fueron aprobador internamente por decretos del 17 de 
novicmbrc de 1948 y publicados cn el Diario Oficial de 22 de noviembre del mismo año. 
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DERBCHO INTERNA-AL WbLiCO 61 

M Q I I ~ . &  a luz la Declaración-de DaapRar y Pacror deler.Eb.dorqw 
W .la fecha m l b  de penramimto- q% r ~ r ~ ~ t p  19 46% j~ídiF. de lo* *. &i coatinmte en lar relaciones SnttPc#rtJcl, .  Conf- Pm- 
bkmu de Ir Guerra y de la Paz de 1945, eitre un amplio catüogo de..-, 
ppvnw Ir ..-a &l regionalismo junte id, sistema u n i v d . ,  Esta .&S del 
gnqw h@noamcdpitI qiqedó plrumada co ol,sapítyio VI11 de 1* e de .bu 
NWi011qc U*. 

8 ~i IX ~opqc l ibp~a  ~awnericana a n u & ~  1s aopariQ c y . t ~ c t a i  
m tqpo al e$ motor de la OEA. Analim ~ m , $ q u i e r a  +&u+o mqco 
jurídico que rugi6 con la Carta de BogotH umpa al límite impuesto d pmmte 
tnbap. Como juicio del significado del aparato interamericano rcaultaate, cita- 
moa laa palibnr del maestro CCsar Sepúlvadr.. "La Carta de la OEA u un ins- 
trumento fonnidable, 'que exhibe en ru cl&&acGfi grandes dbw de t.lento e 
imaginación y excelente técnica jurídica. . ."M 

Dificil ha Udo la cooperación política d w .  de Iq OEA pr 1% inf@@a de, 
un socio mayoritario, erpeciaimente en ¿pasa m 1aa que lor & t k e s  de ka 
superpotencia se han medido con laa de la superpotencia rival y cuando los 
vHntb ad d b i o  s o c i d  y las soluuones ilialud'iiiiu h a n - F t o  mi entre- 
di&o la hegZmonía y la' soluch5n unid@ieiiYbnai norteamMc!~. T& la d&- 
aSáP de loa racnta time como nota cáfniLlnci%i la contkncih 'a: lr i-dkci6n 

con la Ma did Cutbe. A 
cÚmpti6 con* &iolú-, 

be% OEA; MCxico fundó su ertrictámehte 1 9 :  $ h d $  
válido el regionalismo, m acción en m g t d  dr,$nant&iento de lá~pk,'en el 
&pÓ ~tpec&b; de la aplicación de irle&&# c o d t I v j ,  de c&~o& con, 
d a&culo '53 de, la b i t a  de la ONU,'i61o '-e pkoceder por 108 -08 

re&&eh baja la autotsdad del Conaejo de b&ridad. Lbr atm$e, por ii'.neip- 
tivn pira romper teiaciinca diplomátk J ce-Irrc'éhba, mcidwon't$úe -o +las- 
tCrjti -¡a de aolidtar una opini6hin~hfaicio~ a- la Cotfe I n ~ d  
de Jurticia sobre la legalidad de las sanciones d& OE%;'hI pro$udt& ntmCh fue 
recogida por lo8 demás miembros de la orgPnYlción regional. 

La wntedón fracató, por lo menos haata ahora. Loa años setenta ttuucu- 
rricroo bCjo J signo de la pluralidad de mo- gm el continente ,y de hgmmli- 
(I.OKIDL *dal ~eq.tevOlucionruio que &&es& Mdal Castro, A de 
1'964,4aSWi R e d b  de Gomulta de Riclw MEsA.dcddi6 - _i ' " ' .  .; 
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62 RlCARDO MENDEZ SILVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

dejar m libertad a los países miembros para levantar unilatrrahacnte ha sancio- 
nes. No se llegó a la solución de levantar colectivamente laci sanciones, pero la 
fórmula adoptada de cualquier manera comgió la injusticia y Ir irracionaiidad 
de 1964. 

El desnivel de fuerzas entre los Estados Unidos de Norteamddca y la$ desuni- 
das repúblicas indoamcricanas sólo ha podido ser contramstadb, m alguna me- 
dida, por el desarrollo del derecho internacional. La defensa de los postulados 
jurídicos, el apego escrupuloso a las normas regionaies de con*ivencia han sido 
para México condición de supervivencia y poda  fundamental de negociación. 

111. EL DERECHO DE LOS TRATADOS 

La Convención de Viena del 23 de mayo de 1969 

El instrumento por excelencia y a la luz del cual deben wr. oaplizadaa hoy en 
día la mayoría de las cuestiones relativas a la celebración de loa traiados interna- 
cionales, es la Convención de Viena sobre Derecho de loa Tratados suscrita el 
23 de mayo de 1969, actualmente ya en vigor, y de la cual MCxico es parte por 
haber depositado su instrumento de ratificación ante la Secretaria General de 
Naciones Unidas.61 

La primordial importancia que debe serle otorgada a la Convención de Viena 
de 1969 radica en el hecho de que no solamente la mayor parte de sus disposi- 
ciones intentan codificar el derecho consuetudinario relativo a 1- tratados, sino 
que además, y siguiendo el mandato confiado a la Comisión d e ' k e d i o  Interna- 
cional, están consagradas una serie de disposiciones que representan desarrollo 
progresivo del derecho internacional, y que por consiguien@ son verdaderas 
innovaciones de gran importancia. 

Esta Convención, cuyo ámbito de validez se circunacribe a loa tratados cele- 
brados posteriormente a su entrada en vigor, no va a regir en forma íntegra el 
derecho de los tratados, pues entre otras cosas, sólo será aplicabie a los acuerdos 
internacionaier suscritos por escrito entre los Estados; así, no miamente excluye 
los tratados orales sino también a los que se concluyen con la# oganizaciones 
internacionales, o entre estas mismas. 

61 Para todo lo relativo a los tratado8 internacionales, remitirse a los A d o s  de h C'omi- 
sión de Derecho Intemaciqna& 1950, 1951, 1952, 1953, 1954, 1956, 1967, 1958, 1959, 
1960 - 1965 y m especial el correspondiente a W66 en donde u eanratri el hyecto de 
artículos definitivos. En lo que concierne a lo1 Tmtados concluidos por hu m i d o n a  
intemaciodes, ver los de 1972, 1973 y 1974. Iguaimmtc ver. C o n f c m ~ k  de hc Nocione: 
Unidas sobre el Dmcho  de &S  ritod dos. períodos de d o n e a  prima0 y -do, Vi- 
26 de marzo - 24 de mayo de 1968 y 9 de abril - 22 de mayo & 1969. Docummtoi oficia- 
les, AICONF, 5911 l/Add. 2. 
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hi ,  para IOB efectos de la Convención de W9, bt va nitendá $or 'k i tdo",  
un aew)Clo in#rnacianal celebrado por o cntrt Eitado$.jr re@¿ @&r él 
d d o  intamcional, ya cotrste 'm un tnto @iba o en'bor o.t&%stru- 
mentos conexos y cuaiquiera que sea su den&& partidor. 2 .  1 , 

',Si iedeMUeiÓn excluye a los acuerdb;a qpe at c d k h  con .mg&nbMenw 
E i ~ h d e s  (a entre las miamaa), se debe& lorkgiaa que l& ron &lk!ablei 
soh, tin cierto8 aipectoa, M tanto diver& & g n a & a  @e loi%* 
m e  16s Estados, y se quiso que la Conv& nbL& convirti& eii%lgo m& 
complejo de lo que ya en sí podría resultar. 

De le. defmición dada por la Convención 4 X i c ~  se excluye,& ia cptcgorh 
de tratacbs iguaimente a los convenios que se &libren entre Estodos e individuos 
o sociedades privadas, pues Cstos no son sino "conmtos internacionales"; nor- 
mrhm*nta! ei~dnecho aplicable a dichor+ptlladDI oraigrin aiutcma de in- 
t e s i m j a q  erto último es una cucatión mudo di abmpleja; . ' . .' 

- Lol adaioi quedó ciaramente establecido saa d <Isro del kn(ldQ-iriiridnLOfl 
Co., en donde la C.1 J. analizó los efectos de un1'0ptnto de c o a c a h  argb w 
gebicmo' y una sociedad privada e x t r a a # r a i d a ~ ~ d o  que dqpbWiculo 
coatr9ctuai entre ambos g0bicmxw.a >t.,. . 1 

. . ' ,  ' 
. . S  , ' 

. .  . ' < : ,  .,. 

' . I  i 

t .  . .  7 : , , 

2. CAPACIDAD PARA C O N ~ ~ R   ATADO$:" 
L : - . , ,  a;' . . ' .  , ' .  , . . .  , 

8i h phob&dd internacional es condicibiIb&esdm para pomr 
iaacnucibnd" para celebrar tratados, esto. r h - c j r p ~ a  i& aw@&:Q ibpad 
cldiltl dd hdlvlduo en csrc ttrri?no. . f . .  . :  +.., ., ,<. j , 

.. . . . I < 7  C '  

fcderai, pues N por una parte en Amdriea m - p o d r a p o ,  .ce-.up.iprobi-. 
b#i6a .JBaslyta para los Estados miamlsror de- pprr odrb~~,dir~$a- 

rr f&d@d urdwh de le federación: arttcJO lL7S f#cciea I ) , g -  -m- 
w.m c4mo c iau i  cdtiicioneil, como 1 8 4  k R d b l i c r  Fede&ib$ba=.  
da c+,lr 4 ia4uWderiQOn HelvCtica autanrffn4w. &tacha riaLnbior r &T. 

lb*, mbw ckqas materias dcasmw3MiC#ipar~.dciapn..k@m e& saleta 
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64 RICARDO MENDEZ SILVA Y ALOKSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

control de las autoridades federales para evitar cualquier violoción a la Consti- 
tución federal. 

Es interesante señalar que en el proyecto de artículos adoptado por la Comisión 
de Derecho Internacional en 1966, se preveía expresamente la capacidad para los 
Estados miembros de un sistema federal, de celebrar tratados siempre y cuando 
la Constitución federal así lo admitiese (artículo 50., párrafo 20.). 

Esta disposición que no será recogida en el texto definitivo, por oposición 
precisamente de los Estados con sistema federal, no implica sin embargo que 
dicha capacidad no sea reconocida en derecho internacional cuando así lo con- 
sagre el orden jurídico interno. 

3. ORGANOS COMPETENTES PARA CELEBRAR UN TRATADO 

En principio no existe ningún problema serio en lo que se refiere al órgano 
competente dentro de un Estado para concluir un tratado; en derecho interna- 
cional sólo existe una "presunción" en favor de los órganos de los Estados encar- 
gados de las relaciones exteriores. 

En donde sí  existen demasladas dudas es en saber cuál es el órgano compe- 
tente que debe celebrar un tratado en representación de una organización inter- 
nacional, pues ésta no puede decirse que posea un funcionario comparable a un 
jefe de Estado. A falta de disposiciones explícitas que deleguen la facultad de 
concluir tratados a un órgano específico, algunos autores (Dupuy, Peny) consi- 
deran que el órgano competente debe ser el "Órgano plenario", esto es, aquel 
órgano en el cual se encuentran representados todos los Estados miembros. 

Sin embargo nosotros pensamos que la tesis que más corresponde a la realidad 
es la sostenida por Paul ~euter.6' Según este autor, no existiría un Órgano Único 
que esté investido con el poder exclusivo de concluir tratad-, sino que por el 
contrario existiría una pluralidad de órganos. En el seno de una organización 
internacional cada órgano puede en principio ser competente para celebrar tra- 
tados, siempre y cuando el objeto del tratado caiga dentro del marco de atribu- 
ciones que le sea propio a cada órgano en particular. 

Así, si por ejemplo, se planteara un tratado de tipo militar dentro de la Organi- 
zación de Naciones Unidas, en este caso sería el Consejo de Seguridad quien 
debería ser competente para concluir dicho acuerdo. 

Que esta tesis sea más congruente con la realidad, nos lo demuestra la protesta 
enérgica que planteó la Unión Soviética como consecumcia de haber celebrado 
el secietario general de Naciones Unidas un tratado de indemnización por daños 
con el gobierno belga, a raíz de los incidentes que se produjeran por la interven- 
ción de la Fuma de Emergencia de Naciones Unidas en Ir República del Congo 
(1960), a f i i ando  la Unión Soviética, que o1 secretario general no tenía capaci- 

63 Reuter, Paul, Institutions Intmrocionaks, Collection, Themir, P.U.F, Parh, 1974 
(80. ed.) p. 405. 
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,dr~ prua costa dicho tratado sin autor&$jÓy arpc«o del C(>hrsiol dc 
ridod,e4 , . . 

.. i:? 

4. CONCLUSION DE Y?j TRATADO 

s i  to&&s ci tdrmino & .''concl&ón" 4 sentido estricto ,de uo;'-tqtta&. 
debemos dirtllyluir la etapa d¿ la redawión-yl pdopciaa del te*, y qk@ia.por 
la que ae expresa el coiwntimimto en .S- obligado (btado !ibYPF/3dor", 
"qmpatpnte" y "parte." Convención de Viaip., wtícyl~ 20.. e),f).y &&general 
la cx~pcrión d d  consentimiento en obügnr~,~qide isMaifertucro,yirc.~,que ha 
co-o la etapa de la adopción del tex:o n(lociado, y a t o  cos@tuyc un m 
cep totalmente divaso. a . .  

Laqfornw de manifestación del c a a r ~ ~ t o  m obiiBMIgqtwa qatpbio 
pu;dcp de índole muy +versa, rigiendo ej.prinupio ,de un ~cgmmpmliamo 
no f o m ' . .  De ahí que la Convencióp do,-- euipule que.up puede 
exprcy  su conaentimiento m cualquier f o q  que hubiese c+ (a$culo 
1,l;deJa-Qwcncibn de Vima). . " .  . , . . 

, . s. . 
Un tratado, puede disponer que la ~ola"'@ma" aea nificiarrte p w  qpedPT. 

0-0 p ~ r  un tratado (artículo 12, &nvcpq#n dc.Viena);.pgq qn  caros 
u &&&o&máe la "ptificación" del mi&&y sóia entancm adqatiqr~~obliga- 
t&*d (articufo 14, Cywención de Vien+). ., 

cuando d tratado así lo dirponga o c u a n d ~ , q  se deaprenda de la intención de 
las Darter (Convención de Vi-. artfcdoJ l'4-ff.' 

En w&o, como en una Igui mayor& d&p+l,.l~ compettadp rt-te ai 
poc&iqhto .. . . , iuterno de ratifiación ,n c m  ; ~ o r  la p O Q Q C L ~ v o  y 
lqblativo; en nuestro orden corutituc@d. & gie It R l p ó w  u&- 
mente puede llevar a cabo la ratificación de un tratado internacionai, si con ante- 

existió 1. aprobación de dicho trotrdo~pt parte de la eiiairri.de'Sláado- 
res (micolo 76, fraccitín 1). 

&a bnwnción de Viena menciona a la "&ptaciba y aprob&6nn cahio una 
de& p*@ formor por la8 cuales un btda p c d e  Illuiifertar u .- 

. . 
vase oU@o por un tratado, pero el. SoMfo no r difercaak de la 
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66 RICARDO MENDEZ SILVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

ratiñcacián en una forma substancial,e su introducción en ia práctica internacio- 
nal se debe en gran medida a que por medio de este tipo de procedimientos se ha 
podido, en ocasiones, eludir los requisitos de orden interno que exigen el consen- 
timiento previo del poder legislativo para llevar a cabo la ratificación. 

El tratado va a producir efectos jurídicos a nivel internacionai en el momento 
en que los otros Estados parte reciban conocimiento de lantificación, aceptación 

' 

o aprobación, a trav¿s del intercambio de instrummtos, o de su "depósito", en 
poder del depositario, si éste es un acuerdo multilateral. 

De acuerdo con el derecho constitucional mexicano, se a f i i  que si el presi- 
dente de la República ratifica un tratado que ha sido desaprobido por la Cámara 
de Senadores, dicho tratado sería inválido en el ámbito del derecho interno; esto 
m virtud de que a partir de la reforma del 18 de enero de 1954 el articulo 133 
constitucional en vigor establece que todo acuerdo internacional que celebre 
México debe de estar de acuerdo con la Constitución para ser jurídicamente 
válido. Pero igualmente se afirma que en caso de que el tratado internacional 
hubiese sido ratificado sin la aprobación del senado, que en esa hipótesis el 
tratado sería válido en el ámbito intemacional.66 Si embargo, esta Última aseve- 
ración no es del todo exacta, pues si incluso antes de que se cdebrara la Conven- 
ción de Viena de 1969, ya era factible en base al derecho internacional consuetu- 
dinario alegar la nulidad de un tratado en violación flagrante con una norma funda- 
mental del derecho nacional, en la actualidad con mayor razón, y máxime des- 
pués de la entrada en vigor de esta Convención, no parece que pueda haber duda 
de que en la hipótesis antes referida, México podría invocar la nulidad (re- 
lativa) del tratado por haber existido un vicio de consentimiento. En dicho caso 
MCxico invocaría el artículo 46 de la Convención de Viena que expresamente 
faculta al Estado a alegar la nulidad del tratado si tete fue celehado en violación 
de una disposición de su derecho interno, concerniente a la competencia para 
celebrar tratados, cuando dicha violación haya sido manifiesta y hubiere afectado 
una norma de importancia fundamental de su derecho interno. 

5. REGIMEN DE RESERVAS 

Es frecuente que uno u otro Estados que participen m una convención multi- 
lateral dede, por una u otra razón, quedar liberado de ciertas dbiigaciones que se 
encuentran establecidas m el tratado internacional. 

66 La C o d n  de Dmcho Internacional ha precisado que la ''.CCpUaÓn y la aproba- 
ción" pueden conrtituir una forma simplificada de notificación pero sin ¡a compkja inter- 
vención parlamentaria. Anuario de h Comisión de Derecho IntetnacioruJ 1966. vol. 11, p. 
216. 

€6 Va Teni Ramírez, Derecho Constitucional Mexicano. Ed. P&, MCxico, 1972 
(lle ed) pp. 36-39 y 415419. El maestro Céw Sepúlveda reli.l.ba hce tiempo ia ten- 
dencia hacia el decrecimiento de la ratificación que podía percibi en parte como rmultado 
de los llpmdor "convenioi ejecutivos" en los casos ( E d o i  Unidos, MCxico, etcétera) en 
que u rqukrc ¡a inmwnción del Legislativo. Va, "informe gen& del profesor Césu 
Sepúlveda, en ocasión del VI Congreso Internacional de Daecho Compado", celebrado en 
Hamburgo m 1962. 
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6t) RICARDO MFSDEZ SILVA Y AMKSO COMEZ-ROBLEDO V. 

La Convención de Viena de 1969, no sólo se ajusta a loa principios estableci- 
dos por la Corte Internacional de Justicia en su fallo de 1951, &o que incluso va 
más allá, flexibilizando así en mayor grado el régimen del sistema de reservas. 

De acuerdo a la Convención de Viena, d un Estado emite una reserva y otro la 
objeta, esto no constituye ningún obstáculo para que el tratado entre en vigor 
para ambos, salvo que el Estado objetante manifieste en forma inequívoca la 
intención contraria. Pero además basta con que un sólo Estado contratante haya 
aceptado la reserva para que el Estado que la ha formulado sea considerado 
como Estado parte en el tratado (articulo 20, Convención de Viena). 

Esto nos demuestra cómo el régimen tan liberal del sistema de reservas consa- 
gado por la Convención de Viena ha hecho que se produzca una completa in- 
versión del antiguo sistema rígido. En tanto que en este Último u exigía la acep- 
tación de la reserva por todos los Estados contratantes, ahora ea necesario que 
todos los demás objeten la reserva expresada para que el Estado reservante no 
pudiera llegar a ser parte del tratado en cuestión; con esto se pierde más aún la 
significación práctica que tenía la limitación del respeto al objeto y fin del tratado. 

A la b w  de toda esta concepción parece encontrarse la idea de que basta con 
que se acepte la mayoría de las disposiciones de un tratado, para garantizar la 
eficacia e integridad del mismo. Con razón se ha dicho que desde el punto de vista 
normativo, y respecto del efecto de las reservas dentro de la Convención de Viena, 
parecería como si estuviéramos m presencia de varios tratados, uno de los cuales 
representa al tratado en forma integral, y vincula a los Estados que no han 
hecho reservas entre ellos, en tanto que los otros serían traidor amputados y 
vinculando a cada Estado que ha formulado una reserva con los otros Estados 
que los consideran parte del tratado+@ 

6. APLICACION DE LOS TRATADOS 

6.1. Efectos de los tratados en reiación con terceros 

La regla general en derecho internacional es que los tratados sólo crean 
derecho y obligaciones respecto de las partes contratantes; como consecuencia 
de la aplicación del principio res inter dios acta, un tercer Estado no se ve direc- 
tamente vinculado por un acuerdo internacional salvo que así lo haya consentido 
en forma expresa. 

La Convención de Viena se apega estrictamente a esta regla de derecho con- 
suetudinario; pero al igual que ella admite la Convención una cierta relativización 
de la norma genera en tanto que posibles excepciones. 

Así, para que un tratado pueda dar origen a una obligaci6n respecto de un 
tercer Estado, se exige la intención de las partes contratantes m utablecer dicha 
obligación además de la aceptación formulada por escrito por parte del tercer 

@ Reutcr, Puil, Introduction au Droit des Traités, Col. U. Amund Coün, Puih 1972, 
p. 93. 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                                                                           
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1981. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=3847



W d o .  Lo mimó se apüea a la intencib de eciu 'Un -dmchd paWU'-'%arao, 
paa ¿n este Ciltimo caso el asentimiento re p b m t  faktí~ubr $4,31.'p 36, Can- . . , , 

wnción de Viena). . . a , - 

Aparte de ette procedimiento por el cual exttnaer *VA & b e r -  
da coktebai h aplicación de ciertas dhpadcklarr,& tcroerot'Fnt*aor, da'quepor 
ello se csnvi¿rtrsi m p a k s  del trata&. i~~ pueden mr(ii''efWa tir &&las 

. h . .  de ttnltratada wr vía cansuetudinatia. ' " . .  . 
Asa' por ejemplo, la situación jurídico-intdiaircioni9 de Suizi;~baorlddcomo 

' 

un üsbrdb ntittnl por todoa los miembl;ór de W'c~munidad intcniaCiah~;ar eon- 
#caen& de loa mtad~ de Viena de 181 5 BCil'don& tJnci#mhte n'hnsagr6 
&a neótra6d.d. 

* .  .. ' .> . . 

Es' por ello por lo que la Convención de 'WhnP i f h a  que nridr iiirpí&pah 
que una noma enunciada en un tratado, llypre a ser obiigatoria para &terca 
Fatido como noma &msuetudinaria de 'dh.ethk, intm+cionat. . . 

-Poi último, otro mecanismo jurídico múyshtHierida p m  ahpBir G ' t k e t b s  
lcgates ,de U tratado respecto de vatios E-; n l s  1lrm.Q- "ilioitr di la 
tiatión m& favo>ttCida",~ aunque ésta no es' t0: dc dispwi80a erpctf*1 &íro 
dt-'la &nvenei& de Viena. 1 2  -:. - , . < ,  

Esta cláusula qUe tt muy frecuente 'ntrEdleterk'eir los rhradm .de tfpo 
comercial, y a través de la cual los Estados la obligan a otorgarse el tratamien- 
to favonbie qiie acordaren en el fútuftiY irn tmcf Estrabr ea dm'imka- 
n&mo qüe cm forma nipida y sencilla~pt& p&der a h m-Óclifi&%n de 
la porte diapositiva del tratado por la sola refqcncia al texto mistno Uci.&$crdo 
in&r@onai. 

:;e . , 

6.2. Aplicaci6n dc tratodos sucesivos cuncernicvt1c.s a la misma motmia . . t . ,< 

Si exirte un problema que ha sido de rnuy;W~.ll ralucih ai~eldcmba mo. 
demo de. los tratsdos, es prcciwnente el pullrv ,refsraite ii l.,-eoacurwdr de 
tratados sucesivos. . . q  

En derecho internacional puede sostenerse h terir según la cud ia incompati- 
bilidad de dos obligaciones no produce m prb&@a b ~ ~ i ó n  o nuBdad de 
la obligación anterior, ni de la obligación pmerior; las coiuecuenciu de esta 
hc.m)litibiliQd se sitiun en el plano -de la rrpc,nrrbiii&d fntaawba4. EYI- 
~ i i r c l a ~ I l i d r d a u t C n t i c a e n c r o o ~ q r t c r ~ ~ e r q r ~ a ~ d c  
loa dmrr,s ~ a t u i o s  no puedan constituir w* rrrnbnico. y par ab Oiat6 la 
apibdóa úe uno rppone lo viol.ci6n dei at rw~.  , i C  

--t. porici6n que adepta la Convtn&h-?h Viun* :robre cWe 
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70 RICARDO MENDEZ SILVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLm V. 

ia concepción según 1. cual los conflictos entre tratado1 debsa ra renieltos en 
función de k prioridad relativa de normas contradktoriu, y no en función de 
la nulidad del regundo tratado.* 

En m articulo SO ia Convención de Viena establece como regía general que 
C un tratado eapecifca la forma en que deberán interpretame rus relaciones con 
otros tratados anteriores o posteriores, en ese cuo  dicha dLpoución deberá 
prevaiecer sobre cualquier otra (artículo 30, párrafo 20.. Convención de Viena). 

Si es el cuo  de dos tratados sucesivos en los cuales todos los Estados partes 
en el primer tratado son igualmente partes en el rcgundo, normrlmuite la prio- 
ridad deberá ser acordada al tratado celebrado postaionnentc: "el tratado 
anterior se aplicará únicamente en la medida en que m18 dkporiciones sean 
compltibles con las del tratado posterior" (artículo SO, pirrfo So., Convención 
de Viena). 

Pero va a ser sobre todo en relación con dos tratados que vinculen grupos de 
Estados diferentes. que el problema será mayor. La ConvmQón de Viena parte 
de la hipótesis de que es posible distinguir y tratar m forma wpnrod;t dos órde- 
nes de relaciones jurídicas: por un lado aquélla de los Estad01 partes en los dos 
tratados, y por otro aquellas que se originan entre un Estado parte en los dos tra- 
tados y un Estado que es parte solamente en uno de los tratcidor. 

Cuando lu partes en el tratado anterior no sean todu ellu parta en el tratado posterior: 
a) en Lr rciaciones entre loa Estados partes en ambos tratados, ae apiicará la norma 
enuncia& en el párrafo 3; 
b) En i a ~  relaciones entre un Estado que sea parte en ambos tratados y un Estado que 
sólo lo r a  en uno de eUoi. los derechos y obligaciones recíprocos u regirán por el 
tratado en el que loa dos Estados sean partes (artículo SO, párrafo 4). 

Lo anterior se aplica sin perjuicio de ninguna cuestión de responsabilidad en 
que pueda incurrir un Estado por la celebración o aplicación de un tratado cuyas 
disposiciones sean incompatibles con las obligaciones contraídu con respecto a 
otro Estado en virtud de otro tratado. 

6.3. El régimen de nulidad aplicable al acuerdo internaciond 

Si la declaración de nulidad es la consecuencia lógica del reconocimiento de 
la invalidez del tratado, entonces en la medida en que el da& de los tratad- 
prevé la teoría de los vicios del consentimiento, en esa i a m a  rncdida va a prever 
la teoría de las nulidades, y es por ello por lo que no sería vedad pretender que 
el régimen de nulidades sería un desarrollo reciente originrdo en la Convención 
de Viena. 

Esta es la posición adoptada por sir Humphrcy Wddok m coatnporwión a lo ros- 
tenida por el relator anterior en la C.D.I., sir G e d d  Fitzmauricc, para quien debía de dutin- 
guinc entre tres diferentes tipos de tratados: recíprocos, interdepadicnta e integrales. 
Ver, "Ser. Informe" Annuaire de la C. D. 1, 1958,II; "Comentario uticulo 19 del Proyec- 
to y 20. Informe", Annuaire de & C.D.1, 1963.11, p. 62. 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                                                                           
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1981. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=3847



Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                                                                           
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1981. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=3847



72 RICARDO MEPiDEZ SILVA Y ALOEiSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

pendiente de vicio del consentimiento, sino sólo uno de tantos medios posibles 
para obtener el consentimiento mediante "dolo". 

Sin embargo. en los Informes de la Comisión de Derecho Inhrnicional, quedó 
muy claro que la mayoría consideraba que la corrupción dnvirtuaba de mo- 
do muy especial el consentimiento, y que en virtud de quc no era una hipótesis 
nada excepcional en la práctica, debía por ello incluirse en fowii apecífica. 

Es cierto que aqui la Convención de Viena parece haber introducido un nuevo 
vicio consensual; pero de cualquier manera parece justificarse por ser una causal 
muy particular y especialmente grave. 

Todos los vicios de consentimiento hasta aqui enunciados pueden ser alegados 
únicamente por el Estado cuya voluntad ha sido viciada, y como consecuencia 
tiene solo él la posibilidad de convalidar el tratado. Esta pdbilidad, mencionada 
por la Convención de Vicna (artículo 45), es justamente la caracteiística esencial 
de la nulidad relativa en la teoría general del derecho. 

El tratado que se vea afectado de nulidad absoluta, no po&i u r  convalidado 
por ningún Estado, pues a diferencia de la nulidad relativa, u considera que 
aquí el intetés juridicamcnte protegido no es un interés particular, sino por lo 
contrario un interés de orden general, careciendo así de todo efecto jurídico. 

En derecho internacional estarán afectados de nulidad abmluta, los tratados 
celebrados bajo "coacción", y aquéllos concluidos en oposición con una norma 
de jus congens. 

La Convención de Viena distingue la hipótesis de la coacción ejercida sobre 
el representante de un Lstado (artículo 51 ), y la coacción que se pueda ejercer 
sobre un Estado por la amenaza o el uso de la fuerza (artículo 52). 

En el primer caso se entiende la coacción que se ejerce en contra de la persona 
del representante y no en contra de su calidad de Órgano de Latado (esto último 
equivaldría a una coacción directa en contra del Estado), pudiendo comprender 
todas las formas de intimidación o violencia no sólo en contra de su propia per- 
sona sino también en contra de su carrera, o bien por la ammaza de perjudicar 
a un miembro de su familia. 

Es verdad que en ciertas circunstancias no es prácticamente posible la distin- 
ción entre la coacción de un representante en su capacidad de órgano de Estado, 
de la que se puede ejercer sobre él en su capacidad persona1 Únicamente. 

El incidente más famoso sobre esta dificultad de distinción. es el tratado ger- 
mano-checoslovaco de 1939 por el qüe se creaba un protectorado alemán en 
Bohemia y Moravia; tratado celebrado a través de intirnidaciones en contra del 
presidente Hacha, y de amenaza del uso de la fuerza en contra del propio Estado 
de Checoslovaquia. 

.\un y cuando existe, pues, el problema de su diferenciación, la Convención 
de Viena las coloca en artículos separados, en virtud de que desde un punto de 
vista jurídico son dos categorías un tanto diversas. 

Por lo que se refiere a la coacción sobre un Estado por la amenaza o el USO de 
la fuerza. se plantea el problema del ámbito de validez temporal aplicable a los 
tratados celebrados bajo dicha hipótesis. 

Algunos autores han discutido todavía el problema de la validez de los trata- 
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DERECHO INTERNACIONAL PUBLICC) - . 73 

d w  &temidos por el uro de la fue- a partidel Pacto de la Sodsdddr #a&+ 
MI y del Pacto. md*Ke l log  & 1928; sin.smb8rgu -ya nadied po~lc en duda el 
hecho de que todo tratado cekbrado bajq 1. MCIYI~~  O 4 m16 d e  la..f*nzo a 
plrtir, de. la en vigor de la Csrta de M o m  UNllnr 4a~k& 2; e a -  
foi*) e~rerr & tob+efecto jurídico, por rr) dicho pmhibici6njrinr sonaa & 
d a d l o  Pitenitcw general. l . t : ,  

Así, es posibk. pnuu que en .teoría la aahcióa de nuüd.dirbroittai podría. 
rer opücable i ka acuerdoc celebrados entre lrsupión Sotrlética y Chacmkmquia 
dsipuis de Ir; intervención militar de 1968. 

.Por Utirae diremos quc s i  nos a t ~ ~ ~ l l o a  *.la Coawnci6n ds -Viana, .h c o a -  
ción & aaricrsr poiitko o económico.no podríaar dagada pos ui ~ o ~ e o x n o  
ciccr;r~dc' nutid.d absoiuta. del tratado: L a * ~ i ó s l  que se doptó coa0 wi 

elemento del "Acta final de la Conferencia & Vieo.", y en le qne u condena 
el mvto a presiona de sipo económico no i a s i a  par~integrui ts  de 1. Conven- 
ción y por tanto no beneficia de su fuema ol>yptoria. . .  

6.4. Oposición con una norma imperatiua de derecho infernaciodgcner+l 

.En el derecho internacional como eq cuolqpier otro orden juridi, lu *es 
S& pueden g t p ~  de una libertad ilimitada ~ l p r  detnmiaar el ~lontcaiao de un 
contrato o de un tratado internacional. 

La noción de jus cogens designa en derecho internacional, al iguai que en 
todo derecho interno (orden público) lpr -lar de c&ter~iiaPaigive {no 
dispositivas) las cuales no ser derogad& por acuerdo partic&enite los 
sujetos de derechos, bajo pena dc nulidad a-ta.* 

.' 1 

Para los efectos de la Convención &Y Vi&:Qna norma imp¿&tiva d i  difccho 
internacional general es: "una norma akpqídp y reconocidi-por 'li'comuni- 
dad internacional de Estados en su conjunto cqmo norma que no o d m i t q ~ w d o  
en contrario y que sólo puede ser modificada Por una norma ulterior de Derecho 
ln#nrPyonal %eneral que tenga el mismo c a r k $ c ~ "  (ar@'culo 53). . . 

De esta defmición de la cual se ha dicho que por lo menos es pwiai-te tau- 
tológica, u podtíadecir que tal parece cormo 84.b ''nomis, hpmthsr"  se di4tin- 
guirían de lar normas obligatorias por el hecho de que su mmpliarwito. se 
exigiría con un grado mayor de imperatividad. Así, mientras que lo v W n  de 
una regla obligatoria (dispositiva) generala rcripo-d del titUdo le 
es imputable, la violación de una "norma Ilaperativa" ous cogens) conduciría 
a h. ndidird abwluta del'acto realizado. - ' ' 

., , 

,:Si bi& a cierto que la mayoría de la Canisi6ri de Derechb' ~lntenuciond 
estuvo de acuerdo en admitir la noción de jus t6gcns. no fue pO&k $dopeuna 
dd?nM6t1 que precisara el contenido de ilo&n. y 'sc&'ka$ q h s  qye - .  L .  

poseyeran tai cuácter. 
En.gehd rt mencionan como &mp106"& norma$ de jus e'o&s li celebra- 

. , ,. .. i:' ,- , , 

Ve, Dmnu, 10% Contnbution a une t fYdk nir +es rteimes i n i # d b t h ~ ~ ~  Draft 
Intemational. th«e no. 298, I.U.H.E.i., Genbt, 192&,p. 1M. . . ,  -. 
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74 RICARDO MENDEZ SILVA Y ALONSO COMES-ROBLELNI V. 

ción de algún tratado relativo a un caso de uao ilegítimo de la fuerza en violación 
de los principios de la Carta, así como los tratados destinados a.re&ar o tolerar 
actos tales como la trata de esclavos, piratería o genocidio. 

En realidad la Comisión de Derecho Internacional, juzgó que lo más conve- 
niente era no hacer mención en la Convención de Viena de cwlquicr ejemplo 
de normas de jus cogens, y dejar que su contenido se formsrrm lo práctica de 
los Estados y m la jurisprudencia de los tribunales internacionales. 

Para terminar hay que decir que la Convención de Viena cstabkcc que ningún 
Estado puede por decisión unilateral constatar la violación de UM norma de 
jus cogens, declarar su nulidad, y estimarse desvinculado del @atado. Para un 
caso de esta naturdeza se prevé la jurisdicción de la Corte Internacional de 
Justicia, a menos que se convenga en someter la controvasia a un procedimiento 
de arbitraje (artículo 66, inciso a). 

La existencia de un recurso jurisdiccional puede constituir un medio eficaz 
para moderar la subjetividad y la imprecisión del concepto de jus congens. 

6.5. Terminación de los tratados 

En forma esquemática se pueden enunciar en la forma siguiente los prin- 
cipales modos o causales en que se puede dar por terminado un tratado 
internacional: 

A )  Causas previstas en el mismo tratado 

a) Cumplimiento del plazo. 
b) Cumplimiento de una condición resolutoria. 
c) Denuncia (declaración unilateral para retirarse del tratado). 

B) Por mutuo consentimiento de las partes 

a) Conforme a las disposiciones del tratado o m cualquier momento por 
acuerdo de todas las partes. 

b) En forma implícita por celebración de otro tratado poathior que recaiga 
sobre la misma materia. 

C)  Terminaciln por otra serie de circunstancias 

a) Violación substancial de un tratado: se deben distinguir lo8 efectos de una 
violación en tratado bilateral o en tratado multilateral; en gene4 no se reconoce 
el derecho de abrogación unilateral. 

b) lmposibilidad física de ejecución del tratad; (ejemplo, si el objeto del tra- 
tado es una isla y ésta desaparece). 

c) Cambio fundamental de circunstancias: En la actualidad existe acuerdo 
general en el sentido que la cláusula rebus sic stantibus sólo puede invocarse en 
circunstancias muy excepcionales (ver, artículo 62 de la Convención de Viena, 
que solo la autoriza como una excepción). 
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76 RICARDO MENDEZ SILVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

De igual manera correspondía al Congreso: "Conceder ó negar licencia para 
que se admitan tropas extranjeras en nuestro suelo. "ñ El gobicmo de Asamblea 
que propuso la Constitución de Apatzingán es resultante de los ideales democrá- 
ticos que movieron a la revolución de independencia. especialmente a la comen- 
te ideológica que acaudilló José María Morelos y Pavón. 

El gobierno "congresional" se superó con el giro del Acta Constitutiva del 3 1 
de enero de 1824 y con la Constitución Federal del 4 de octubre del mismo 
año. h partir de este momento se inicia la evolución del presidencialismo mexi- 
cano que combinaría el poder fáctico que ejercieron figuras tan distintas como 
Santa Anna, Benito Juárez, Porfirio Díaz y los presidentes de la era posrevolucio- 
naria. con el basamento jurídico de atribuciones crecientes. 

La Constitución Política de 191 7 en materia internacionai concede al presi- 
dente de la República la facultad general de "Dirigir las negociaciones diplo- 
maticar" No se precisa la facultad de conducir la política exterior, por lo 
que, dentro de la expresión "dirigir las negociaciones diplomáticas" se inclu- 
yen facultades implícitas que no corresponden a la ortodoxia estricta de las 
"negociaciones diplomáricas", verbigracia, el reconocimiento de Kstados, re- 
conocimiento de gobiernos, denuncia de Tratados. asistencia a Conferencias 
Internacionales, etcétera. Es una ley secundaria, la Ley Orgánica de la Ad- 
ministración Pública de 1976, la que genéricamente reconoce como responsa- 
bilidad del ejecutivo federal. la conducción de las relaciones internacionales. 

En el ámbito interno la influencia del presidente de la República en materia 
de política exterior es amplia, merced el derecho que tiene para iniciar leyes. 
Numerosas tesis internacionales se han concretado en iniciativas de leyes que, 
de acuerdo con los procedimientos constitucionales se han significado, inclusi- 
ve, en reformas, adiciones y reglamentos de la carta magna. 

Las facultades del presidente de la República en los asuntos internacionales 
pueden ser propias o combinarse con atribuciones de alguna de las cámaras. 
También se contempla la reserva de algunas funciones específicamente al Congre- 
so de la Unión o alguna de las cámaras. 

a) Las facultades propias pueden ser a la vez implícitas y explícitas. Ya 
hemos visto la frase "dirigir las negociaciones diplomáticas" que ampara un 
conjunto amplio de atribuciones sobre política exterior que no se encuentran 
listadas en la Constitución. De especial interés sería, por ejemplo, la denuncia 
de un tratado o bien la ruptura de relaciones diplomáticas con un gobierno 
determinado, lo que implica, tanto en lo interno como en lo internacional, una 
consecuencia política notable romo lo revelan los casos de Chile y Nicaragua. 

Habría que tomar en cuenta una función del ejecutivo que no deriva del marco 
general de competencias y que no se haya expresamente conferida a su favor. 
Antes al contrario, se aparta del texto y del espíritu constitucionales: la cele- 
bración de acuerdos ejecutivos que ha proliferado en la práctica internacional, 

Martínez Bác-L. Antonio, "El Podcr Legislativo Mexicano y Isr Rekionea Exteriores", 
La Constitucibn v las Ri~lucii~)ra,.\ hkfcrir>n,. d1. rUu'xic.o. Secretaría de Rehcioncr Exterion.~, 
México, 1977, pp. 1 1 y so. 
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DERECHO I N T E R N A C I W  PUBEICO 
-- 
1 1  

pqo que en MCxico no se encuentra wtorizrlr. La Con& & Viari &re 
Daecbo da ,los .Tratado8 de 1969 prevé y -t. 1. ensndrr en *r de 

los tratados sólo con la firma. Dicha reglamentación, sin emb- opera mbre 
Ia .K del &gimen interno. En M C x h  nodtienea cabida 1qgaP)or -os 
ejmt+nx, lo que.no impide que en la prácticare den. 

.Las atribciotrce explícitas se encuentrrr enumeradas m Ir Cdáirituu6n 
P&tiaa: nombrar y remover libremente d wbctarb.de Rclaciodw E w r e r ,  
-ver a l a  ogantcs diplomáticos, disponede la tot;rlidrd d e h  hen* armada 
para la scguidrl mtaior y la defensa cxteriw & h Fcdhrción. 

b) ParWprción del Senado. A difa- de la remoción & 100 .Aginter 
Qiplowáticos (ie atiende también que dae-kr c ó n a h )  et nomllruniaito de 
lor:mYhis~r, -tea diplomáticos y chsulespaaroltr, requinen h apmbicfón 
del -.do; k cdebnción de los Trat4oe:tunbiCd .exige k rp.ob&n d d  
S-. Gabt~lcluar en este punto que la fnoción X c k l  artfcPio 89 coartitu- 
ciapnl..comtictuc dgunar impericias cuya subaitliaacir a4nexpficibfe. En hgw de 
hablar expresamente del Senado, contiene k exigencia de.apdació& por el 
Congrao! Faderil, lo que -es una reminisceM6il del texto de la Conotitadón de 
1.857 que fue wicamaral hasta el año & I@?C Ea- acgnndo , l w  -a el 
t h k  + retifuución que como es sabido rcrzacma pqu. el acto mtun8cionai 
por el cuJ el Es- manifiesta su decisión f igd de daligame, siende m& cormc- 
to. rti&ar el. témino de upobación para el. bbmte.hterno comapodente a1 
w. Ei art;cuiO 76 canstitucional que-- .kr ficult.d.r e*clwiwu 
del .$en& si 9s correcto al considerar como uirr de dlru: 6'oprobar los hokdvs 
i a t a e c i d e s  - y convenciones diglomdticarrpue cekbre -el &kcutirro de & 

, u*n. " < ( . _ .  . . 
La insemayióa del. Senado en el conohimto de lor tratada a a pot&*i 

& su ~pgociacián. El Congreso General de la Oairtituaón de 18W tenfa M- 
tad para f&.iprk@one8 a Fin de cdebru caltosd.tor- ccrn la Silti A p d c a . -  
Una dlpQliti¿n, rantjiate .u q u b  introduoY sa h Coortit~wi¿n-dc 4&57 a 
i t ~ w  de lor.diputados Ruiz y Poncian0.- Ir.ppUcrt. pmsadit 
dar atr&Uaollc~ 4 Coagrtso a fin de que d i e n ~ o i o n e m  pan lu c d c b p d n  
de 191 .trntado~) y ,w inspiraba en el rmlo  hirDáw qw &-&el Trardo: de 
C$~$&~pe-Hidrlgo m. 1848. Sin embargo, -6 la btsrvwzrciúm. de Zarco qtie 
pqpó por d occreto necesario de .las q p c h d m ~  d i p l o m i ~  y.por la arpc. 
dite de ku mimw. Sólo en un &ea muy hkhicmsii~ .y Bo impar- 

pan la qonamia del país se encucaira u- diiip.iiiCió~ pardoida. El .rticu- 

.probar esos mismos empréstitos y para recua&er y mndor pqp*. 6 dayao na- 
cioiul  " : , '  , 

Toca tvnbiQ J S&o autoqizar ai ejccut&gan mtir la qüdi & trepu 
~~l~ ionrler  fuera de los limita del país, el.-& c& .sgp.r ex- .por al 
territorio n a c h d  y la estación de escuadras d. otras potencias, por m& de un .;. . . dbe); +-lgiurr mericuur. 

~inshncnte, el SenrrdÓ puede anaiizar la.pdf&a e&rbr d & d h í a  pai el 
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ejecutivo federal. Se entiende que la posibilidad de aiiPUzar implica un control 
político, toda vez que no podría reducirse a un estudio teórico, amo a una 
eventual cenaura. 

Ahora bien, la concurrencia del Senado m estos campos admite una pequeña 
deformación que da participación a la Cámaza de Diputada por vía indirecta y 
de manera relativa. Me refiero a los nombramientos de minirtrar, agentes diplo- 
máticos y cónsules generales cuando no está reunida la Gham de Senadores que 
pueden ser aprobados por la Comisión Permanente, compued. por quince dipu- 
tados y catorce senadores. Curiosamente los diputados están ea mayoría. 

c) Participación de la Cámara de Diputados. En materk internacional, la 
Cámara de Diputados no tiene competencias exhsivaa elcglkitaa, salvo las que 
la Constitución le reconoce concurrentemente con el S u d o ,  &tro del Congre- 
ao de la Unión. Individualmente tiene, por vía indirecta, una posibilidad de con- 
trol que es el examen, la discusión y aprobación anual del Preiirpuerto de Egresos 
que podría frenar actividades internacionales del ejecutivo federal a través de una 
limitación de los gastos. 

Una atribución directa de control surge del artículo 93 constitucional que 
faculta a cualquiera de las dos Cámaras para citar a los rceectanos de Estado 
y a los jefes de los departamentos administrativos, así como a los directores y 
administradores de los organismos descentralizados fedcnla o de las empresas 
de participación estatal mayoritaria, para que informen cuatido se discuta una 
ley o se estudie un negocio concerniente a sus respectivas rama o actividades. 
En este supuesto, la Cámara de Diputados puede llamar al~uaetario de Rela- 
ciones Exteriores. Y por su composición actual a partir de la reforma política 
de 1977 que incluye a partidos de oposición de izquierda, puede llegar a fungir 
como órgano moderador, representativo de diversas corriente6 de opinión. 

Ocurre una situación especial con los tratados. Una vea que ae firman, se 
apueban por el Senado, y se ratifican intmiacionalmente, requieren con frecuen- 
cia legislación reglamentaria que los haga internamente operadslos. La expedición 
de esta legislación demanda la participación de la Cámara de Diputadas. 

Es interesante considerar la idea del maestro Antonio Ctmiio Flores que 
propone que la aprobación interna de los tratados se exti& a la Cámara de 
~iputados.~6 Ello porque siendo receptáculo de todoa loa' partidos políticos 
del país puede ser un elemento auténtico de preión para frenar la adopción 
de un régimen convencional inconveniente. De otra pa-, d lado de esta suges- 
tiva idea, habría que contemplar con realismo que en el, plriro internacional se 
ha extendido la práctica de eliminar la fase de la aprobadón constitucional 
interna con objeto de que los Estados se adapten a la caleridd de las nla- 
cines internacionales cada vez más dinámicas. 

d) Participación del Congreso. La participación de la Cdmuo de Diputados y 
de la Cámara de Smadores se exige en el sistema conat i tucid mexicano para el 
caso de la admisión de nuevos Estados en la Unión Fedaal. 

Cardo Flores, Antonio, "Commtarior a ia exposición de don Antonio Martina BÚz 
mbre l u  funciona del Congreso en la vida internacional de M¿xicon, en op. cit. nota 41, 

, p. 33. 
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80 RICARDO MENDEZ SlLVA Y ALOKSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

una oposición institucional de esta naturaleza. Con todo, dcrde el punto de 
vista teórico existe tal posibilidad, y, sin duda, se impone una responsabilidad 
propia al secretario en el ramo de su competencia. El artículo 13 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública reitera el precepto conrtitucional anali- 
zado y señala que el refrendo es requisito para "la validez y obsemancia cons- 
titucionales" de los Reglamentos. decretos y acuerdos que expida el presidente 
de la República. 

A más abundamiento, el artículo 108 constitucional estabkce que los secre- 
tarios de Despacho son responsables por los delitos comunes que comentan du- 
rante el tiempo de su encargo y por delitos, faltas u omisiones en que incurran en 
el ejercicio de ese mismo cargo. En la misma dirección M pronuncia la Ley de 
Responsabilidad de los Funcionarios y Empleados de la Federación de 1979. 
Para rematar, el título cuarto de la Constitución Política, denominado "De las 
responsabilidades de los funcionarios públicos", contempla b s  procedimientos 
para que éstos sean juzgados en casos de delitos comunes y delitos oficiales. 
Por ello, le asiste toda la razón al maestro Carrillo Flores cuando dice: "ni 
histórica. ni jurídica, ni políticamente un Secretario de Relocwnes Exteriores 
puede eludir su responsabilidad por actos del Ejecutivo invocando que se limitó 
a cumplir las órdenes del Presidente."n 

Una figura constitucional es el Consejo de Ministros que prevé el artículo 
29 constitucional y que reglamenta el artículo 6 de la Ley Orgánica de la Ad- 
ministración Pública Federal. Señala el multicitado maestro Carriilo Flores% 
que más que en otras milterias, los asuntos internacionales u han llevado a la 
consideración del Consejo de Ministros y ofrece la evidencia del caso del Chami- 
zal que fue planteado a dicho Consejo por Abclardo Rodrígucz en 1932 y por el 
presidente Adolfo López Mateos en 1963. 

Un sano ejemplo de consulta, si no en los términos estricto8 del Consejo de 
Ministros que abarca a todos los secretarios de despacho e, iacludve, de confor- 
midad con el artículo 6 de la Ley Orgánica, a los jefes de departamento admi- 
htrativos y al procurador general de la república, fue ia reunión de lo que se 
ha dado en llamar en la práctica "el gabinete económico" (que no es totalmente 
económico e incluye a funcionarios que no tenían el rango de secretarios) sobre el 
ingreso de México al GATT en el mes de marzo de 1980. La decisión final de 
no ingresar, correspondió al presidente de la república; pero se orientó con la 
votación interna de los funcionarios presentes. Una práctica de esta naturaleza 
sin que esté contemplada por la Constitución merece reconocimiento cuando 
se dilucidan las cuestiones trascedentales de la política exterior mexicana. 

La Ley Orgánica de la Administración Pública F e d d  señala la competencia 
de la Secretaría de Relaciones Exteriores. 

a) Manejar las relaciories internacionales e intervenir en la cdebración de toda 
claae de tratados, acuerdos y convenciones m los que el país sea parte, 

77 CMillo Flores. Antonio, "Comentarios a la ponencia de don Felipe Tena Ramírez 
wbre el tema El Poder Ejecutivo y las Relaciones Interniciondu", en op. cit.. nota 41, p. 56. 

78 I&m.. p. 56. 
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e) Conceda o los extranjeros 1aa 'ii&mSm o autorizacion" que hquiaak 
conforme a lar leyes p+ra adqyirir dophio:+,iq$@rap,.guor y sus accesorios; 
o para obtmer concesiones de explotkión de A, yluu o comburtibles 

ineludible con la c o d t a  del secretario de RcaPdones Extaiom. '* -'.' ' 
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82 RICARDO MESDEZ SILVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

De otra parte, la organización interna de la Secretaría con una Subsecretaría 
de Asuntos Económicos, de un director en jefe de Asuntos Econbmicos, y de 
otras dependencias especializadas en la materia, sólo se justificap con una partici- 
pación activa en la política sobre comercio exterior que se concreta en la integra- 
ción de las Comisiones Intersecretariaies que puede crear el presidente de la 
República. A más abundamiento, la Ley Orgánica del Servicio ñxterior Mexicano 
señala como facultades de los jefes de misión diplomática y coarular, el estímulo 
a las relaciones económicas con el pais en el que se encuentran acreditados. 

Es curioso también que no haya alguna mención sobre lo concensión de asilo 
diplomático en las embajadas, siendo ésta una de las instituciones más distintivas 
de la política exterior mexicana. Posiblemente se explique 1. omisión por el 
carácter discrecional que tiene la concesión del asilo. 

3. LOS DIPLOMATICOS Y LOS CONSULES 

México ha ratificado tanto la Convención de Vienade 196179 sobre Relaciones 
e Inmunidades Diplomáticas como la Convención de Viena de 19638) sobre Rela- 
ciones ~onsulare;. Consecuentemente se apega al rCgimm de timanidades para 
las personas, las cosas y la función que están reconocidas intmiacionalmmte 
para los diplomáticos y los cónsules. 

Las funciones permanentes del Servicio Exterior fuera del p í s  son desempe- 
ñadas por las misiones diplomáticas y las representaciones consulares. Debe 
considerame dentro del plantel diplomático a los represmtautcs del pais ante 
los organismos y las reuniones internacionales de carácter intergubernamental. 

Por ley toca a la Secretaría de Relaciones Exteriores designar, adscribir y 
acreditar a los representantes mexicanos para esta última función. No obstante, 
ostentando los representantes el rango de embajador, y sujeto el personal a las 
reglas del servicio exterior, los nombramientos entran dentro de la competencia 
directa del presidente de la República. Igualmente, para lo que constituye la 
"diplomacia ad hoc" es posible que el presidente de la República designe misio- 
nes diplomáticas o condares especiales para llevar la reprerentiuón de México 
a actos internacionales y puede designar personas con ranga diplomático en 
misión especial para cumplir comisiones específicas y trdtorinr. Se entiende 
que tal facultad de nombramiento para los jefes de misión dercrnsa en el atributo 
del 83 constitucional, y para el personal secundario se funda en el artículo 21 de 
la Ley Orgánica de: Servicio Exterior Mexicano que se ved posteriormente. 

Para efectos del derecho mexicano los funcionarios diplomáticos del servicio 
exterior nacionai tienen la siguiente clasificación jerárquica: a) Embajador extra- 
ordinario y plenipotenciario; b) Ministro consejero; c) Consejero; d) Primer secre- 
tario; e) Segundo secretario, y f) tercer secretario. De acuerdo con la práctica y 
las funciones, tanto de la Secretaría de Relaciones Exteriores como del Servicio 

79Aprobda internamente por Decreto de 29 de diciembre de 1964, publicada en el 
DUrio Oficial de 20 de febrero de 1965. 

80 Ibidcm. 
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; ,Tal &on u dviilió coa anterioridad ,lot;oemb&cntor Smbqpdau: &M UE !tnrtiñcdd p p ~  d S e d o  O, en ni -6 :p~  Ir GoPnidbi P--, 
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> -  - ? .  

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                                                                           
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1981. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=3847



84 RICARDO MEEiDEZ SILVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLEDO V 

que corresponde por igual a diplomáticos y cónsules (dapuh  u especifican las 
obligoaoms concreta de los jefes de representaciones conduer )  las siguientes: 

a) Representar a México en el Estado ante cuyo. gobierno ert¿n acreditas y 
velar en todo momento por el prestigio de la República. 

b) Dentro de los límites autorizados por el Decreto Internacional, así como 
por los tratados y convenciones vigentes, proteger los derechos y los intereses de 
México y de los mexicanos, ante las autoridades del Estado en que se encuentren 
acreditados. 

c) Promover la amistad y la comprensión entre el pueblo de México y el del 
país en el que presten sus servicios, dentro de un constante propósito de paz y 
de solidaridad humana. 

d) Mantener y promover las relaciones comerciales, culturales, científicas y 
económicas entre MCxico y el Estado en que estén acreditados. 

e) Vigilar el cumplimiento de las obligaciones de carácter internacional, en 
particular las que se refieren a los tratados y convencionu de que México sea 
parte, e informar oportunamente a la Secretaría de Relaciona Exteriores, sobre 
cualquier violación que observen. 

f)  Guardar discreción absoluta sobre los asuntos oficiales que u les encomien- 
den o que lleguen a su conocimiento en su carácter oficial. La obligación subsiste 
aun despuds de abandonar el Servicio Exterior cuando se tinte de asuntos cuya 
divulgación pudiera perjudicar los intereses nacionales. Con independencia de las 
medidas administrativas que se impongan a quienes violen esta prohibición, les 
son aplicables las sanciones que consigna el artículo 21 1 del Código Penal para el 
Distrito y Temtorios Federales, aplicable en Materia Federal. Esta obligación se 
hace extensiva a los agregados civiles, militares, aéreos y demh consejeros y agre- 
gados técnicos cuyo nombramiento sea gestionado por otra Secretaría o Depar- 
tamento de Estado. 

g) Se impone también la obligacibn de observar las reglas sociales acostumbra- 
das en sus respectivas categorías, y acatar las indicaciones que le hagan sus jefes 
acerca de su conducta, a fin de mantener en el nivel que merece la dignidad de 
la representación que ostentan. 

De manera particular se señalan algunas obligaciones específicas a los jefes de 
misión diplomdtica: 

a) Negociar los asuntos que les encomiende la Secretaría de Relaciones Exte- 
riores o aquellas, que por la naturaleza misma de sus funciones, deben atender. 

b) En su caso, representar a México en los organismos y reuniones interna- 
cionales de carácter intergubernamentd y nonnar su conducta dentro de los 
mismos, por la politica internacional de México y por las instnicciones que reci- 
ban de la Secretaria de Relaciones Exteriores. 

c) Reclamar, cuando proceda, las inmunidades, prerrogativas, franquicias y 
cortesías que corresponden a los funcionarios diplomdticos y consulares mexi- 
canos, conforme a 16s Tratados y prácticas internacionales y txpecialmente aque- 
l l a  que México concede a los funcionarios diplomdticor y consulares de otros 
países, en el concepto de que solamente la ~e&etaría de Relaciones Exteriores 
puede renunciar a la inmunidad de jurisdicción de que gozan esos funcionarios. 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                                                                           
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1981. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas

Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=3847



4) SUtper/uleio&lirinmunidader y prioüi%br,-luwp.-. 
tos del Estado en el que presten sus servicios, h r imdo  kr repreraitsciorñ* m- 
per&~saadath opücación de esas leyes yn-nta"a Lsr Elicioai8arR Wxi- 
co signifique vioiación del derecho mtao?ciod,y &,los tntdorc -- 

- ;, " &S&& a* e#;&tsdo sccl.pute. . : .  r . .  .' 2 

e) Dirigir los trabajos :de la misión a ni e ~ ~ p  y 0qmhr.l- .chakirikci6n 
Pfifnanp v a k  por la eficacia m d -.ddg#noad, h& per- 

PM d B p ~ d &  0fiCiíkWdlnsatW &.h SbCretlbf8 &.wr** 
dosmshbaiaw1 . . 

f . r. . .  . *  . .  . 
f) Di*, deatra.de su jurisdicción, la jxammdh üa conocinkirro'dY k!d- 

@ ~ ~ . m r x i c u a ~  y .¡a M Ó n  de noticiiir=peiio$frticu WimPlsY, & -1) ia 
intensificación de las relaciones entre las instituciones educativas de M¿& *del 

, '  ...;,,. * < * pais &ndl que r aruen&en acreditados. . . f . 
g) Dirigir, dentro de su jurisdicción. la piorioti6n:de la relooio&:dbmi~ 
mtn ibíéricb y (el país en que estén acirdi6Ubri . , ' . - 

. , , h) b w O r  a Wrico un informe trimrrtri); Rbnpt~iejo de in4bma~ EÍiklSdo 
~ 8 s a m r i o  Lsbn .ia situación política, económitspiociai del prPs en qcK.atu- 
VRrm acnrlitidor . ..:y -.: . : ',. . ., 

i) Infomar cada seis meses sobre la aptittu&oorrrpwuw&m y~~ del 
penoarl. ;> . . 

I .  

. . j) Atender y despachar, en su caso, los asuntos consularas. . . t ' .  

, cMfia&n jerárquicia de los cónsules guadoptaia  Iq isb ián  mixicina 
a: a) Cóiilut gencrai; b) Cónsul consejero; c) Cónsul de primera; d) CtMsul%íc 
iqyrdzr e) Cáud de tercera; f) rCóMuk BscaiWta, Y 8) ~kec6itSUf.*biCn 
.dapa94a JasiiLciQi m&ma la institucih &rib..cWHuks . h o e . w  
designados a través de la Secretaría por acuerdo del ejecutivo feda& -, *-  

. . &xbtc dmWa, &l. wwkio ex teria mexieir8Ck pdbikhl den*-= &n- 
c i o d o s  diplomiticos para funciones consoaYar, y - v i c ~ w s a ,  b e . ~ W f d a d  

1 - . , con.el ~ n l i s a q u c m a - d e  oquiv.lmc&s: ' .:i . 
. , -. ; . :  

de allrión diplodtica, existen obligaciones pwtkutores para los jefes de &e- 
aentacSQn connilua: . t. 

a) Fomentar, en susl.espectivas jurisdicciosrr coauilsres, el intacunbio co- 
maddgtair A 4 k h  e iufonnu, por lo mcaoa~rb. ~ ~ 4 - + h  -fli de 
rCduiebmCx-,- J. situacióa e W d 0 . m  juMdwcih, taiwado 
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86 RICARDO M E N D U  SILVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

particularmente en cuenta aquellos asuntos que puedan i n t m u r  a la economía 
mexicana 

b) Restar cooperación y ayuda a las misiones diplomíticu del gobierno de 
México cn los países en que estuvieren comisionadoe. 

c) Ejercer dentro de los límites que fije el Reglamento. funciones de oficiales 
del Registro Civil. en actos que conciernen a mexicanos. 

d) En los términos señalados por el Reglamento, ejercer funciones notariales 
en los actos y contratos celebrados en el extranjero que deben u r  ejecutados en 
territorio mexicano. Su autoridad tiene igual fuerza legal en toda la república, a 
la que tienen los actos de los notarios del Distrito y Temtorior Federaies. 

e) Desahogar las diligencias judiciales que les encomienden los jueces de la 
república. 

f) Organizar la administración de las oficinas conrularcs a su cargo, en la forma 
que determine el Reglamento de la Ley. 

g) Ejecutar los actos administrativos que requiera el ejercicie de sus funciones 
y actuar como delegado de las dependencias del ejecutivo federal en los casos 
previstos por leyes O por orden expresa de la secretaría de relaciones exteriores. 

h) Ejecutar los actos y desempeñar las comisiones que les encomiende la 
Secretaría de Relaciones Exteriores. 

i) Informar cada seis meses de la aptitud, comportamiento y diligencia del 
personal a sus órdenes. 

La Ley contiene prohibiciones expresas a los miembros del, servicio exterior 
como son: 

a) Intervenir en asuntos internos y de carácter político del país donde se 
hallan comisionados o en los internacionales del mismo que sean ajenos a los 
intereses de México. 

b) Utilizar para fines personales el puesto que ocupen, los documentos oficia- 
les de que dispongan y las valijas y sellos oficiales. 

c) Adquirir, sin permiso expreso de la secretaría de Rekiones Exteriores, 
bienes raíces en el extranjero. 

d) Aceptar o hacerse cargo de la representación diplomática o consular de 
otro país, sin autorkzación de la Secretaría de Relaciones Exteriores. 

e) Contraer matrimonio con extranjera o extranjero sin previa autorización de 
la Secretaría de Relaciones Exteriores. 

En contrapartida a las obligaciones y prohibiciones transmitas, la Ley concede 
a los funcionarios del servicio exterior un conjunto de derechos y prestaciones 
como la de conservar su residencia legal y su domicilio en la república mexicana, 
las prestaciones de la Ley del Instituto de Seguridad y Servkios Sociales de los 
Trabajadores del Estado. Un régimen de vacaciones y licenciu, viaticos y gastos 
de representación e instalación, los beneficios del sistema de maiaf6n. etcétera. 

4. EL ASILO 

Dos son los tipos de asilo. el temtonal y el diplomático. Lu diferencias entre 
ambos no se sujetan al hecho de que el primero tiene lugar m el territorio del 
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Estada y d ~ g a n d o  en los recintos 'dipR(Milticw$ en las d y &1611rtes 
dd Waün dbtt, sino impiica plwteamhWY eóhWctik!neiri. jÚ&kY dñdeti-' 

d i o  aamtr& ppmede por el ejcreki6 no- de la sciitnkuiit'da pah 
d~a; d dpiothitico dgiiifiea una liMihtSa i 'li MWtamirr'd3~ii~11ddofide 
iir~diWumtn. ta trilbujrao.@l Ello viene a' w-difertnnrC tn5ch&b 'a' *e, b 
d cawcuci;.ó)íis€e -une aceptación gtntr~&&;,eh-U'&kia aiplijkiiacblijkiiacbmVpéie 
grolenroik .ssdrrriSa puntos de desacuerdcs qaWwi@m c o n f p t t 6 i ~ ~ ' i E i t i d  
Pdr-ifadidw,. tf asüo territohl tiene tin h&tb ntdyoi deprotteCFihdzi h u d  
&:que a*,** tos per6cguidas por rázones'&íioiibnrO&d,'de &W%cakitdankr,' 
p w ~ ~ ~ i ~ , l i ~ ;  polieicd, y ei asilo w t l r t a  $e tertrt)iJit I)& M 
&:'penccuci&i política. , .:'- , .: ,-J., :S * .. t ,  -,, .' 

c k t e r  eminentemente humanitario de la iastitución tropiet*-bto&ea coir' 
triai,as-qike. be' detenninb por el ibter€1.p6@&0 6 l& p&ibili&t#s'del E&O. 

81 C.rrülo Flores, Antonio, "El Mio Político en Mtxico", Juridic~, no. 11, %+o, 
1979. p. SO. .' : . .. . 

*89sgiiiedr, (;(tir, "Mhrico ante el Asilo. U t o ~ - ~ J H s d i t ~ ~ ~ .  1l;*iico, 
1979, p. 12. . , 
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1U) RICARDO MENDEL SILLA Y ALOhSO GOi\IL%-ROBLEDO L' 

El asilo diplomático ha tenido que sufrir un penoso peregrinaje para ser acep- 
tado a medias y con interpretaciones opuestas. Dentro del ámbito latinoameri- 
cano se ha consolidado la práctica de que Ior individuor perseguidos por delitos 
políticos pueden ampararse en las embajadas. Los criterios de le Convención de 
Caracas de 1954 han sido un avance, aun cuando ni ambigüedui no ha resuelto 
algunas de las principales diferencias, sino, por lo contrario, ha dado pie para que 
se mantengan las pouciones encontradas de los Estados. Esto ocum con la noción 
de "delito politico'; que no ha alcanzado una defiiicihn satisfactoria y que se 
complica con el t ép ino  complementario de "delitos conexos" que da un amplio 
margen de discrecionalidad. Se aprecian las antagonismos, iguaimente, en el espi- 
noso tema de la calificación del delito por el Estado asilante, que es la solución 
que brinda la Convención; pero los Estados que no son parte del tratado muy 
bien pueden apegarse al señalamiento de la Corte Internacional &Justicia en el 
caso Haya De la Torre que marcó una solución opuesta. esto u no reconocerle al 
Estado asilante de facultad de calificar al  delito. Finalmente, la concesión del 
salvoconducto por el Estado territorial que se concibe como obligación a fin 
de que un asilado pueda abandonar el país, pero que puede negarse por cau- 
sas de fuerza mayor. 

México es miembro de las Convenciones de la Habana de 1928, de Montevideo 
de 1933 y de Caracas de 1954 que gobiernan la materia,83 y su posición en este 
campo ha sido particularmente luminosa. L1 asilado político es definido por la 
Ley de Población como aquel que, para proteger su libertad o su vida de persecu- 
siones políticas en su país de origen, es autorizado a residir en México por el 
tiempo que la Secretaría de Gobernación juzgue conveniente. Opera para ellos la 
prohibición constitucional impuesta a los extranjeros de inmiscúirse en los asun- 
tos políticos del país. 

Algunas reglas sobre la concesión del asilo por México pueden extraerse de la 
practica y de la doctrina: 

a) La concesión indiscriminada del asilo para persona de comentes ideológicas 
y de militancia política distinta. Sin embargo, en función del carácter discrecio- 
nal que en Última instancia tiene la figura, hay la posibilidad de negar el d o  a 
un representante de una línea política opuesta al del modelo mexicano o a una 
persona cuyos antecedentes involucren elementos confusos sobre el carácter es- 
trictamente político de su persecución. La negativa en 1979 de renovar la visa de 
turista al ex-sha de Irán, Reza Pahlevi, se inscribe en este supucsto aun cuando 
también intervinieron elementos de seguridad, y el interés de fijar una posición 
política ajena diferenciada de la estadounidense. Según se decía: la discreciona- 
lidad. 

b) La concesión del asilo por delitos políticos. Advierte Carrillo  lor res^ que 
no se han equiparado los actos de terrorismo a los delitos políticos, pero en casos 
extremos sí se ha concedido el asilo político a terroristas. Menciona el autor el 

8J Idcm. p. 2 1 .  
84 C-110 Flores. Antonio. "El M i o  Político en México", o*. cit.. pp. SS y SS. Idem, 

pp. SS y SS. 
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-,& u0 &nipo dr tqroMtas brasileñgl q w  -a &wji. Md* dQ.diprarétiE01 
wqQitpt$q en Brasil) ,S petición de ertr . p 2 b a ~  mikidoripa~ Méxh. Da 
@d utim*. el mismo autor. que. en up rr#~oidrirto reroiucbaerio en el 
gy# se! llegan ,a conietq actos tevoristctr peafik  ir .una porición ea mamasno 
rígida d wi d 40. , , : '  , . ) e . . : V  . . . .. 

SC) @íkqción del delito. como. p e l í t b r ~  rL p r ~ ~ ~  h3 nido. 
defendido tanto en los casos en los que México ha concedido d o  como en los 
que npcionaics mexicanos se han asilado en embijadas extranjeras. 

d) El respeto de la Secretaria de KCllickJa*u Exteriores a los embajadores 
puri conceder y negar el asilo según el caso. Y en reciprocidad el reconoci- 
&@a .M dcm4w.a lor embPjadom exbprjaoparmotogu irllva srie4odes 

. . ' <  ' . ,  nbwie~irraS.w . 1 , .  ' 

e) Reconocer ia obiigación para-el kWadar üeis d . r o n  naEianrlrr 10t.rrPMar 
de conceder d rriluoco~ducto. MCxica ,ha .-da: e @M bi 
obiigidór da rrtorgar~wlvoconducto a 1os.alllfarmcaicsarw pwa quc--do- 
m el pah a L brtwdad. t. , ,  . ,  . ,  , 

, f )  No devolver a lor wildos a su paU o a e paf.a.cn los que c - m  
sr.intcgrbM. . , , , ' , .S ,  . ,  

, - >  ,, .> .: ; 

V. REGIMEN DE LA RESPONSABIUDAD INTERNmWAE,  

.Ea kehcutibk que todo sistema de dcrecko p#vO,& una forma adt a aie&or 
el.bordq mecanismos que organiran LrerpaaabtüdJd de sU1 mismbd esta 
ktirririóa juega un papel .capital en dstccbhamrodaial, .ya ipaonnrUamte 

rcgIaa que prmón le~etponsabidad en dereclmaw o'.dminhatiyo: '(+ . ' , *  

A difaencia de lo que sucede en los órdenm juridiios iritennol,-a &&tWho 
i n t ~ ~ w b r l  re desconoce en principia la rsrp0nrrbiiid.d p d ,  p& lo 
que lo,rsrponrrrbilidad iintem&ional aaegurri;dmgle&te la'& come 
couecrie&a de una vialación jurídica. Esebrterque &&de los m& Nu- 
remberg u trata de introducir una responmbüidad penal, pero esta foririi de 
repoirrbilidad no iba dirigida en. contra dcIlihadd Wmo sujeta de 'Qtecho 
in-iaul, dno en contra del indiddu9 w & d l c ~ & & t  de pwtie~lia.. ~ ' * 

,I;u m. sobre ias males se fundamenta Iri;- ¿n deecW intet- 
n a & h d  rari psincipahncntc el rasulrada de- 1Ygtw8cti& ,d* 10s ~1)t4tdo$,'es* decir, 
de origen consuetudinario. El contenido exacto de dichas reglas ha sido precia 
d o  p& .una jurisprudencia judicial y sobre tpdo arbitral, la cuai u much~ más 

& en esti 'terr@o que en el d; lok de&..; 
* ' l .  

bue de esa juri.Sprude~cia li ~ e a j l i s n  , . d q n c h & i p ~ ,  hr 
. . 1 < 

. . . ! - , . 
Idem, pp. SS y u. s .  . . .  . . 
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90 RICARDO MENDEZ SILVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

emprendido la: "codificación del derecho de la responsabilidad de los estados 
por actos ilícitos", lo cual excluye la llamada responsabilidad sin acto ilícito, e 
igualmente k responsabilidad las organizaciones internacionales. El cuidado de 
preparar dicho proyecto de  artículos con vistas a una posible convención, ha sido 
confiado desde 1969 al profesor Roberto Ago, cuyos trabajos son ya una refe- 
rencia indispensable para el examen actual de la responsabilidad internacional.& 

La responsabilidad internacional podremos definirla, siguiendo a Charles 
Kousseau, como aquella institución jurídica en virtud de la cual todo Estado al 
que le sea imputable un acto ilícito según el derecho internacional, debe una 
reparación al Estado en cuyo perjuicio se haya realizado dicho.rcto. 

Esta definición tiene el mérito de poner a la luz los elementos constitutivos 
de la responsabilidad: el acto ilícito, la imputación y el daño; este último como 
elemento implícito en el concepto de reparación. Además, en la definición se 
subraya también que para que pueda hablarse de responsabilidad se requiere que 
el acto ilicito haya sido cometido por un sujeto del orden jurídico internacional. 

2.1. Acto ilícito 

El acto ilícito se va a caracterizar como el comportamiento de un Estado que 
es contrario a las reglas del derecho intemacional. Se puede decir que en general 
serán acciones o comportamientos contrarios a las fuentes del derecho internacio- 
nal. El profesor K. Ago ha preferido utilizar el término de "hecho ilícito" en 
vez del de "acto ilícito" en todos sus proyectos de codificación. Esto se debe a 
que las circunstancias que dan origen a una responsabilidad internacional rebasan 
con mucho el sentido de la palabra "acto" en el lenguaje jun'dico, y aun en el 
lenguaje corriente, ya que esta Última incluye comportamientos activos, pero no 
necesariamente pasivos. 

Por otra parte debemos decir que en estado actual del derecho internacional 
ya se ha descartado casi por completo la noción de "culpa" aomo elemento ne- 
cesario adicional al hecho ilícito para que puediera surjjr una responsabilidad 
del Est,ado. 

Si examinamos la jurisprudencia de la Corte Permanente de Justicia Interna- 
cional o de la Corte Internacional de Justicia, no encontramos jamás un exa- 
men por parte de los jueces para saber si en el caso en cuestión existía alguna 
"culpa"; lo que interesa determinar a la Corte Internacional es s a b e  si ha existi- 

86 Para el examen de la responsabilidad internacionai es necesario basara -- forma fu 
damentai en Los Anicurio~ dc lu Comisihn dc Dercrho Infrmacional 1956 a 190: . -formes 
de García Amador); 1963, v. 11, pp. 237-270; 1964, v. VI, pp. 139-rO0; 1969, v. 11, pp. 
129-162; 1970, V. 11, pp. 189-213; 1971, v. 11, pp. 203-290; 1972, v. 11, pp. 77-174; Doc. 
A/CN.4/291, add. 1 y add. 2 (1976) informes del profesor Roberto Ago. 
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. DERECHO INTERNA-A& W C O  . . - , M 

2 2. Imputación 

i :  . ' 
Pqa. que b. hecho ilícito sea imputable,,$ Estado, se ne& ,&a aido 

c"$@Ó pckeóqano  del Estado. En dercc&.htqnaciaiuil hrbktdelr imputa- 
c66n.d Estado, es pues simplemente indicsque el orden jurídifo @&& 

j e d w ,  En, 

o* pww,, la. recytonaabilidad int- pwde surgir, .da. todo;. órgano 
q y  , p t p W d @  de OPlwar, Y por 10 @@o de, bfrigir UW.P- dr d a -  
*..iat.n@m& , , ., . , 5 .  

,.S@. epabu~q,.uno. dg l a  problpw d i f í b  que la plantean a ertiopuw u 
el de m& en qué casa podrá el Estado ser nqmwabk, d el actq ddfigicionar& 
-indum escapando completamente al marco de sus funciones- ha obrado en 
u. f o m  u ,9- fqaa& los límites de su, c w t e n c i a  (actos yih.4. &a). 

. L&,euos c w s  ,la reirponsabiiidad riera qgEincipjo ,descmda ri al w o  fue 
p~rynurte ,  diF. &ter privado, es decir, qusm prsdujo- por m o k + u u n c n t e  
pongpolt. P,os ka cantrerio, la responrobiüadde1:funQaoano-podré m.impu- 
toMs.4 &s&.l al redkm el daño re ha UgYirPdode su caadicR6n e cdidad 
oficiai, o se ha aervido de los medios pucatos'k au diqmaición wtlW'&de su 
función. 

Así en el Caso Caire entre México y Fran*'em don& se a&& a dos atleta- 
les mcxiciuior de haber dado muerte a un ciudadano francés, la Comirión &- 
~ q e . m , ~  ~ m &  que Iricltiao ai los dorofkisk paturron fusn de 1- llmitea 
lk. rrrqmm-, y condt.Ninido órdenaladeuiis ~etiores;w&sa cámprbme- 
t Y I 0 ~ j 4 v .  dsl Estado el habcndompilrdo de su calalidctficial y 
ailbrrl;ut&ab loa medi01 puestos a sir dipaiciÓn;.8?, tfguaiillrantc- ah d p  Caso 
.Wlh Wlada.pat, h Corte General de b l e ~ b n a a . m t r e  ,MCLtlto y Uadóa. 
Unid-, en el que Mdxico reclama una inde-ción por iar agmiknerdddaa 
m D*iepMCdor psr un policía ~norta@nda8nor' .la Coimlsb cw#htirá 
q@c ~ i p a c t o  r k primera m i ó n  Estados okibos no es rerponrrible, yi:qua fut 
UDQ --iikgai &.un pazticulm y no detuir funcianrio;perapor le contra. 
rio rerpecto a 1. segun& agresión, la Comiaión no tuvo duda en rcaponubiüzar a 
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92 RICARDO MmDEZ SILVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLIXXI V 

Estados Unidos, ya que no se habría podido conducir a pridóii a Francisco 
MdCn de no s e r  porque el responsable se estaba comportando como un funcio- 
nario de policía.88 

2.3. Imputación de responsabilidad por actos dc  particulares 

Frecuentemente se ha atribuido una responsabilidad internacional a un Esta- 
do con, motivo de un acto cuyo autor material es un particular, un particular que 
actúa en cuanto tal, esto es, sin ningún vínculo ni siquiera ocasional con la orga- 
nización del Estado. 

En realidad en estos casos, será más bien por incumplimiento de la obligación 
del Estado de proteger a la persona y bienes del extranjero que se encuentre en 
su territorio. lo que hará incurrir en responsabilidad al Estado. Si un Estado no 
puede prevenir el daño contra un extranjero, debe entonces castigar al culpable 
que es en este caso un simple particular. Será entonces el incumplimiento de 
esta doble obligación, de prevención y represión lo que comprometerá la respon- 
sabilidad del Estado, aun cuando al origen de la responsabilidad estd la actividad 
del particular. 

El fallo que puede decirse introduce en la jurisprudencia internacional la 
concepción moderna y actualmente dominante de la responrabiñdad en que 
puede incurrir el Estado con motivo de actos lesivos de los patticulares, es el 
dictado por la Comisión General de Keclamaciones México-Estados Unidos en 
el Caso Laura M. R. Jancs. El tribunal razonó como sigue: 

El presente caso, es un caso de falta de represión; nadie pretende que el gobierno mexi- 
cano habría podido prevenir el asesinato de Janes, o que haya estado en connivencia 
con el asesino (. . .) El gobierno mexicano es responsable de no haber cumplido su deber 
de perseguir con diligencia al autor del crimen y de castigario de manen adecuada. El 
criminal ha infringido el Chdigo Penal de su país; el Estado (. . .) h. infringido una du- 
posición del Derecho intcr~cional:>~ 

2.4. Carácter intcrnncional dcl daño 

1,:s posible que, como sostienen algunos autores, el "daño" no sea la fuente 
de la responsabilidad internacional; pero debe entonces igualmente aceptarse 
que es por lo menos condición del nacimiento de la responsabilidad, ya que de 
acuerdo al derecho internacional positivo si existe un hecho ilícito, pero no ha 
causado un daño a quien lo alega, la responsabilidad del Estado en cuestión no 
podrá ser comprometida. 

a) Exclusión de la afectación a un simple interés. La jurispnidencia ha hecho 
claramente la distinción entre la afectación de un derecho y h afectación de 
un simple interés; el daño por lo tanto deberá ser causado a un derecho O in- 

88 Ikcisión no. 65/27, abril 1927, K.S.A. XI. p. 1 73. 
8') 1)vcisiím no. 3 1/16, nov. 1926, !'.S.A. XI, pp. 10-1 1. 
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En g e d  ni la jurispnidencia ni la d e distinción entq vu& tipos 
d crtrepías de deíib,  y por ello podtm q i $ e n r ~ a o i h y a l h g ú n  
@c@dhte y que se trata de una doctrhd; -&e &la. posibk 
eoohkidn ha& nuevpr'fomas de responaabw. z ' '  

' i  . 

c) El d.do mediato: teoría de la irotec$g.. diplomática.Ap& d&&iq que 
j'+& jiu+ sufrir en forma d i r ~ t a  e + m t o  p-m &h ~~ a su 
tp"ído, . ,, @o*os,. representantes, bienes, '@4tcra):ql . .  . ~ i t . d o  pwdc ta&i¿n 1. s a  
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94 RICARDO MENDEZ SILVA Y ALOKSO GOMEZ-ROBLEDO V 

objeto de un hecho ilícito en forma mediata a través de la persona de sus nacio- 
nales radicados en ei extranjero: es la teoría de la protección diphdtica. 

El Estado infractor incurre en responsabilidad no frente al extranjero lesio- 
nado, sino frente al Estado de su nacionalidad ya que se considm que el mismo 
"Estado reclamante" ha sufrido un daño en aquellos casos en que uno de sus 
nacionales resulta lesionado. 

La protección diplomática tendrá por objeto el sustituir a une penona capaz 
de ejercer una acción internacional (Estado) por una persona que no tiene tal 
capacidad y .que ha sufrido un daño (el nacional). 

El mecanismo de la protección diplomática se explica por el hecho de que los 
particulares (persona física o persona moral) no tienen normaimmte acceso al 
orden jurídico internacional. Si el nacional de un Estado "A" @e radique m el 
temtorio de un Estado "B" llega a ser lesionado en sus derechos, la Única vía que 
tendrá abierta inmediatamente será la de un recurso ante las autoridades internas 
del Estado donde está radicado. 

Pero si los órganos internos, tribunales u otros, no le conceden UIU reparación 
adecuada, y el extranjero considera tener derecho a la misma, íucluso m el 
supuesto de que su pretensión esté fundada en derecho entonces quedaría en 
este caso aparentemente sin ningún recurso legal, ya que no dispone de ninguna 
acción internacional. Es aquí en donde aparece la institucián .de lar protección 
diplomática; el Estado va a "endosar" la reclamación de su &d. En este 
momento el litigio interno se va a convertir en un litigio intcmacjonal. 

Anteriormente era una controversia entre un particular y un Estado, ahora 
se convierte en interestatal, dándose una relación ahora de "Estado reclamante 
Estado responsable", cambiando por completo la naturaleza dd iitigio. 

Es evidente que el derecho internacional recurre a una F i Ó n  al afirmar 
que el Estado "endosa" la reclamación de su nacional, ejercbdo un derecho 
propio para hacerlo valer en contra de otro Estado.93 

Así, según la tesis clásica, la reclamación del particular va e &-parecer com- 
pletamente en el momento en que toma a su cargo la recianación el Estado 
demandante, y de este principio van a desprenderse dos coxvmaencias funda- 
mentales: 

ñimera. El ejercicio de la protección diplomática será una competencia de 
absoluta discrecionalidad. El Estado no estará por ningún motivo obligado por 
el derecho intemacional de hacer uso del mecanismo de la protección diplomá- 
tica cuando su nacional así lo reclame. 

Segunda. La segunda consecuencia de la substitución del protector por el par- 
ticular se sitúa en el plano de la reparación. Siguiendo la tesis cibica, lo que el 
Estado reclama no es la reparación del daño sufrido por el pdicular, sino la 
reparación del daño que el Estado mismo ha sufrido. Se afirma que la prueba 
de ello es que a veces el Estado demandante puede satisfacase con una reparación 

93 En este sentido el fdo dictado por la C.P J.I. en el caso Mourommaris Pakstine Con- 
cessions (jutisdiction), 30 de agosto de 1924, ser. A, no. 2, p. 12. 
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p,qramen$e simbólica, aun cuan40 w s3ioII,boya &ido un &&o . de, . c d c m  
m&+. , ! r ~  . . i <  -"- 

Ahora bien, si vamos ni di de la te&&'& je&e*te 9 &no,* 
la ~pxaq ián  qu-e.,la tesis de la s u b s t i t y c i ~ ~ , ~ m ~ ~ l ~ t a  -. del $ r o ~ ~ , ~ ~ , c l  pro- 
jeEto?tG h b + i  a la rk&dad y pretica 

'Si 'ruese coriécto qYe existe,ue subtj 
hi repiración que se reclama correspo.nde 
e!puti&? 
'. Pero pár at& si fuese ciqto $ 
:ij&ietido el ~?tado, ¿por qué en el c 
$ h&' " or w ' = a u s a  =l elindividuo 
4 * &ri por iamiiacio en ese m 
* * -  

&t ítekckjo .ppp& del Estado no 
t&ía ru C* normal. ' 

, ' E; 
&) CondiCíbnes t+ ejercicio de la 

j&' 3 Hvíhculb de ,la niciónalidad' 
en;&& *e&haci&n de Un partic 

- .5(;  pude de& que cada Es -. %' ' .  
bu&n de su'~riOcion~¿ad; pero 
gi&d, dáa qu4 en e1 cbo de q- estt c ' qiK w pOisble que pueda prod 
be;'=&& céi&ia~ pQiuina entre el 
¿on'&E =oho ci "criterio de la nacion 

La Corte en su failo del 6 de abril de 1 
d6$' rl.' disnchb;' anteriorment 
dd&d'*sin calificativo 
de& el principio de efectividad había sido ZrProcado m los carda uni darjle 
adci-, pcu nunca en el supuesto de nibondidad.% . " 

.<,Ea periue .también formnlor rcaEiinacioxwmm~n#ribm de w&d@debque 
pewra k mahaü&d dsli Eatirdo demPn&yl&iP.n dector-dd demsiwiam~ 

, y eRt¿ cantal& pot ' ' ~ ~ - ~ t P 4 . d 4 F O q ? ' : @ I  E!lt.Jiode 
continúa detentando d daniapt.de fonr,ulaftl..rlnsra;M. 

.iqmw~~blc.% . . .. . . , , l .  ' ,- , . .~ :. 
Segunda. Como segunda condición del ejercicio de 1. protecci6; diplomitica 
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tenemos la llamada regla del previo agotamiento de los recursos internos por 
parte del particular que se considera lesionado. Esta es una regla consuetudina- 
ria de derecho internacional. 

Ninguna acción internacional de un Estado ejerciendo la protección diplomá- 
tica será admisible si previamente a la reclamación el particular no ha agotado 
todos los medios de reparación que le eran ofrecidos por la legislación del 
Estado en contra del cual la reclamación es presentada. 

A esta regla debe serle atribuida una naturaleza de carácter procesal y no 
de fondo o substancial. No debe confundirse el momento en el cual aparece la 
reponsabilidad internacional, y el momento en el cual dicha rerponsabilidad está 
en condiciones de ser sometida a una jurisdicción internacional. La regla del 
previo agotamiento de los recursos internos es de naturaleza protesal porque 
afecta Únicamente al derecho de acción frente a una jurisdicción internacional; 
pero no afecta el objeto mismo de la reclamación (no es condición del naci- 
miento de la responsabilidad). La regla concebida como un obdculo procesal 
y temporal a la formulación de una reclamación, se desprende claramente del 
Caso de la Interhandel, ya que la Corte va a declarar que la excepción prelimi- 
nar de no agotamiento de los recursos internos debía ser conriderada como una 
excepción dirigida en contra de la admisibilidad de la demanda interpuesta por 
Suiza, y no como una excepción en contra de la competencia de la Corte, ya 
que se presenta como un medio que carecería de todo fun&mento en el caso 
en que se cumpliera con la condición del previo agotamiento de los recursos 
internos." 

El extranjero deberá agotar en forma jerárquica toda la serie de instancias 
ofrecidas hasta que exista una decisión definitiva, es decir, no susceptible ya de 
ningún otro recurso.98 

Parece ser que la jurispmdencia tiende cada vez m& a aplicar la regla del 
previo agotamiento de los recursos internos en forma mucho mis estricta (Caso 
Am ba tielos), ya que se está exigiendo'agotar no solamente los recursos internos, 
sino también loa medios de procedimiento dentro de una misma instancia, esto 
es, las condiciones de su ejercicio.99 

Tercera. Como tercera condición, aunque discutible, del ejercicio de la 
protección diplomática, debemos señalar el hecho de que por parte del recla- 
mante debe existir una "conducta correcta" (clean han&). 

Esta tercera condición que se ha sostenido debe existir para que pueda ser 

97 Caso de la Interhandel (Suiza vlr Estados Unidos), sentencia del 21 de mano de 1959 
(Exceptions préliminaires), C.1 J. Recueil, p. 26. 

98 C.P J.I . ,  Caso de la Cpmpanía de Elechicidad de Sofía y de Buigana, ser. AIB, no. 77. 
Sentencia del 4 de abril de 1939, p. 79. La Corte va a retener la excepción opuesta por Bul- 
garia ya que lo regla debía implicar el agotamiento de todo recurso aun de aquéllos ante la 
Corte de Casación. 

99 Ver la sentencia arbitrrl dictada en el Cato Ambatielos del 6 de marzo de 1956. Re- 
port of Intemational Awards, v. 11, pp. 120 y u. 
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Calvo no tendría ya aplicación. Así, por ejemplo ai la mptura del contrato se 
acompaíiara de una confiiación o expropiación de bienes del extranjero sin 
que medie en absoluto una indemnización, entonces esta vjolnción al consi- 
rierane que afecta directamente al Estado del nacional leaiodo,  éste podrá 
intentar una acción internacional. 

c)  Lo que hay que preguntarse es si aun admitiendo h C k l a  como válida 
en las relaciones contractuales, ésta añade realmente aigo a lo utoblecido por 
el derecho intemcionai positivo y pudiera ser de alguna utilidad. 

Un contrato se celebra bajo las reglas de la legislación intama, y por lo tanto 
todo contrato estará regido en principio exclusivamente por las laya internas del 
Estado. Si un litigio viniera a originarse a propósito de cae contrato, habría que 
solucionar dicho litigio de conformidad a la legiaiación interna del Estado, y ante 
los tribunales de este Estado. Y esto es precisamaite lo que crtipuia la Cláusula 
Calvo; pero aun en ausencia de esta Cláusula la situación sería idéntica. Si la 
controversia .que se originara a propósito del contrato no violara normas interna- 
cionales, el derecho aplicable que no es otro que el derecho del Estado señala 
y establece la jurisdicción competente para resolver el litigio en cuestión. 

d) El caso más significativo sobre este problema es el de la North Ameri- 
can Dredging Co. of Texar, lol fallado por la Comisión General de Reclamaciones 
de 1925 entre MCxico y los Estados Unidos, la que no reconoce plena validez 
internacional ni mucho menos a la Cláuda Calvo, contrariamamtc a lo sostenido 
por varios autores latinoamericanos. 

En el fallo referente a la reclamación presentada por los utados Unidos en 
nombre de una sociedad anónima por acciones, por niptura & un contrato para 
dragar en el puerto de Salina Cruz, la Comisión sostuvo: 

Si fuera necesario interpretar el Artículo 18 del contrato (referente r k Qéumla Calvo) 
en el ~nt ido de que ea obligatorio para el reclamante el no solicitw que su gobierno 
intervenga diplomáticamente o de otro modo en cuo de una denegación de justicia, sur- 
gid. en el contrato sobre el que u declara, o en cudquier otm aituuión. entonces esta 
Combión no titubeada m mantener tal cliusula como nula a6 inflio y no obligatoria 
para el reclamante. 

Y anteriormente se a f i i a :  "Leyendo el artículo como un todo, es evidente 
que su propóaito fue obligar al reclamante a quedar sometido a las reglas de 
México y a uru  los recunoa que existen bajo esas leyes. " 

Visto lo anterior, pensamos, no obstante, que la Cláusula Calvo puede llegar 
a ser útil en aquellas ocasiones en que por un Convenio re ha acordado que la 
regla del agotamiento de los recursos internos no ten&& aplicacibn. (Aun cuando 
México y loa Estados Unidos habían convenido en que la regia del previo agota- 
miento de los recursos internos no se aplicaría al conocer el tribunal arbitral de 
las reclamaciones; sin embargo "de hecho" en el caso da lo N#@ American 
Dredghag Co. existió una reafiiación de dicha regla del daecho internacional.) 

101 North Amevican Dredging Co. of Texas. deciaión no. 31, S.RE, p. 20, párr. 24, in- 
ciao f), y p. 13, párr. 14. 
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pero tambih, en cumplimiento de una autCntica vocación pacifuta, México ha 
pPrticq>ado siempre en los intentos internacionales para limitar el uso de la fuerza 
m las relaciona internacionales e implementar un sistema de cooperación pací- 
fica. Toda vez que la guerra es un hecho inevitable, deben condd&e los esfuer- 
zos para mitigar los excesos en una contienda bélica. 

2. LA SOLUCION PACIFICA DE CONTROVERSIAS 

2.1. Experiencias Convencionales 

Repetidamente, a lo largo de la obra, se ha asentado la vocación pacifista de 
Mexico. El Pacto de Confederación, Unión, Amistad Perpetua de 1826 que M¿- 
xico firmó, contuvo un conjunto de directrices juridicaa para la aolución pacifica 
de 1aa controversia$. Con el correr del siglo XIX, forzado por las circunstancias, 
f i ó  y ratificó convenios para el establecimiento de Comisiones Mixtas de re- 
clamación, fundamentidmente con los Estados Unidos de NorteamCrica. 

En una panorámica general, México adoptó el "Tratado de Arbitraje Obligato- 
rio" emanado de la 11 Conferencia Panamericana de 1901 y 1902. Iguaimente 
ratificó el 'Tratado Gondra" o Tratado para Prevenir Conflictos entre los Esta- 
dos Americanos.1~ Entre muchos otros convenios multilaterales y bilaterales 
firmó y ratificó el Pacto de Bogotá o Tratado Americano de Soluciones Pacíficas 
de 1948.la 

En su calidad de miembro de la Corte Permanente de Arbitraje Internacional, 
fundada en 1899 como resultado de la 1 Conferencia de la Haya, sometió a arbi- 
traje la controvemia con los Estados Unidos sobre el Fondo Piadoso de las 
W o m i a s ;  en 19 10, también entre Estados Unidos y MCxico, re nevó a arbitraje 
el cuo  del Chamizal que fue favorable a MCxico, pero cuyo cumplimiento eludió 
Estados Unidos hasta que BC llegó a la solucibn diplomitica de 1963. En 191 1 se 
acudió también al arbitraje en el caso de las Islas Uipperton que se falló a favor 
de Francia. 

Mención aparte merece la membrecía al Estatuto de 1i Corte Internacional de 
Justicia que MCxico ratificó junto con la Carta de lor Naciones Unidaa el 7 de no- 
viembre de 1945. 

La experiencia y la actitud de México en los mCtodos de duc ión  pacifica de 
controversia8 pueden sintethWSe en un conjunto de criterios: 

2.2. Igualdad entre nacionales y extranjeros 

La igddad  entre nacionales y extranjeros, cosa que conlleva a la aplicación de 
las leyes nacionales, y el sometimiento de los extranjeros a loa tribunales nacio- 

104 Seara Vázquez, Modesto, Sintesis del Derecho Intmwa'onui ASMico, Instituto de 
Dmcho Comparado, UNAM, MCxico, 1965, pp. 79 y u. 

105 Ibidem. 
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nttars La t. Calvo recogida en +f rrtkak 2V CBnttbckmmI'pb Domina 
Curanza, contenida en el mensaje ante el Congrew del lo. de*'- 
&8l&;.ron clorr rfllmcicianer de erta poricibPIi, ' . 

. . 

. *- Raultinw de mor planteamientos. cep¿dimn&e de h- M& 
Iif-fmpociciBa: a loa extranjero1 que s d q u k r a P t b f c i # i , ~ l e Y  a h W W h ,  
d e ~ ~ u ~ c i a r  a h protección diplomPdca en l & h t i ~  ,a eatm bkhar.'Ch ntbri:- 
y a  que la Cláusula Calvo M ha ampliado pot+ Ley para FO* &- 
Nacional y Regular la Inversión Extranjera de 1973 a bienes muebles 'y acciones. 

Conviene apuntar que de conformidad cai) d p$ncipio de 4 -.entre 
nacionalea y extranjeros, México re ha nelpPcb a f o v  pprte .de.cqwpaoner 
para la protecci6n de inversiones extranjeras contra det&inada rierlpr. 

jueio gá#rri &guramente re 
u+E¡&n como elemento 
fraudidc'nto.* Por ejemplo, fue 
nifp M/xica-Estados Unidos de 1868, Fr+$!*.&, quien ? -,-do 
*m& a lw Ihtados Unidos, abogado p a # b t e  p Nueva Ymk, g ,donde, 
c'&&knte. atendió l a  asuntos de la CoBJriÓp..Pq,otro JadQ,,l~s .@q+,ente 
cdlebres Tmtados de Bucareli de 1923, q w  .(üq~on, a luz a 4 p w  de 
~ e c * ~ i o t y s  que funcionaron de 1924 a- leigt, fuepon con* paq el m - 
n&hiento por WprhiDgton del gobierno de &aro Obteg6.n. 

La Convención General de Reclamación gw ru@ m estos iIltimos ~&tados 
admitió 1aa rcclamacioner de ambos países centra loa do$ gobierno$,,qÚn el 
caso, sobre actor imputables a la responsabifi& de for mismos 8 partir & 1868. 
La Convención Especial cubría el periodo propiamente revolucionario, del 20 
deitran~nihe ds 1910 ai S1 de mayo de WtO. Un lrpro exthaldl i rkdnte  

Por .abcüdura, reconocieron 18 r c t p m r J ~ ' ~ ~  E&hdb d: óYia de 
gurJrrc- civil o #vdución, rltuación que tieW ilewccCpci6n'&n niimiletii. 

:lDrutorhiludlmentc el estado de ntcakk&k laSglirtr d é ~ ~ ~ - d ~ t u  
soiucionc~ poco morales y no pocu veca mdkidd -. Sipiapio 
Oarrszqautor de la doctrina de 191 8 que b U mbrq 68 lfttinpilC16 un 
deme@ comppnaetiéndorc a pagar tanto a -llidoffJcr C O ~  a:e#ñPqikor;ldl 
driitos sufrida por la revoluciÓn.lo7 En consoara& con esto, $fedd&Re 'de la  
Repúblia, creó una Comisión Nacional de üdamac io~s ,  el 24 de noviembre 
&,A91 7,,que dirolvió con los Tratado8 ~~.Bucsl+li. 
, .&evdudibi,.&l Derecho l n t m u c i o n r l a ~  l u ~ o m i r i o ~ c k  .~cckaucio- 
. -  . ... . : 

. .  - . 
g > ,,v 

- .  

. , ; Y  . . ' , :l. 

106 &púk&, César, Dos Rechmaciones FmudYlrnhs con- Múxuo. Archivo Hbt6rico 
Diplomático Lkxicuro. E& Porda, México. 1965. 

lm Ibiacm. a .  
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1M RICARDO MENDU SILVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLEDO V. 

ner y la juridica de la igualdad de loa Estadoa cerró t procedencia a 
su continuidad. 

Las Comisiones de Reclamaciones, fruto de la disparidad de fusnas entre los 
btados, ,u iniciaron en México m 1839 con los Estados Unidos. T i n e  también 
importancia la de 1868, iguaimente con los Estados Unidos, y remata el mal 
sabor de las experiencias, la Comisión G a i d  & Reclamaciones y la Comisión 
Especial de Keciamaciones de 1923, antes m e n c i o b .  la 

2.3. Exclusión de los asuntos del orden doméstico de los medios 
internacionales de solución 

Principio correlativo a la igualdad entre nacionales y extranjeros, tespecto a la 
aplicación de las leyes mexicanas y la competencia de los tribunales mexicanos, 
es el relativo a exctuir de la competencia intemacionai aquellos asuntos que 
quedan dentro de la esfera doméstica. E1 articulo I del Proyecto Mexicano para 
la elaboración del Pacto de Bogotá de 1949 fue contundente ai seiialar: 'las 
cuestiones que corresponden esencialmente a la jurisdicción interna de cada Esta- 
do, no serán consideradas como materia de arbitraje dentro de los términos de 
este Pacto." 

Paralelamente, la Declaración de aceptación de la Cláusula Facultativa de 
Jurisdicción Obligatoria de la Corte Internacional de Justicia, en 1947, introdujo 
la reserva de los asuntos del orden interno. 

También anteriormente, 6mos la renuencia mexicana de encomendar los 
asuntos relacionados con los derechos humanos a mecanismor obligatorios de 
supervisión internacional. 

2.3. El agotatniento de los recursos internos 

La Cláusula Calvo prevé la renuncia de la protección dipbmática para los 
extranjeros. Sin embargo, qn los casos en los que procediera la protección diplo- 
mática. por la vía de las negociaciones o por un arreglo judiciai en el ámbito 
internacional, uría requisito el agotamiento de los recursos internos, cosa que 
estágeneralmente aceptada en el derecho intemacional.l. 

Sin embargo, existen algunos antecedentes en contra de este principio, después 
rescatados, en las Convenciones de 1923 de Bucareli. La Convención General 
señaló en el artículo V: 

Las Altaa Partes contratantes, derosaa de efectuar un arreglo equitativo de h a  reciama- 
cioner de sus respectivos ciudadanos y concederles mediante eUo compcndón justa y 
adecuada por sus pérdidas o daños, convienen en que la Comisión no negará o rechazará 
ninguna reclamación alegando la aplicación del principio general de derecho intemacio- 
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DERECHO INTERNA- PUILICO . . . A . LO3 

2.5. La obligrrtotiedad de la instancia 
, i  ; . . ,-. '. + . I . - ,  

.' -uiÍa.de iaa @ropuestan del grupo l a t i n o a m a *  a$ fa c&&& be 
Fkiuh&a h e  ia de concederle obligatoríedpd i'fLj'f oni$$íciicid d= e&& hkr- 
nacional de Jurticia. Como es sabido, la soluciQ que w,rrdi>$f<i 6 1$$5,%iies- 
~ & c ~ $ o '  1 la experíencia de la Corte Perni & cr;?'~&&'~?m~&, fue q <U .c&lMu'voluntario el acceso. de iaa p& cn~cm&o a,% &mptt+& 
cIt la &te: I . !  
. * 

. , 

. . !+ v&~iird.d que distingue ai mecanismo& i+ C- r ,;retcndió &mar 

eerripateach a& conflictos que c o r t ~ d r i n a ~ l a  junidiccih +wzta. M¿- 
xico. Aaí mismo K aceptó la obligatoriedad por un lapso de cinco Sor, tnnrcu- 
mido el cual queda a discreción de México deaiinciar 1. Q$uniia mediante un 
preaviso de reir meses. 110 . . , y .  S 

En la IX Conferencia InteraacionsJ Arneticsdey W x k o  presentó una propuesta 
para el Tratado Americano de Soluciones Pacíficas en la que re contemplaba la 
obligatorkdyl del r :uno al arbitraje. El, articuío H del Royecto me*ano . . 
m&kit&a: 

~ . -, ., - .  .. . 
. . .,.' . . ; s., t.' , . .  . % y ,  , .  . 
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104 RICARDO MENDEZ SILVA Y ALONSO GOMEZ-ROBLEDO V 

Los EsEdor SigtUt8d08 u obligan a someter i 4 0  lar cua m que deban 
rrcurrir ai procedimiento judicial- kr difmnciu de wlqukr nwriku. sean o no 
jurídic.r, que surjan entre eUoi y que no haym podido rndvmc por I.' vía diplomática 
o Por a&ún otro de loa  procedimiento^ pacificar. En tal virtud, en cualquier momento 
en-que &tu de tu parta considere que una controvcni. no puede .Iciaur uno reiolu- 
cibn definitiva, ten& el d m h o  a pedir que u sometan a ubiw.. . 
La idea quedó plasmada en el articulo 11 del Pacto de Bogotd: ". . .en caso de 

que entre dos o m& Estados signatarios u suscite una contrweriia que, en 
opinión de las partes, no pueda ser resuelta por negociaciones dircctar a través de 
los medios diplomáticos usuales, las partes u comprometen a hacer uso de los 
procedimientos establecidos en este Tratado. . ." 
2.6. Primacia de los medios regionales 

Siendo el regionalismo del continente americano rico en su tradición de 
cooperación, los paius l&noamericanos defendieron la v.üdez de los movimien- 
tos regionales dentro del sistema universal de las Naciones Ud&. Ello acarrea 
algunas conucuencias. 

Una de ellas es la de solventar las diferencias de loa Esudor Miembros de la 
OEA dentro del marco regional en primera instancia. El articulo A del Proyecto 
mexicano, confeccionado para la elaboración del Pacto de Bogotá, apuntó niti- 
damente: " T o b  las controversias que surjan entre los Estados Americanos se 
sometarán a los procedimientos pacíficos seddados en este Pacto, antes de ser 
llevados a las Naciones Unidas." Un precepto que recoge fundamentalmente la 
posición mexicana quedó inserto en el artículo 11 del Pacto de Bogotá. 

Por supuesto la primacía regional 8610 podri alegarac para controversias que 
no pongan en peligro la paz y seguridad intencionaies, en cuyo caso prevalece la 
acción central del Consejo de Seguridad. También, y ligado con este plantea- 
miento, merece énfaaia la situación de que la aplicación de mcdidm coercitivas por 
un Órgano regiond sólo procederá bajo la autotidad del Canaejo de Seguridad. 

3. LIMITACION Y PRQHIBICION 
DEL USO DE LA FUERZA 

México acudió a la Primera y a la Segunda Conferencia de la Paz de la Haya 
de 1899 y 1907, respectivamente. Sobresale en la primera de las célebres Con- 
ferench, la constitución de la Corte Permanente de Arbitrrje de la que México 
fue miembro e, inclusive, le correspondió ser parte en 1901 del primer litigio 
ante este peculiar tribunal con el caso del "Fondo Piadoro de las Californias". 

De la Segunda Conferencia surgió un conjunto intcreunte de convenciones y 
declaraciones sobre materias diversas: a) La limitación del empleo de la fuma 
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DERECHO INTERNA-AL . , LO5 

Bias- hrlodor de particular importancia, genfecdomdo~ en 4 ; m e  &lo, 
durante la década de los vemte, contaron com el apoyo de M¿acbperi,h:vi. de k 
ídhori6n:Ih;l .tratado Briand-Kellog o P.cfoda PuÍs de 1928,@rebia#lacia a 
Ir *erra, que sauoa un hito en las relacioma intcrnocionril~ ylgrok$óe3 
el Bslrtdo, an 193 1, dd  Protocolo Mbn .k prohibición al uro en la .gwm, de 
gases a s f i t e s  tóxicos o similom y & moYor buetmológicos dc 1906. .. , 

'En .cl pkna rcgionai México fue rylente *c2k6 del.-. En la 
CoaEermdr de La Habana de 1928 re a l ~ o n i w x W e  ottri~'Canwndoaer, k 
de Neutraiiáad Marítima y ia de Dekrcs d.ifor Estrdos e n . c m d e  €3- CM- 
les; de la Corifcrcncia de Montevideo & 1#3 aql6 Ir -6n &Dsrmhos 

Son de mCyor m t a á  las reuniones quc' thdmon lugar poco-&te¡ &e 1l Segun- 
¿a Gu& Mundial y durante el curso de k misihi, que dicrotl'nrdmknto a & 
id* de la &pridad colectiva c o n t i i i d :  Bunibr A h  .NS6;'lha 19*, 
hd 1939,-La Habana 1940, Río de Jdh 1942 y MCxico 194.1 . .  . 

~ n ' e l  oiio de 1932 MCxico fue acepta'docomo mi&xo de la So&&d de la$ 
Nociones, fuadodo en el año de 1919, y w . h a b +  concebido como una de S& 
fjnJiáadcs f\indqnentaies la reducción y ,&pitacjbn de los apwcatpr, .. . d .  para lo 
gua s+b@i¿ una mecánica instituciqnol q;i* -a fwcionb. 

Ipcluyó, el Pacto, iguaimente, una p.ebici6ri relativa J ia fue& 
. ~ . .  . 

iU D i , - ,  Mucci, México y el Desannñ.tesis p5of#ienJ. F8txlt.q dq W W  .P.- 
i#cm y S* UN& 1972, México. ., . , , , , 
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106 RICARDO MEKDEZ SILVA Y ALONSO GOMU-ROBLEDO V 

mientras un conflicto estuviera en un procedimiento de solución pacífica (mora- 
toria de guerra), y prescribió las guerras de agresión. 

Como es sabido, al unirse México al régimen de la Sociedad de las Naciones, 
presentó una reserva al artículo 21 del Pacto, que reconocía a la Doctrina Momoe 
como Acuerdo Regional y que abría las puertas a la legitimacian de la interven- 
ción estadounidense y a su tutela hegemónica en los asuntos del continente. 

ReciCn ingresado a la Sociedad de las Naciones México fue electo miembro 
del Consejo de la Liga de las Naciones y formó parte, por acuerdo de la Asam- 
blea, de la Comisión Regiamentadora del Comercio de Armas, de Ir Comisión 
Consultiva Militar, de la Comisión que estudió el conflicto chino-japonés, y de la 
que estudió el conflicto del Chaco. Así mismo participó en la Conferencia de 
Desarme 193 2-1 93 7 y su política interna se ajustó y correspondió a las reco- 
mendaciones internacionales. El control de las armas y de su ccomrcialización se 
logró por medio de la estatización mexicana de este renglón. Da iguai manera, la 
posición del país fue favorable a la publicidad de los gastos militares. 

A nadie puede escapar las intervenciones brillantes y de notable valor de 
México en los casos más graves que afrontó la liga durante lo8 años treinta: la 
invasión de Japón contra Manchuria, la invasión de Italia contra Etiopía y el caso 
de la Guerra Civil Espailala, escenario de la intervención italo-germana. En todos 
estos casos afloraron los principios rectores de la política exterior mexicana, la 
solución pacífica de las controversias, la no intervención y la prohibición de las 
guerras de agresión. 

Sobra hacer algún juicio en relación con el fracaso histórico de la Sociedad de 
las Naciones. Las experiencias positivas y negativas que acumuló fueron el cimien- 
to de un nuevo tipo de organización, cuya finalidad principal m í a  el manteni- 
miento de la paz y de la seguridad internacionales. 

Con carácter secundario afirmó el régimen de Naciones Unidas el propósito 
de lograr el desarme. Bastante pesaba la frustración de la liga en a t a  materia 
como para consagrar al desarme como un fin prioritario. 

Después de la Segunda Guerra Mundial tienen relevancia loa Convenios de 
1949 de Ginebra sobre víctimas de guerra, relativos a mejorar la suerte de los 
heridos y de los enfermos de las fuerzas armadas en campaña, para mejorar la 
suerte de los heridos. de los enfermos y de los naúfragos de las fuerzas armadas 
en el mar. el trato de prisioneros de guerra y sobre personas civiler en tiempos de 
guerra. La aprobación de estos convenios tuvo lugar por el Decreto de 31 de 
diciembre de 1951. A través del decreto del 30 de julio de 1952 se aprobó in- 
ternamente la Convención de Genocidio de las Naciones Unidas, adoptado en 
1948. 

Cuando nacen las Naciones Unidas la evolución de la prohibición de la fuerza 
había experimentado avances considerables. La lejana tesis del argentino Luis 
María Drago sobre la prohibición de la fuerza para el cobro de deudas públicas 
habia tomado carta de naturalización en el derecho internacional. El Pacto 
Briand-Kellog de 1928 también se había consolidado como norma consuetudi- 
nana incontestable. Por ello, el artículo 2 de la Carta, en los párrafos 3 y 4 son 
el corolario de un movimiento jurídico de primera magnitud. Consagra a la paz 
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DERECHO INTERNACIQAU WRJJQX) * . , 107 

esta materia m el Consejo de-Seguridad y la responsabilidad subridióri. o r e u r G  
dqksn,k Aaamh4~1 Q n d .  . . . .  . , I 

~nicsn- rpmcd~ como excepciones d b. hicrm, ~riegítin*dt&sa, 
WdJndc wnmp&a MI e1 sutículo 51 dq.la d a ~ m # c . b ~ i ~ o ~ ~ ~ ~ m r r l i r t *  
co~oitilvli paad Cantcjcr de Seguridad, y el, um de k fuerza topnbiQi amo m d *  
da coercitiva por organismos regionides c ~ ~ ~ t C a ~ ~ t & z ~ d e * p u r  ella m el 
Cqpuq/O.(tc hmiad. . 7 ,  , .  ' <  

I ~ y i e n e  pua t~~ i z ru ,  que la ~ e ~ í t i m u  &fe+ in&ue~ O sohtim órhi. 
to d@- par h -procede -'m,aro .de -La 

&¡$R deCtrinJ .moricaw ea claríam8 c n . m  #ntkbl12  - N- 
s i41  wibn d4tiu &. la legítimo defensa pr-, entes &?m a ~ q u e  UsnQ06 
o ,,o& lo justicia que lo p u d ~ . . s w t ~ ,  el uw de la fmmt bmad~- 
Wsopti~r;lot. nductos coloniales (sdw & ayitd.1a Sekrnon?imieaSwl& liiarcián 
npciomilib Tuawo, y es oportuno reiterarS& MI. unpliantliantk,.f@bmak.k 
-a defama para admitir una respuesta ammken caso .de u i i ~ ~ o a ó 1  
mica,.?bl áo~oo empieza r ser defendido pordgunor jurbtaa del EiiPdo.bdwtiSd 
copriralirtr, codncidinrdo el planteamiento tAbJco c m  la arcusr raagátiq el 
uso del petrólea COJBB arma política y la a ~ ~ ~ c i d t  &ón Ba ~ n t  fuema da 

Y w h b ~ ~  p*trukros y por.su e v e n t u a l . u t ~ & t é g l c a .  * . . 

. e ,La ~ u l ~  :Q 1.s Naciona Unidas no inclu)s6'nf8gúli~precepto cqxtciñco.lobrc 
Ir. w- btsrv~ción, aun cumndc d uticuk, Bi&rfo 4, de la Grh,  lo puede 
~ngynwndcr de mrl~er9 -  genérica. Sin embargo& prohibición del uro de fuma 
y de la am#me, el &teme de Naciones Unidrr. a psirr.de opiniones captnn,s, 
M. Wtp 3 áÚnbita militu. La intervención en Lr;;iirrintor intum>s; de loa fitidos 
puede doptu-i@aa formas, por lo que Jo Clt ,~en  aate-punto e h e  iin mío. 
Lo laguna se ha pretendido llenar con una interpretación exteiul#tdrl.rtúiulo 
2,.&nnfQ 7. que prohibe a la Or~laniono~>a meqmm . ., . :en loc.a~11i1Qc &ofdcn 
interno de los Estados Miembros. Se ha propuesto que lo que se eircisartnipm- 
Cibida-r 4-ación se encuentra igurlmeatapohibido a lw.E#rdos~. : 

Méxicolssrlliw durante la Conferenda da-& F4acUco ia convmieacia de 
WüU, .d lado de ,la Carta de las Naciones .:Ueidor, ama Carta- ¿e -os y 
DabYoc dr'lot.Iz.todoa que kbiera dejada -cito, corno una ds:b bbagacio- 
neí fundamentales, el principio de la no i e t a w n .  . .-' 
s Mil Wxico ate principio es uno de las piirircs dt su politiai arterior y ha 

Idcr:eadda& ea diferentes- momentos histklcg. i.iahtcrvcncQ6n.fnnaeor de 
. ., r ~ i  . ., , , 

a. @as= ,llobk&, Anto i i l~  La Se@* & fa  m ' e l  Contiricrrtr Amoie&o. 
UNAM, E m e h  de Ciencias Políticas y Sociaicr, 1960, México. . . . .- . . .  - 
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1862-1867 dio origen a una resistencia nacional que se tradujo en la afirmación 
del principio. En el presente siglo, la Doctrina Carranza, expuest. ante el Congreso 
de la Unión el lo. de septiembre de 191 8, entre otros elementos conexos, defen- 
dió la obligación de los Estados de no intervenir en los asuntos internos de otros 
Estados. 

El sistema regional panamericano sí alcanzó logros precisoa en la prohibición 
de la intervención de los Estados en los asuntos internos de otros Estados. La 
Convención.de Montevideo de 1933 sobre Derechos y Debeiur de los Estados 
lo proclamó categóricamente. Y el artículo 15 original de la Carta de la OEA, 
ahora 18, en forma indubitable sostiene su validez. 

Sin embargo, en el sistema de Naciones Unidas, al no haber una concreción 
normativa sobre el principio de la no intervención, fue n e c d o  que la Asamblea 
General declarara la vaiidez del principio, y en 1965, con h Resolución 2151 
(XX) se llegó a su reconocimiento. México participó activamente en la definición 
y precisión del principio en los trabajos del Comité Especial de las Naciones Uni- 
das sobre los Rincipios de Derecho Internacional referentes a las Relaciones de 
Amistad y a la Cooperaciónentre los Estados que se tradujo en 1970 en la célebre 
resolución 2625 (XXV). Precisamente ante este Comité, Mkico presentó una 
propuesta que contiene su visión sobre lo que es la no intervención en nuestros 
días. Algunos de estos puntos fueron recogidos por los instrufnentos antes seña- 
lados; otros quedaron en la Definición de la Agresión de 1974. Conviene, pues, 
tener la visión mexicana actual y más elaborada sobre el principio: 

1. Todo Estado tiene el deber de abstenerse de intervenir, por si solo o en 
unión de otros Estados, directa o indirectamente, y sea cud fuere el motivo, 
en los asuntos internos o externos de cualquier otro Estado. Este principio ex- 
cluye cualquier forma de injerencia o de tendencia atentatorh de la personalidad 
del Estado, de los elementos políticos, económicos y culturales que lo constituyen. 

2. Por consiguiente, todo Estado tiene el deber de abstenerse de realizar cual- 
quiera de los actos que a continuación se especifican además de todos aquellos 
otros que eventualmente puedan ser caracterizados como inteivcnción: 

1) Aplicar o estimular medidas coactivas de carácter económico o político 
para forzar la voluntad soberana de otro Estado, y obtener de éste ventajas de 
cualquier naturaleza. 

2) Permitir en las zonas bajo su jurisdicción, o fomentar o financiar en cual- 
quier parte: 

a) La organización o el adiestramiento de cualquier tipo de fuerzas armadas 
de tierra. mar o aire destinadas a hacer incursiones en o t r a  Estados. 

b) La contribución, el suministro o la provisión de armm o material bélico 
destinados a promover o ayudar una rebelión o en cudquier Estado; aun- 
que su gobierno no esté reconocido. 

c) La organización de actividades subversivas o terroristas contra otro Estado. 
3. Hacer depender el reconocimiento de gobiernos o el mantenimiento de 

relaciones diplomáticas, de la obtención de ventajas especiales. 
4. lmpedir o tratar de impedir a un Estado la libre disposición de SUS riquezas 

o recursos naturales. 
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En 1962 la deiegación de Brasil ante Nidones Wdaa presentó a la Primera 
Cosniqib de la +amblca General una propueiti para que se dedrrur a América 

tq ia  libre de rrnapr nucleares. Tras la idea IC encontraba la criair & octu- 
bre y su' expmibn, la cuarentena contra Cuba, lo que evidenció & maucra ca-  
cana el peligro de una guerra nuclear que pu- urutru al Contienente Ameri- 
cano. La mencionada propuerta brwleíía po prorperó, aunque contó con el 
apoyo de Bolivia, Chiie y Ecuador. Unoa maer, despub, en abril de 1963, 
el entone" presidente mexicano, Adolfo Lópcz &tcor, dirigió UM carta a loa 
proaidentes de Bolivia, Brasil, Chile y Ecuador, tomando la idea original de B r d  

113 Gmia Robkr; Nfonro, ~ E x i c o  en las Naciones Unkitas, Facultad de 6kdn Politi- 
cm y Sod.kr de h UNAM, 1970, México, pp. 35 y M. 

114 Aprobado inteman~ente por Decreto de 9 dc octubre de 1963; pulñiudo ea el Muio 
0flCi.l de SO de octubre de4 mimo año. 

115 Aprobado internamente por Decreto del 18 de agosto de 1969; ptwado ea ei Dh- 
do O f W  de 17 de octubre de 1969. 
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para que se declarara a. la América Latina como zona desnuderrizada. A partir 
de ese momento México actuó como el impulsor principal d d  régimen de pros- 
cripción de arma nucleares en la zona. A este prophito obedece el hecho de que 
haya sido en el edificio de la cancillería mexicana donde se firmó m 1967 el 
Tratado, y que la institución creada, el Organismo para la Romipción de Armas 
Nucleares en América Latina, haya establecido su sede en la ciudad de México. 
A más abundamiento, México ha sido el país que principalmente ha promovido 
la firma y ratificación de los dos protocolos por las potencias extrazonales, inclu- 
yendo a los Estados Unidos. 

El régimen se compone de un Tratado, dos Rotocolos Adicionales y una 
Organización Internacional, encargada de aplicarlo: la Organización para la Ros- 
cripción de Armas Nucleares en América Latina. 

Consta el Tratado de 31 artículos, y obliga a las partes a utiüw exclusiva- 
mente con fines pacíficos el material y las instalaciones nucleares sometidar a su 
jurisdicción y a prohibir e impedir en sus respectivos tenitori&, el ewyo ,  uso, 
fabricación, prohibición o adquisición, por cualquier medio, de toda arma nuclear 
por s í  mismos, directa o indirectamente, por mandato de taceror o en cudquier 
otra forma; aaí miamo prohibe el recibo, aimacenamiento, instaiación, emplaza- 
miento o cualquier forma de posesión de toda arma nuclear, directa o indirecta- 
mente, por sí mismas, por mandato de terceros o de cuaiquier otro modo. 

El Rotocolo Adicional 1 obliga a terceros países que lo su'rriben a aplicar en 
los territorios que, de jure o de facto, estén bajo su responsabiiidadintanacional, 
al estatuto de desnuclearización para fines bélicos. 

Por el Rotocolo Adicional 11 las tercera potencias se compr&netcn a rape- 
tar el régimen del Tratado. Consigna la obligación de que en b s  temtorior en 
los que se aplique el Tratado, no se practicarán actos que entrrñen una violación 
a las obligaciones convencionaies. Igualmente impone a los taceros países que 
suscriban el Protocolo, el compromiso de no emplear arma nucleares, y a no 
amenazar con su empleo contra las partes contratantes del Tratado de Tlatdolco. 

R i d o  MENDEZ S. 
Alonso GOMEZ-ROBLEDO V. 
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